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EDITORIAL 
.'::::'~-::;OTECA DE LA 

•• F .,JlEl1JlIlSPRUDENCTA 
y .... el¡\S SOCIALF_'i O'; :. 
UNIVERSlD AD O E F. L S,, : e,' - . .. :: 

SAN SA L V,\ !J (: l' 

NUESTRA POSICION FRENTE A LOS 
PROBLEMAS DE LA UNIVERSIDAD 

En países como el nuestro, la Universidad para poder cumplir con la alta mi· 
sión que tradicionalmente le corresponde como depositaria del conocimiento cien­
tífico y celosa defensora de las ideas democráticas, debe librar en todos los niveles 
y bajo formas diversas, intensa ,lucha contra personas que, en su gran mayoría, no 
presentan nunca una posición frontal y directa, y sólo buscan un beneficio particu· 
lar, económico generalmente. 

Los sociólogos enseñan que, lamentablenlente los más peligrosos adversarios 
de la Universidad son sus propios hijos profesionales que aprovechan su vinculación 
Con las distintas fuentes de poder para atacar al alma mater, asfixiando en lo eco­
nómico, en 10 ideológico y en lo orgánico, entorpeciendo así su nonnal desarrollo 
institucionaL Es frecuente observar antiguos líderes estudiantiles, convertidos en 
prósperos abogados, médicos adinerados, economistas de la oligarquía, etc., intere· 
sados en torcer el limpio espíritu juvenil que anima el hacer universitario. Recorda· 
mas esto a raíz de las maniobras de la Federación de Profesionales, que abusando 
de su representación en la Asamblea General Universitaria, se ha dado a la tarea de 
bloquear las sesiones de ese organismo a como dé l ugar, causando con tal proceder 
un daño incalculable a la comunidad universitaria, pues en el sistema legal vigente 
son múltiples los problemas de competencia de la Asamblea General que éste debe 
resolver y muchos de ellos reclaman solución pronta, so pena de perjudicar grave· 
mente a sectores docentes o estudiantiles o, peor todavía, la vida institucional de 
nuestra casa de estudios. Algunos de estos asambleístas han sido candidatos a cargos 
académicos, otros son simpatizantes del partido de gobierno y con su conducta 
tratan de asegurar los cargos oficiales que detentan o buscan medrar bajo la protec· 
ción del gobierno desde otros cargos. Todos ellos tienen un denominador común; 
su mediocridad intelectual, y todos persiguen un mismo fin: su beneficio personal. 

Lo antes expresado es poco, si se compara con el bloqueo económico que sufre 
la Universidad. Para el presente año, no obstante que el número de alumnos de 
nuevo ingreso será probablemente el doble al del año pasado, el gobierno se ha 
negado a aumentar el presupuesto y se mantienen ,las mismas cantidades del año 
anterior. Parte de culpa en ello, es de las autoridades universitarias que aceptaron 
la asignación y no supieron exigir o no pudieron justificar el incremento presupues· 



tariQ o tranquilamente se avinieron a la decisión gubernamental. Es absurdo decir 
que se está gobernando para el adelanto integral de un país, mientras se descuida 
llll~sta el abandono Ja enseñanz"'" ¡ ". Es incongruente con una POllíti~a desarro· 

Ista, como la que se pretend« ~ivel nacioll~l, el estrangn amlel110 eco­
nómico de una institución llaJ.!ltl rt¡lar los cuadros técnicos, indispensables 
en la superestructura educativa dé "t Q,prO:ceso de desarrollo. Para el corriente año 
la Universidad ha suprimido definitivamente su programa de becas al exterior para 
la formación de docentes; ¡tal cosa equivale a un suicidio pues se le desvincula del 
contacto directo Con el adelanto científico de otros países, y la obliga a penllanecer 
pendiente del correo, a la espera de noticias acerca de los avances de la ciencia en 
otros lugares! 

Otra forma de entorpecer el flujo normal de la actividad académica es el con" 
trol que ejerce ,la Corte de Cuentas, con facultades de última instancia para decidir 
todo lo relativo a gastos. Esto viene a representar un poder de decisión superior 
al de cualquier autoridad universitaria, pues con la amenaza de los reparos, y de la 
responsabilidad pecuniaria o penal, tiene atemorizados a todos los funcionarios. 
Por otra parte, resulta que la autonomía administrativa y docente establecida por la 
Constitución, está en fianos de un funcionario gubernamental de menor jerarquía, 
el cual decide qué debe hacerse y qué cosas no debe autorizarse, poniendo el 
Hukase" a todo trámite que implique movimiento de fondos y retardando más, el 
de por sí lento proceso administrativo. 

Nosotros queremos la superación de nuestra casa de estudios. Nos obligamos 
a denunciar y combatir las anomalías que dificultan el trabajo académico; nos obli· 
gamos a sí mismo contribuir a esa superación. Sólo así estaremos demostrando el 
auténtico, el combativo e insobornable temple universitario. 

JORGE ALBERTO GOMEZ ARIAS 



COMUNICADO 

La Facultad de Jurisprudencia V Ciencias Sociales de la Universidad de El Sal­
vador consciente de sus deberes ante la comunidad salvadoreña, organizará durante 
la semana comprendida del 8 al 12 de septiembre del año en curso una serie de 
actividades destinadas a divulgar la Ley Fundamental; a analizar críticamente el 
grado de cumplimiento alcanzado por el orden jurídico-constitucional salvadoreño, 
instituido por la Constitución Política de 1950 V reafirmado por la Constitución 
Política de 1962. 

El Departamento de Derecho Público a quien se ha encomendado la organiza­
ción y ejecución del evento, dará a conocer próximamente el programa a realizarse; 
desde hoy invitamos a profesionales, estudiantes, trabajadores, maestros, etc., a 
participar en la jornada del mes de septiembre e iniciar un movimiento cultural 
iurídico-político que tanta falta nos hace; no es posible continuar marginados, ni la 
Facultad debe continuar indiferente a las realizaciones o problemática resultante 
de la aplicación de la norma fundamental. 

¿Es el pueblo el soberano?, ¿es el gobierno democrático?, ¿hay alguna forma 
de control al poder ejecutivo?, ¿qué es de nuestro territorio?, ¿de nuestros derechos 
humanos, económicos V sociales? Estos V otros temas serán desarrollados en el 
evento que anunciamos y para el cual hacemos cordial invitación. 

OPTO. DE DERECHO PUBLICO 



QUE ES LA INFLACION 

Por MARIO ANTONIO SOLANO· 

INTRODUCCION 

Este trabajo se refiere a un estudio V probables soluciones al fenómeno del 
alza en el nivel general de precios (INFLACION), especialmente en el área cen­
troamericana, con referencias directas a la situación particular de la República de 
El Salvador. Forma parte de un proyecto de estudio un tanto más completo, que 
comprende además el análisis jurídico de este problema. Como en estos países no 
se advierten cambios estructurales de importancia, el estudio se refiere a las condi­
ciones que prevalecen y/o que corresponden a países no desarrollados como El 
Salvador y cuyas características son las siguientes: Capitalismo como sistema eco­
nómico, un proceso de industrialización incipiente, "comercio internacional de ba­
ratijas", agricultura fundada en sistemas de tenencia y explotación de la tierra de 
tipo feudal, etc. Las consecuencias sociales y políticas que de tal estructura se de­
rivan no corresponde ser analizado en esta oportunidad. 

El Capitalismo está consagrado constitucionalmente, y se funda en principios 
como el de libertad económica, propiedad privada, capital V trabajo, con algunas 
restricciones de tipo socialista, como la función social de la propiedad, justicia so­
cial, seguridad social, etc., que lamentablemente están favoreciendo más, la forma­
ción de una burocracia inútil, que a la misma clase proletaria. 

El Capitalismo en El Salvador ha adquirido algún desarrollo en la industria 
y en el Comercio: el crédito, los incentivos fiscales, la asistencia técnica, las obras 
de infraestructura, han cooperado recíprocamente con aquél para un desarrollo 
urbano de alguna significación económica, pero ha polarizado dos sectores: el capi­
tal y el trabajo, como en las grandes potencias industriales. 

QUE SE HACE PARA LOS CAMBIOS ESTRUCTURALES 

El capitalismo ha sido negativo en el campo, pues ha dado lugar al latifundio 
en sus tres manifestaciones; Natural, Social V Económico. El primero ajeno a toda 
inversión, el segundo creando problemas sociopolíticos y el tercero caracterizando 

• Profesor-Jefe del Departamento de Derecho Público, Facultad de Jurisprudencia 
y Ciencias Sociales, Universidad de El Salvador. Profesor Titular de DERECHO 
CONSTITUCIONAL. 
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como la "gran propiedad V pequeña empresa". Esto produce en el agro graves daños 
sociales y económicos, pues no obstante que más o menos el 60% de la población 
es agraria el porcentaje de contribución al producto nacional Bruto es menos de un 
40%; el ingreso per cap ita es de q; 300.00 anuales, que en términos reales puede 
significar menores cantidades; se considera que el 8% de los propietarios poseen más 
del 60% de la tierra V en el orden social se requieren por lo menos 225.000 unidades 
habitacionales V trasponer el promedio de un médico para 10.000 habitantes, es de· 
cir, alcanzar alguna forma digna de supervivencia al menos vegetar decentemente. 
De este modo -repárese que hacemos referencia a modestos requerimientos- el agro 
podría incorporarse a la población económicamente activa y por ende a la produc· 
ción V mercados nacionales. De todo esto hay suficiente claridad. Se trata de un 
marco de la realidad nacional, ampliamente debatido, con análisis V criterios cien· 
tíficos ajenos a todo prejuicio y posturas demagógicas. 

La consideración que de este problenla se hace en el presente trabajo, obedece 
a que el mismo es de tal significación que si no se introducen los correctivos ina· 
plazables para el desarrollo de la estructura agraria nacional, con el objeto de ob· 
tener un amplio mercado de consumo en la población rural, no será posible el de· 
sarrollo industrial. 

Los ejemplos que dan la historia de los hechos económicos V el desarrollo de 
los pueblos no deben permanecer ignorados. La industrialización o revolución in· 
dustrial no hubiera sido posible en Inglaterra a fines del siglo XVIII, sino se hubie· 
ra desarrollado la agricultura. -Rusia sin "Sovjoses" y "Koljoses"l no hubiera po· 
dido acelerar su crecimiento y civilización industrial, que le llevó a elevar la pro· 
ducción y empleo de 1.900 millones de kilovatios·hora antes de la Revolución, 
a 283 mil millones kilovatios·hora 40 años después. La población del campo. cons· 
tituye un amplio mercado de consumo interno; si a su crecimiento demográfico 
sólo se le ofrece "control de la natalidad", no habrá crecimiento de la industria. 
Sin desarrollo agrario, jamás el capitalismo como sistema económico será la vía 
adecuada para nuestro progreso, V se mantendrá comó un instrumento de opresión 
en manos de la burguesía industrial V terrateniente. 

La cuestión inflacionaria de que se hace consideración en este trabajo corres· 
ponde, pues, a una economía de mercado, referido al incipiente sistema capitalista 
centroamericano. 

PRIMERA PARTE 

l. CONCEPTOS PRELIMINARES 

El fenómeno económico que se conoce con el sugerente nombre de INFLA· 
CION, no es simplemente un fenómeno del orden técnico o científico referido al 
estado ya permanente, en el que como primera característica, aparece un constante 
encarecimiento del costo de la vida; es además un fenómeno de carácter socio·po· 
lítico, . ideológico V estratégico; Lenin, en sus discursos sostiene que para destruir 

1 Formas de tenencia y explotación de la tierra, el primero especialmente con fines 
de e.xperimenta~ión e investigación y el segundo, una forma de propiedad social 
de tIpo cooperatIvo. 
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la sociedad burguesa es necesario destruir primero su moneda. Sin embargo la so­
ciedad burguesa se ha percatado del pensamiento de los teóricos del socialismo. 
Investigadores de la materia como Bronfenbrenner y Holzman,2 afirman: 

"La inflación de rentas se presta a interpretaciones de tipo sociopolítico. Casi 
todos los grupos de una economía intentan periódicamente mejorar su posición 
económica real. A niveles altos de empleo, ningún grupo puede ganar sin que 
otro grupo pierda. Si, en estas condiciones, la distribución de la renta fuese de­
terminada en términos reales, las tensiones V los conflictos sociales abiertos se­
rían mucho más frecuentes, y las fisuras entre los grupos sociales serían mucho 
más marcadas de 10 que hoy en día son. La inflación actúa como el gran "amor­
tiguador social", al hacer posible que diversos gnlpos sociales aumenten sus 
rentas monetarias (y quizás sus rentas reales) sin reducir las rentas monetarias y 
de los otros grupos. Naturalmente, los rentistas y otros grupos pasivos pierden 
a lo largo del proceso en comparación con los grupos activos; este hecho ha 
motivado que un autor considere la inflación secular como la refutación social 
del interés compuesto". 

El Estado moderno es el titular de la emisión de la moneda. Es un monopolio 
de estado; pero este debe cuidarse de verificar emisiones inorgánicas que pueden pro­
ducir el envilecimiento de la moneda y acelerar la inflación. "Si la previsión de 
instrumentos de pago es mayor que de ordinario, se recibe menos cantidad de cosas 
a cambio de la unidad monetaria. El valor de la moneda es menor".3 En la Cons­
titución de El Salvador, se consagra en el Art. 143, y los principios generales en 
ella expuestos se desarrollan en la Ley Monetaria (Arts. 2-5) y en la Ley Orgánica 
del Banco Central de Reserva de El Salvador (Art. 5). 

11. DESCRIPCION DEL FENOMENO INFLACIONARIO 

En la economía mundial puede darse -de hecho se está dando en todo el 
mundo después de la Segunda Guerra Mundial- un crecimiento constante del cos­
to de la vida, producido entre otras variables por un alza en el nivel de precios. La 
razón por la que esos precios se elevan (inflación) es lo que se pretende aclarar en 
este trabajo, con el especial interés de que el mayor número de personas tome co­
nocimiento de un problema que por su naturaleza compleja, su planteamiento y 
soluciones, se ha presentado como cosa perteneciente al mundo de lo sumamente 
difícil o imposible. El alza en el nivel de precios, significa para el negociante que 
sus existencias suben de valor automáticamente mientras que sus gastos fijos, alqui­
leres, obligaciones, no crecen en la misma proporción; o los trabajadores pueden 
lograr aumentos salariales; en cambio las personas que reciben rentas periódicas o 
los terratenientes, cada vez reciben menos como consecuencia de la devaluación de 
la moneda; el gobierno no puede compensar esto con nuevos impuestos y a la larga 
todo mundo gasta más y los ahorros disminuyen. 

2 Panoramas Contemporáneos de la Economía. Alianza Editorial. 1970. Madrid 
Pág. 123. 

s Gustavo Cassel. "Economía Social Teórica" t 1960, pág. 346. 
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Si conforme SAMUELSON,4 cela inflación es un período de aumentos general 
de los precios", tenemos que determinar si el alza es debido a que "los dólares ex­
tras de la demanda chocan con la imposibilidad de expansión de la oferta de la 
mercancía", o bien "si abundan las oportunidades de colocación los trabajadores 
piden y reciben salarios más altos, elevando de ese modo los costos (en dinero) de la 
producción (total de bienes y servicios producidos) y presionando hacia arriba los 
precios~'. 

El fenómeno inverso es la deflación o sea un período que se caracteriza por 
la generalizada disminución de los precios. Los cambios que se operan en la distri­
bución de la renta en los diferentes grupos socioeconómicos, en tales períodos es 
diferente, tal como se esbozó al principio. 

Nadie niega sin embargo que es preferible, una inflación moderada pues hay 
más inversión, la producción aumenta, hay más empleo, etc. Esta inflación mode­
rada se estima en un 5% anual y no produce mayores problemas; pero si el aumento 
produce presiones salariales y mayor gasto y éstos impulsan la subida de los pre­
cios estamos en presencia de una inflación galopante. Una información que reco­
gen los periódicos acerca del fenómeno inflacionario en Latinoamérica, dice: ("La 
Prensa Gráfica", 5 de noviembre/74): 

"La inflación prosiguió su paso galopante en América Latina y sólo contados 
países pueden mostrar índices de disminución, según estadísticas del Fondo 
Monetario Internacional (FMI). 

Los países que muestran saldos positivos contra el fenómeno inflacionista, son 
Chile y Paraguay. El primero, con el más alto índice de precios a los consumi­
dores en todo el mundo, arroja una baja de 41 por ciento. El índice, que en 
agosto pasado era de 678 por ciento, descendió a 637 en septiembre. Paraguay, 
por su parte, que en julio último mostraba un índice de un 21.8 por ciento, 
bajó en agosto a un 17.9 por ciento, o sea, una disminución de un 3.9 por ciento. 
En el orden negativo, quizá si el caso más dramático sea el de Brasil que des­
pués de sufrir una de las tasas inflacionarias más altas del mundo, logró hacerla 
bajar de un 158 por ciento en 1973 a un 14 por ciento en diciembre de ese afto. 
Sin embargo, en agosto de este año, ya el Índice de los precios a los consumi­
dores había remontado hasta un 31 por ciento, quiere decir, un 17 por ciento 
de aumento en casi seis meses. 

Los altos precios del petróleo, el cual Brasil importa para cubrir sus crecientes 
necesidades industriales en un 80 por ciento, parecen ser los causantes directos 
del ritmo inflacionario en Brasil. No se descuentan tampoco el alza de precios 
de varias materias primas que compra para su industria. 

La Argentina pasó de un 18.6 por ciento en julio a un 21.5 por ciento en 
agosto, para un incremento de un 2.9 por ciento. México, de 21.6 por ciento 
en junio a un 22 por ciento en julio, con un aumento de cuatro décimos. 

La "República Dominicana, que en julio pasado tenía una tasa de un 11.3 por 
ciento, subió a 12.2 por ciento en agosto y aumentó así nueve décimas. 

4 PAUL,SAMUELSON. Curso de EcoÍlomf~ ~oderna, 1957, pág. 292. 
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Venzuela, siguió como el país con más bajo porcentaje de inflación en América 
Latina con un 6.1 por ciento en julio, comparado con un 5.3 por ciento en 
iunio. 

El caso de Venezuela es digno de mención especial, por qtJe el país tiene in­
gresos adicionales por unos 10.000 millones de dólares anuales por el aumento 
del precio del petróleo. 

Sin embargo, en los medios financieros internacionales se teme que, tarde o 
temprano, la inflación tendrá en Venezuela un ritmo mucho más acentuado 
de lo que ha mostrado hasta ahora". 

111. CONCEPTO DE INFLACION 

Es indudable que técnicamente la inflación es un fenómeno del orden eco­
nómico, de carácter complejo, con elementos determinantes que tradicionalmente 
se han ubicado en el aspecto monetario, pero que actualmente se incluyen otros 
determinantes. Dos conceptos sobre inflación, según el punto de vista de la can­
tidad de dinero existente y otra del aumento de los costos, se anotan a continuación: 

"Se llama inflación a una notable alteración del nivel general de los precios, 
provocada en el sector del dinero a causa de un aumento desproporcionado de la 
cantidad de dinero" (Cassel). "Cuando un nuevo crecimiento en el volumen de 
demanda efectiva no produce ya un aumento más en la producción y se traduce 
sólo en un alza de la unidad de costos, en proporción exacta al fortalecimiento de 
la demanda efectiva, hemos alcanzado un estado que podría designarse apropiada­
mente como de inflación auténtica, explica Keynes".1) Vistas estas dos definiciones 
ya puede anticiparse uno de los distingos más corrientes en la materia: inflación de 
precios e inflación de costos. 

Merece también mencionarse las definiciones fundadas en las variaciones del 
cambio y de los salarios. Así se afirma frecuentemente en la terminología económica 
que la palabra inflación, en su acepción corriente, se interpreta como la expresión 
de un alza d~l cambio extranjero,5 de otro lado se afirma. "Lo que más de cerca 
puede aproximarse a la verdad -dice- es definir la inflación como la financiación 
de un nivel creciente de salarios". 1) 

Lo anterior nos está indicando que hay tantos conceptos de inflación como 
puntos de vista se sostengan y que "sobre el fenómeno no existe tanta claridad" 
(Ugo Papi), aunque para otros "el que escribe sobre inflación tiene la suerte que su 
materia es bien conocida por los economistas". 

IV. HECHOS QUE CARACTERIZAN EL FENOMENO INFLACIONARIO 

"1 "-Se trata de un notorio y permanente exceso de medios de pago sobre el 
volumen de bienes transables; 

1) El Derecho ante la inflación, 1955. pág. 58 (ponencias y Discusiones del Congreso 
de Abogados de Chile, año 1955. En adelante al citarse "El Derecho Ante la In­
flación", se hace referencia a esta recopilación). 
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29-Este desequilibrio tié~de a acelerarse por sí mismo; 

39-Sus causas, que primeramente se plantean en el puro terreno de lo moneta­
rio, terminan por ser múltiples y de la más diversa Índole; 

49-La inflación va siempre ligada a desplazamientos de precios, porque la al­
teración que produce en la distribución de la renta nacional no afecta uniformemen­
te a todas las capas sociales".6 Debe observarse que en casi todos los casos de im­
portancia práctica "la inflación está caracterizada' por un aumento en el nivel 
general de precios que indudablemente descansa en un aprovisionamiento de ins­
trumentos de pago demasiado abundantes en consideración a las circunstancias 
dadas". (La reducción del aprovisionamiento de mercancías) según CASSEL, pág. 
388.7 

Por qué el dinero o los instrumentos que tienen el mismo poder liberatorio 
que el dinero sobreabundan? Además de la causa indicada por CASSEL imputada 
a una política desorientada de la Banca Central, cabe señalar las siguientes: 

l.-El desequilibrio presupuestario. 

2.-La deuda pública. 

3.-El desequilibrio de la balanza de pagos (activa). 

4.-Presiones patronales y obreras. 

v. DIFERENTES CONCEPTOS DE INFLACION 8 

l.-"InfÍación es una situación de exceso de demanda generalizado, en la cual 
"demasiado dinero corre tras demasiados pocos bienes". 

2.-Inflación es un aumento de stock de dinero o de la renta monetaria, bien 
sea total o per cápita. 

3.-Inflación es una subida del nivel de precios con características o condicio­
nes adicionales: es, en parte, imprevista; conduce (a través de incrementos de costes) 
a posteriores subidas; no aumenta el empleo ni la producción real; sobrepasa una 
tasa de aumento considerada "no peligrosa"; se genera desde el "lado monetario"; 
se mide por los precios, pero teniendo en cuenta los impuestos indirectos y subsi­
qios; y/o es irrev~rsible" .. 

4.-Inflación es un descenso del valor exterior del dinero, medido por los tipos 
de cambio extranjeros, por el precio del oro, o manifestado por un exceso de la 
demanda de oro o de divisas extranjeras a l<ls tipos de cambio oficiales. 

Se define también la inflación como "el proceso que resulta de la competen­
cia por tratar de mantener la renta real total, el gasto real total, y/o la producción 
total a un nivel que ha llegado a ser físicamente imposible; o por intentar aumentar 
cualquiera de ellos a un nivel que resulta físicamente imposiblé". 

6 El Derecho ante la Inflación, 1955, pág. 68. 
7 Obra citada. 
s Bronfenbrenner y Holzman. Panoramas Contemporáneos de la Teorfa Económica. 

Alianza Editorial, 1970, Madrid, pág. 88. 
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El párrafo transcrito evidencia que por lo menos'. en las tres primeras definicio­
nes aparece claramente como elemento determinante de la inflación, "el aumento 
del stock de dinero", "demasiado dinero", "el lado monetario", etc., y de otro mo­
do también encontramos el aumento en el "nivel de precios". En efecto de acuerdo 
a la "teoría cuantitativa del dinero" lo que determina el nivel general de los precios, 
es la relación entre la moneda en circulación y las mercancías, con T; el nivel de 
precios, con P; la masa circulante de moneda con M, la teoría cuantitativa se reduce 
a la fórmula: TP=M. 

La antigua teoría monetaria decía "que el volumen total de dinero compra la 
totalidad de la mercancía"; sin embargo actualmente se considera que el nivel de 
precios es uno de los determinantes del dinero en circulaci6n, por lo que no puede 
afirmarse simplemente, sin contar con las otras variables que afectan la economía, 
que el exceso de dinero sea la causa única de la inflaci6n (inflaci6n de demanda de 
los activos no monetarios, le llaman Bronfenbrenner y Holzman), que conforme a 
la escuela pre-Keynesiana, sería una aplicaci6n de la teoría cuantitativa. 

"La dependencia en que se encuentra el nivel de precios de la cantidad de di­
nero en circulaci6n se conoce por el nombre de teoría cuantitativa del valor mone­
tario. Pero la situaci6n no es tan sencilla como parece sugerir la descripci6n que 
hemos hecho; y esto porque una cantidad determinada de dinero puede realizar un 
trabajo mayor o menor en un tiempo dado. Si después que un billete de diez pesos 
cambia de manos se le encierra durante un mes en una caja fuerte sin utilizarlo para 
comprar nada, entonces no ejerce ninguna nueva influencia sobre el nivel de pre­
cios; pero si durante ese mes está cambiando de manos una vez al día, entonces 
sus efectos, se multiplican más o menos por treinta. Si se activa la circulación del 
dinero, se necesita menos para que el mismo nÚlnero de mercancías cambie de ma­
nos a un precio determinado; si disminuye, se necesita más. Se pueden comparar los 
billetes de diez pesos a diez autobuses que hacen cierto recorrido, por el que un 
número de pasajeros debe ser transportado cada hora. Si los autobuses s610 pueden 
viajar a diez kil6metros por hora, se necesitarán más que si pueden alcanzar una 
velocidad de treinta. Si aceleran, cada autobús regresa más pronto al punto de 
partida y estará listo para hacer el trabajo que antes hubiera tenido que realizar un 
autobús extra. Del mismo modo, si cada billete de veinte pesos sirve en veinte 
transacciones diarias, se necesitarán menos que si s610 cambiara de manos dos veces. 
De este modo el nive¡l de precios, con un número detenninado de transacciones, no 
depende sólo de la cantidad de dinero sino también de esta "velocidad de circula­
ción" o velocidad circulatoria, como se le llama". D 

VI. ORIGEN DE LA INFLACION 

Un problema clave es la indentificación de la fuente o fuentes fundamentales 
de la .presi6n· inflacionista. Surge la inflaci6n por el lado de la demanda en los 
mercados de bienes, factores y activos; por el lado de la oferta, o por alguna combi~ 
naci6n de ambas (la llamada inflaci6n mixta)? Difiere la respuesta según que se 
considere el corto o el largo plazo, según que las economías sean desarrolladas '0 

D Curso Elemental de Economía .• H. M. Scott. F. de Cultura Económica. 1958. 
Pág. 74. 
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subdesarrolladas, según las diferentes estructuras económicas de los países, según 
que la inflación sea reptante, trotante o galopante, etc.lO 

Las respuestas a estas preguntas no tienen sólo un carácter académico, sino 
que encierran importantes implicaciones políticas. Así, si una inflación se debe a un 
exceso de demanda, se considerará por lo general controlable mediante medidas 
fiscales y monetarias que reduzcan la demanda. Si se debe a los costes y a la oferta, 
debe tenerse en cuenta que las políticas fiscal V monetaria pueden crear paro y 
frenar el crecimiento en forma temporal o permanente. Por esta razón muchos teó­
ricos de la inflación de costes son partidarios más de mitigar que de eliminar la 
inflación. Otros confían en las restricciones voluntarias en orden a la fijación de 
precios V la negociación salarial. Incluso hay quien defiende sistemas desequilibra­
dores de control directo (fijación de precios V salarios, racionamiento, asignación 
de recursos) si se pretenden conciliar elevados niveles de empleo y crecimiento, con 
la estabilidad de precios, consideradas como medidas odiosas o antipopulares, según 
los casos que conducen al fraude, a la evasión, al ocultamiento, etc. 

l.-La Inflación por Exceso de Demanda: Este tipo de inflación se presenta 
cuando la demanda total de bienes y servicios es mayor que la oferta disponible de 
bienes y servicios, a corto plazo, aparece con mayor frecuencia en una economía de 
pleno empleo (aprovechamiento integral de los factores productivos) debido a la 
dificultad para poder producir bienes V servicios adicionales para satisfacer la de­
manda. El exceso de demanda, o exceso de gasto es la causa eficiente para aumentar 
los precios V esto obedece a que los consumidores pueden retirar los ahorros hechos 
con anterioridad, se puede liberalizar el crédito a consumidores, puede ampliarse 
el crédito comercial V bancario, o bien, se puede aumentar el medio circulante. Por 
regla general, cuando el medio circulante, u otras formas de poder adquisitivo, au­
menta con más rapidez que la productividad de la economía, da por resultado una 
inflación por exceso de demanda. La teoría cuantitativa del dinero es una explica­
ción parcial, pero con suficiente validez del fenómeno descrito por 10 que lo ex­
puesto en ese apartado, tiene la misma aplicación en el punto tratado acá. 

2.-La Inflación de Costes: Desde el nacimiento de los sistemas monetarios, 
la inflación de costes ha sido la explicación instintiva del profano a los aumentos 
generales de precios. "Lo que resulta diñcil es determinar, si comienza con un 
aumento de salarios, costos más altos de materias primas o precios aumentados en 
bienes del consumo".l1 En la edad media, durante el período clásico de la econo­
mía política, ya se hacían consideraciones o se razonaba en buena medida en tér­
minos de inflación de costes (o deflación de costes, si se trataba de bajas de precios). 
Esta teoría se opone a la que considera que la inflación es un fenómeno producido 
por un exceso de demanda de bienes y servicios, como consecuencia del aumento 
de dinero en circulación en tanto que la producción se mantiene a los mismos 
niveles. 

La inflación de costes, aparece cuando las presiones sindicales para el aumento 
de salarios se hacen efectivas. Si los salarios o los costos de las materias primas au­
mentan, es probable que los productores aumenten los precios de sus artículos aca-

10 En la terminologia económica estas formas de inflación responden a causas dife-
rentes y son de modalidades especificas y en si mismas contienen tesis que re-
quieren análisis y consideraciones pormenorizadas. • 

11 Bronfenbrenner y Holzman. Obra citada. 
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bados y servicios para proteger sus márgenes de utilidad (Cosa normal en un merca­
do regulado por la oferta y la demanda). El alza de precios disminuirá en realidad 
el poder adquisitivo de los salarios; lo cual se puede traducir en que los obreros, 
especialmente por medio de sus sindicatos, hagan presión para obtener mayores au­
mentos en su salarios. Esto, a su vez, puede conducir a mayores aumentos en el pre­
cio de materias primas y de productos acabados, lo que lleva, asimismo, a mayores 
aumentos de salarios, desarrollándose lo que generalmente se llama espiral de pre­
cios-salarios (o espiral inflacionaria). La acción sindical (en términos generales) no 
tiene el propósito de destruir la moneda como sostuvo Lenin, pero es un derecho 
económico reconocido en el estado burgués, como una conquista laboral: forma 
poco lesiva para armonizar el capital y el trabajo. 

"La inflación por aumento en costes se ha hecho muy acentuada en las últimas 
décadas debido al crecimiento y fortalecimiento de los sindicatos; también se ha 
agravado por la fijación de precios administrados por grandes y poderosos produc­
tores (monopolio)." El mismo efecto producen los gravámenes (impuestos) y cuotas 
de seguridad social, fácilmente trasladables al consumidor. La fijación de precios 
administrados es simplemente una situación en la que un vendedor puede ejercer 
indebida influencia sobre el precio que cobra por su producto a causa de la falta 
de competencia. 

SEGUNDA PARTE 

POLITICA ANTI-INFLACIONIST A 

1. PLANTEAMIENTO GENERAL 

Para determinar cuáles son las medidas anti-inflacionarias que deberán adop­
tarse en un país, es preciso establecer el tipo de inflación que se está dando en su 
economía. La investigación deberá orientarse a determinar: 1) La inflación es debi­
da a un exceso de demanda provocada por una política de dinero barato y de crédito 
fácil; 2) La inflación se debe a los costos crecientes de la materia prima; 3) La in­
flación es producida por la llamada crÍsis de energéticos; 4) Si en nuestra situación 
regional se debe a la decadencia o derrumbe del Mercado Común Centroamericano 
o a la mala dirección y comercialización de los productos básicos del país, tales co­
mo el café V el algodón; 5) La inflación es debida a la espiral ascendente de salarios 
y precios. Cada uno de los casos señalados exige una tarea de investigación seria 
para que se puedan introducir los correctivos o medidas que aminoren la presión 
inflacionaria; las diversas causas anotadas pueden actuar simultánea y recíproca-
m~~ ~ 

El problema que nos ocupa no es privativo de país o región, afecta a todo el 
sistema económico occidental; no se resuelve con medidas locales sino que exige 
planificaciones conjuntas de los organismos, estados, mercados regionales, bloques 
económicos, etc. 

Esta acción no distingue entre países pobres y ricos, desarrollados o no. Des­
pués de la crísis del año 1929, la depresión de ese. año V siguientes, la segunda guerra 
mundial, la guerra de Corea y el de la crÍsis del petróleo, todos los países están 
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sufriendo los efectos de la inflación V en todos se observa el interés de procurar su 
reducción. 

Entre lás medidas de cambio y moneda, los países pueden recurrir al proceso 
de devaluación. La devaluación del dólar ha sido impuesta al gobierno de los Esta­
dos Unidos baio la presión .exterior, aunque algunos sostienen de que se trata de 
la voluntad del gobierno americano con el obieto de alentar el alza de los precios 
y el aumento de las exportaciones con el fin de favorecer la recuperación económica. 
Se ha seguido una política del crédito mediante la reducción del tipo de descuento 
yJa realización de operaciones de mercado abierto, esto especialmente en períodos 
de depresión económica. La gran depresión del año de 1929, a causa de la especula­
ción criminal de valores de bolsa, impuso la necesidad de devaluar el dólar. 

La solución. para cada tipo de inflación consiste en incrementar la productivi­
dad.Si en la inflación por exceso de demanda se puede aumentar la productividad 
para proveer los bienes V servicios adicionales demandados, se eliminará la presión 
inflacionaria. En cambio, puede disminuir la demanda de bienes V servicios si se 
reduce el medio circulante o si disminuye el ingreso gastable. La política seguida 
por los gobiernos ante esa forma de inflación, es de carácter presupuestario para 
compensar el desequilibrio entre producción y demanda. El Estado pretende obte­
ner más ingresos por medios impositivos y asimismo reduce su propia demanda de 
bienes V servicios; cabe hacer notar que tal política ya no obedece a una mecánica 
tan simple pues debe tenerse presente la influencia del encarecimiento del petróleo, 
derivados, fertilizantes, etc., que podrían determinar una ,depresión económica. 

La inflación por aumento en costos se debe a una reducción gradual de los 
recursos naturales especialmente de los productos básicos y de los insumos; en todo 
caso un problema de toda la humanidad que le amenaza su existencia. En estos 
casos parece ser que la política a seguir es la de control de precios, pero en tales 
casQs se aumenta el "Mercado Negro", el acaparamiento y el ocultamiento crimi­
nal; además de que el "precio internacional" no responde a rriedidas locales y en 
todo caso suieto a especulaciones recíprocas, de alzas y baias, que aumentan la lucha 
entre los países ricos y los pobres. Cuando la inflación se debe a la espiral de sala­
rios y precios, deben tenerse presupuestos de orden técnico. Como las alzas de los 
salarios aumentaran en proporción al incremento en la productividad, los ingresos 
perinaneceríán en equilibrio con la cantidad de bienes producidos; y habría dispo­
nibilidad de bienes y.servicios cuando los asalariados gastaran sus ingresos más 
altos. (Apertura de inercados de consumo interno). 

"Los precios y,salarios crecientes revisten, en el plano global o agregativo, una 
naturaleza doble; los precios crecientes son costes para los compradores y 
·rentas para los vendedores; los salarios crecientes son costes para los producto-
res y rentas para los trabajadores. Por esta razón, los precios crecientes no· im­
.plican necesariamente aumentos en la cantidad ofrecida ni disminuciones en la 
cantidad demaridadá, como sucede en el caso de mercancías individuales y, por 
tanto en teoría, es posible que una inflación continúe indefinidamente. Sin 
embargo, esto no sucederá porque el proceso de elevación de precios y rentas 
afecta (por lo general, reduciéndolo) al nivel de gasto real a través de una serie 

.. de -vías distintas".1 

i. Bronfenbrenner-Holzman. "Panoramas. Contemporáneos de la Teorfa Económica" 
. (Vol. 1), pág. 81 en adelante. 



· U':l estudio del actual Presidente de Francia Valery Giscard d'Estaing, "Con-
sIderacIones sobre las cuatro Inflaciones'? sobre esta forma de inflación concluye: 

"Hay que reconocer que, para luchar contra esta inflación (precios y salarios) 
que constituye la variedad más grave en los países modernos, el pensamiento 
económico no está más avanzado que el pensamiento médico cuando se trata 
de detener la difusión de las células cancerosas. Como en el caso del cáncer, 
el desarrollo frecuentemente avanza en forma acelerada, debido a que cuantos 
más agentes se percaten de que hay inflaci6n, tanto más tratan de adelantarse 
y de protegerse de ella precisamente con ingresos más elevados. La variable de 
los precios, tradicionalmente importante en las relaciones que rigen los· ingre­
sos, entra entonces en juego con una potencia cada vez mayor". Se puede medh 
la fuerza de este mecanismo atendiendo a los precios de los alimentos, qu~ 
desempeñan un papel de primer orden en la percepción pública de la inflación. 
Las disparidades iniciales entre los diversos países de la Comunidad Económica 
Europea ejercieron presión ascendente en los grandes países productores: Fran­
cia V Holanda vieron cómo los precios de los alimentos iban subiendo entre 
1958 y 1960 a razón del 3.5 por año". 

11. MEDIDAS ANTI-INFLACIONISTAS 

l.-Aspectos Financieros Públicos. 

En otro lugar de este trabajo hemos indicado cómo la política presupuestaria 
se pone en juego para reducir la presión inflacionaria cuando ya está produciendo 
estragos en la economía de un país. El gobierno de cada estado adoptará las medidas 
adecuadas para que el presupuesto nacional, el gasto público, los tributos, etc., 
constituyan los mecanismos convenientes para controlar la expansión del ingreso 
monetario, mecanismos o medidas que pueden ser considerados corno de carácter 
fiscal. Desde luego no sólo se hace referencia al gobierno central, sino también al 
municipio, instituciones oficiales autónomas y entes gestores de Seguridad Social. 
Si esta política es enmarcada dentro de un orden normativo, aparece el Derecho 
Financiero de un país que unifica y le da organicidad a esa política. En los países 
que la inflación se ha institucionalizado se vuelve indispensable crear un régimen 
jurídico que haga obligatoria para los súbditos V el estado mismo, las recomenda­
ciones que fueren aconsejables. 

2.-EI Equilibrio Presupuestario. 

El presupuesto constituye una autorización para realizar gastos, es una ley que 
regula el gasto público, o sea las erogaciones para satisfacer las necesidades de la 
colectividad. Técnicamente se establecen las necesidades en forma prioritaria y 
posteriormente se establecerían los ingresos; sin embargo en la práctica es el Poder 
Ejecutivo, el que señala las posibilidades finales para la cobertura de los gastos. 
Pese que es una ley, esta vez el presupuesto nos interesa corno un plan político, co­
mo una forma de reducir la presión inflacionaria. 

2 Revista "Perspectivas Econ6micas", N9 7 pág. 20. 
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"El gasto total se puede disminuir en la economía durante un período inflacio­
nario utilizando políticas contrarias a las usadas para aumentar el gasto durante una 
depresión. En primer lugar, el gobierno puede limitar su gasto a lo más esencial; 
en segundo término puede operar con superávit en el presupuesto, para reducir el 
consumo y la inversión. Si el gobierno aplica impuestos por mayor cantidad de la 
que gasta, tenderá a disminuir la demanda efectiva total en la economía. En este 
caso, a diferencia de las políticas depresionarias, el gobierno debe esforzarse por 
aplicar impuestos a los fondos gastables, o sea a los que se van a gastar en consumo 
e inversión, en lugar de a fondos inactivos". a 

El gobierno puede combatir la inflación formando un superávit de dos mane­
ras: a) manteniendo los impuestos V disminuyendo el gasto V b) aumentando los im­
puestos y manteniendo igual o disminuyendo el gasto; también puede combatir, 
hasta cierto punto, la inflación disminuyendo simultáneamente los impuestos V el 
gasto. La reducción de los gastos públicos tiene en general un efecto deflacionario. 
No obstante el superávit formado no debe gastarse durante el período inflacionario 
pues quedarán anulados los efectos anti-inflacionarios de la formación de aquél. 

a)-Mantenimiento de los impuestos y disminución del gasto. 

"Si se mantienen constantes los impuestos V se disminuye el gasto público con 
el fin de combatir la inflación, es más efectivo disminuir el gasto en aquellos cam­
pos que tienden a tener máximo efecto multiplicador, es decir que no todos los 
gastos el mismo efecto expancioso sobre el ingreso monetario, así una compra de 
bienes y servicios, tiene un efecto expansivo mayor que el pago de subsidios o de 
transferencias. Dicho método también tiene la ventaia de ser más agradable para 
el público que un aumento de impuestos".4 

b )-Aumento de impuestos y mantenimiento o disminución del gasto. 

"Si es necesario hacer uso de ingresos más altos para combatir la inflación, 
dichos impuestos se deberán aumentar de manera que absorban fondos que de lo 
contrario tendrían que gastarse en consumo o en inversión. No se trata sólo de in­
crementar la tasa tributaria, sino que de meiorar la recaudación V control de los 
mismos. En este caso, nuevamente se tiene que sondear el sentir público. Si los 
impuestos ya son altos, como probablemente serán durante un período inflacionario, 
los consumidores V los inversionistas quizás no den acogida a la idea de los im­
puestos más altos". 5 

En la época actual es sumamente peligroso adoptar este método, especialmen­
te en los países sin desarrollo, que normalmente son importadores de capital, pues al 
gravar los capitales internos produciría un gran desaliento en el inversionista local. 
Puede suceder también en este caso que algunas formas impositivas no tengan el 
carácter contractivo que se pretende y además, dentro de una economía capitalista 
donde el confort (superfluo o suntuario) es bien determinante no se sabrá cuándo 

3 Economía Fundamental. Thomas H. Hailstone. Ed. 1972, Págs. 471 y siguientes. 

4 T. H. Hailstone. Obra Citada. 

Ji Idem. 
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l~s artíc~~os so~ n~cesarios y cuándo no. Sobre la política presupuestaria como me­
dIda antI-mflaclOnlsta obsérvese el Art. 123 de nuestra Constitución Política dice: 
"El Poder Ejecutivo, en el ramo correspondiente, tendrá la dirección de las finan­
zas públicas y estará especialmente obligado a conservar el equilibrio del Presupues­
to, hasta donde sea compatible con el cumplimiento de los fines del Estado". 

El Ministerio de Hacienda es el que tiene a su cargo la dirección de las Finan­
zas Públicas, en conexión sin mandato constitucional, con el Ministerio de Econo­
mía, el Consejo Nacional de Planificación Económica, etc. 

"Uno de los principios del presupuesto tradicional, es el del equilibrio, según 
el cual debe mantenerse a toda costa, a riesgo de significar si no se mantiene, 
la pérdida de prestigio del Ministerio de Hacienda. Actualmente con las ideas pre­
valecientes de las Finanzas Funcionales, según la cual el Estado debe de reactivar 
la economía en períodos depresivos mediante un aumento en el gasto público, aun­
que los ingresos ordinarios se mantengan al mismo nivel anterior, o aún más bajos, 
el Presupuesto equilibrado ya no puede respetarse. Nuestra Constitución a primera 
vista pareciera se ciñe al respeto del principio clásico del equilibrio, cuando dice 
"está obligado a conservar el equilibrio del Presupuesto", pero con el agregado de 
"hasta donde sea compatible con el cumplimiento de los fines del Estado", dicha 
conservación ya no es obligatoria, pues si los fines del Estado son evitar el desem­
pleo masivo que la empresa privada no puede absorber, es lícito que los gastos pú­
blicos se eleven v el presupuesto se desequilibre. La regla general es el equilibrio, 
pero se puede llegar a no mantenerlo, cuando las circunstancias así lo requieren".o 
Siempre en relación al equilibrio presupuestario debe tenerse presente que no se 
puede reducir la inversión en términos que puedan producir un efecto deflacionario 
que conduzca a una depresión, en grado tal que hasta la capacidad de ahorro pueda 
verse amenazada. Esto porque el multiplicador actúa a favor ven contra, V cualquier 
disminución de la inflación quedaría multiplicada. Paul A. Samuelson en su Curso 
de Economía, página 279, Edición 1967, dice: 

"El multiplicador es una espada de dos filos, que corta a favor y en contra. 
Como hemos visto, amplifica las nuevas inversiones, pero también multiplica 
cualquier disminución de la inversión; aSÍ, si las oportunidades de inversión 
descienden hasta cero desde nuestro nivel original de 10.000 millones de dóla­
res, la renta nacional resultará disminuida en tres veces esa cantidad desde los 
170.000 millones de dólares hasta los 140.000 millones, correspondientes al 
punto crítico en que la colectividad es tan pobre que no puede seguir ahorran­
do nada".7 

3.-Creación de nuevos impuestos. 

Tal como se ha señalado anteriormente ante un bache inflacionario, entre 
otras medidas, el gobierno puede adoptar la de establecer nuevos impuestos por la 
cual se extrae de la economía el exceso de circulante, pero cuidando de mantener 
el nivel de gastos; en tal caso las rentas disponibles serán más bajas y en consecuen­
cia, bajan los gastos de consumo. La política de los países es la de gravar los impues-

6 Fuentes del Derecho Financiero Salvadoreño. Dr. José Enrique Argumedo. 
7 Obra citada. 
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tos al consumidor, especialmente de los artículos denominados suntuarios, con el 
objeto de que se gaste únicamente en aquéllos de primera necesidad. La crísis del 
petróleo ha obligado también a gravar fuertemente este producto y sus derivados, 
asimismo se gravan los automóviles de alto consumo de combustible. Algunos 
gobiernos, (Costa Rica, México), han querido encontrar la medicina contra la en­
fermedad y la ruina de sus respectivos países en el implantamiento de esos impues­
tos; sin embargo se admite que con la reducción de .la demanda podría sobrevenir 
una reducción de la inversión en nuevas industrias y un desplomo en las utilidades 
de las empresas. 

Con el objeto de que las personas gasten preferentemente en aquellos artículos 
que más necesiten, el gobierno de Costa Rica, ha impuesto gravámenes específicos 
a los artefactos eléctricos cuando éstos van a ser adquiridos por el sistema de venta 
a plazos y en El Salvador con buen criterio, se gravan todos aquellos artículos 
producidos fuera del área del mercado común, especialmente para evitar la salida 
de divisas y el empobrecimiento de su mercado de cambios. Obsérvese, sin embargo, 
la finalidad extrafiscal de esta forma de imposición, ya que no se pretende obtener 
mayores ingresos sino que aumentar la capacidad de ahorro, reducir la velocidad 
de circulación y disminuir la presión inflacionaria. En la hipótesis que la gente 
decidiera gastar, no obstante mayores impuestos, el efecto inflacionario será mayor. 

4.-Financiamiento del Déficit. 

Cuando se han cometido graves errores de tipo financiero, los ingresos que 
pretende una economía no serán de posible recaudación, tal es el caso de El Salva­
dor, cuyas especulaciones en el negocio del café y la irresponsable gestión jurídica 
en el caso del algodón (conocidas internacionalmente) han producido una reduc­
ción del ingreso nacional; en caso de terremotos, huracanes u otros fenómenos que 
perjudican la producción, etc., podrían ser motivos para que un presupuesto con 
superávit se considere algo ilusorio y en estos casos mayores impuestos o aumento 
de tasas, etc., no los soportaría la débil economía de un país. Entonces ¿cómo fi­
nanciar el déficit presupuestario? Cuando el presupuesto del Gobierno tiene un 
déficit, (no obstante que la política aconsejable era de operar con un superávit para 
reducir la inversión), el efecto inflacionario o deflacionario puede ser mayor o me­
nor o incluso nulo según sea la manera como el déficit se finan cíe. Este es el núcleo 
del problema económico para un ejercicio económico ya sea anual o bienal. Gene­
ralmente estos datos no se conocen a priori por lo que no se podría afirmar que en 
centroamérica más de un estado podría encontrarse en esa situación. La hipótesis 
puede volverse real ya que las causas anotadas arriba se han hecho presente en más 
de algún país centroamericano, entonces conviene examinar algunas alternativas: 

A.-EI déficit puede financiarse por las economías privadas. Si el déficit se 
financía mediante préstamos suscritos con los particulares que reducen corriente­
mente sus gastos de consumo o inversión, el déficit no tendrá el efecto de expandir 
los ingresos monetarios. Puede incluso el déficit tener un efecto contraccionario 
cuando a consecuencia del ~éficit se crean tales expectativas que las unidades eco­
nómicas privadas reducen más aún su demanda de bienes y servicios de lo que la 
habrían reducido si el déficit no existiera. Esto podría conseguirse mediante un 
programa de emisión de bonos o venta de acciones al público en el caso de socie­
dades de economía mixta. 
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B.-El financiamiento del déficit a través del préstamo obtenido del sistema 
bancario incrementa los medios de pagos y en consecuencia tiene un carácter más 
inflacionario que el endeudamiento del gobierno en el sector privado no bancario 
de la comunidad (Alternativa A). 

Si el gobierno se endeuda en los bancos cornerciales, aumenta los medios de 
pagos en la misma cantidad que el endeudamiento; pero si se endeuda en el Banco 
Central no sólo aumenta los medios de pagos en la cantidad del endeudamiento 
sino que incrementa las reservas del sistema bancario y permite de este rnodo una 
mayor expansión del crédito sobre la base de estas rnayores reservas. En consecuen­
cia, el endeudamiento en el Banco Central tiene un efecto inflacionario mayor 
que el endeudamiento en los bancos comerciales. Países como El Salvador donde 
la Política Monetaria es diseñada por una Junta Monetaria, controlada por el go­
bierno, este efeelo debe ser tomado en cuenta para no crear males mayores que los 
que se quieren evitar. 

Si el gobierno se endeuda en el exterior el efecto inflacionario del déficit desa­
parece porque la importación de capital permite al país financiar un déficit en la 
cuenta corriente de la balanza de pagos, sin embargo un endeudamiento en el exte­
rior produce cada vez más una dependencia más marcada del imperialismo. Ade­
más el exceso de liquidez a causa del aumento de divisas internacionales puede 
producir un efecto inflacionario de características no muy conocidas en El Salvador; 
pero que ya han sido estudiadas en otros países. 

IlI. RESUMEN: MEDIDAS FISCALES PARA DISMINUIR 
LA INFLACION 

"a) Disminución de la participación del sector público dentro del total de la 
actividad económica del país; 

b) Reducción de los gastos públicos especialmente de aquéllos que tienen el 
mayor efecto multiplicador; 

c) Incremento de los impuestos, especialmente de aquéllos que afectan en 
mayor grado a los gastos privados en consumo e inversiones y en menor grado al 
ahorro nacional; 

d) Si el Gobierno forlOsamente tiene un déficit, financiamiento del déficit a 
través de endeudamiento en el sector privado no bancario de la economía o en el 
exterior. En el caso de financiamiento en el sector bancario los créditos obtenidos 
de los bancos comerciales son preferibles a los del Banco Central, salvo que de 
alguna manera se neutralice el dinero de reserva creado por este último";" 

e) Si el gobierno hace uso de un presupuesto con superávit con el fin de com­
batir la inflación, es esencial que conserve el superávit en vez de gastarlo; pues si 
prefiere gastar el superávit durante el período inflacionario, quedarán anulados los 
efectos deseados contra la inflación . En ese caso, el gasto público meramente reem­
plaza a la disminución del gasto en consumo Y a la inversión privada, y por lo tan­
to, persistirán las presiones inflacionarias. El efecto anti·inflacionario deseado dcl 

8 El Derecho frente a la Inflación. 
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superávit también se podría anular si el gobierno utilizara el superávit para reducir 
la deuda nacional. En ese caso, los receptores del pago de la deuda pueden utilizar 
los fondos para otros fines"" 

IV. POLITICA MONETARIA 

Esta política también produce efectos anti·inflacionarios, según se oriente a 
la canalización del crédito de tal manera que se provea a la producción para man­
tenerla a cierto nivel. Durante el aúo de 1973, la política general del Banco Ceno 
tral de Reserva, continuó siendo la "de proveer el apoyo financiero necesario para 
todos los sectores productivos o coadyuvantes de la producción del país" y en lo 
relativo a la oferta monetaria "el Banco estableció medidas que hicieran factible 
el incremento de los niveles de inversión pública y privada, para lograr un creci­
miento del Producto Territorial Bruto no menor del 10% a precios corrientes" . 
Estas medidas del Banco Central de Reserva de El Salvador'o y específicamente 
las medidas de carácter monetario, nos están indicando que en los países centroa­
mericanos no existe inflación por exceso de demanda que obliguen a restringir el 
medio circulante para disminuir la demanda efectiva total, tendiente a armonizar 
la inversión con el ahorro. Según nuestra tesis, no puede haber exceso de demanda 
en un país de salarios bajos, desocupación, un mercado interno reducido al 50%, 
un mercado común derrumbado, etc. La inversión puede reducirse al grado de que 
apenas cubra la diferencia entre la demanda efectiva combinada de consumo, más 
la producción del gobierno y la total en pleno empleo. En este caso es ventajoso 
tener una autoridad monetaria central (Junta Monetaria), que puede fácilmente 
subir o bajar las tasas de interés, con el fin de aumentar o disminuir la demanda 
efectiva. En El Salvador la ¡unta l\'Ionelaria tiene ad~nás la facultad de fijar y 
modificar el encaje legal, el control de crédito, etc. "Sin emba_rgo, los efectos anti­
inflacionarios de un alza en la tasa de interés, pueden ser neutralizados por un au­
mento en la eficiencia marginal del capital. Los hombres de empresa no vacilarán 
en pedir dinero prestado e invertirlo, aun a tasa más alta, si aumentan las utilida­
des"." Esto ocurre a menudo cuando los precios, y por consiguiente, las utilidades, 
suben rápidamente durante un período de inflación. La medida anti-inflacionaria 
complementaria, al aumento de las tasas de interés, es el control de los créditos . 
Tal política no ha sido la de El Salvador, pues en términos generales se ha man­
tenido "la estructura de tasas de interés que se ha venido aplicando durante los 

, últimos afias en sus operaciones de créd ito" , 12 Por esta razón, el gobierno, mediante 
su política monetaria influye en gran medida en el desarrollo económico equilibra­
do por medio de la manipulación de las tasas de interés. 

l .-Líneas especiales de crédito en El Salvador. 

El Banco Central de Reserva, mantuvo líneas especiales de crédito para coad­
yuvar a la producción y el desarrollo en forma tal, que se pudiera resistir la presión 

{) Hailstone, Thomas J., obra citada. 

10 Banco Central de Reserva. Memoria 1973. 

11 Hailstone J. Thomas, obra citada. 

12 Memoria Banco Central de Reserva. 1973. 
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externa que causara una inflación acelerada; Una política de crédito duro habría lle­
vado al país a una recesión económica. Las líneas de crédito son: Financiamientos 
de Avíos Agrícolas, adelantos a la Compañía del Café, Crédito a la Cooperativa 
Algodonera Salvadoreña, Crédito para la importaCión de fertilizantes, Crédito al 
Banco de Fomento Agropecuario, etc. El rendimiento social y económico de esta 
política creditic.i~ está por verse; no se pueden predecir sus consecuencias; pero si 
conforme la tesIS sustentada, de que la falta de un mercado rural, está empobrecien­
do a este país y negando el capitalismo v de mantenerse el statu-quo, el rendimiento 
social de esta política crediticia será negativo. 

2.-Otras medidas. 

El gobierno de Costa Rica y México han desalentado la inversión y el consu­
mo por medio de restricciones al crédito, tanto en préstamos comerciales como en 
préstamos a consumidores. Política similar han seguido otros países limitando la 
concesión de préstamos destinados a compras en la bolsa de valores, haciendo más 
estrictas las limitaciones en el crédito para viviendas a los consumidores. También 
se ha apelado al espíritu patriótico, para inducir a personas y empresas a ahorrar, 
en vez de gastar. El Salvador consideró necesario imponer controles de precios y los 
salarios mínimos obedecen a una política estatal. 

3.-Otras medidas monetarias. 

La política monetaria mantenida por el Banco Central de Reserva de El Sal­
vador incluye las formas tradicionales de fijación de las tasas de descuento y redes­
cuento, el encaje legal (reservas); además las líneas especiales de crédito a que ya 
se ha hecho referencia. Cuando la política seguida por un Banco Central, es restric­
tiva es posible que se encuentren frente a un bache inflacionario que se origina por 
un exceso de demanda producida por la expansión de los medios de pago. No hay 
suficiente claridad sobre qué tipo de inflación se está dando el área centroamerica­
na para evaluar equitativamente la política que se sigue y especialmente los rendi~ 
mientas que se están obteniendo. A partir de 1950 se observan en Centro América, 
los hechos siguientes: mejores precios para el café; desarrollo del cultivo del algo­
dón, proceso de industrialización, creación y ruptura de la integración Centroame­
ricana; de otro lado un proceso de inflación de costes por aumentos salariales, coti­
zaciones al Seguro Social, al fondo social para la vivienda, contratación colectiva, 
aumento de impuestos, aumento del valor de la materia prima, cierre de mercados, 
etc. Para otros observadores la producción no alcanza a satisfacer la demanda total 
y los precios suben más rápido que la producción misma. 

Si se trata que en realidad hay un exceso de circulante, (expansión de medios 
de pago) la política de fijación de la tasa de redescuento produciría la contracción 
esperada con efectos anti-inflacionarios; es decir que en tal caso habría que oponerse 
a la tendencia de crédito y dinero fácil; lo mismo ha sucedido con la política de 
fijación del encaje legal (reservas) que se mantuvo en un 30% para toda clase de 
depósitos, dicho porcentaje significó un monto de q; 225.5 millones. Como conse­
cuencia la tasa de interés se mantuvo del 4% por créditos de avías y similares; para 
otros una tasa de interés de 7.5%; esta forma de control de circulante aplicada por 
el Banco Central, si bien no reduce en cifras absolutas la inflación, por 10 menos 
debe admitirse que se ha mantenido el equilibrio monetario o crediticio, evitándose 
un aceleramiento de la misma. 

25 



La política de inversión en bonos u otros títulos por parte dél Banco Central 
de Reserva (Operaciones de Mercado abierto) especialmente la compra de títulos 
que cuentan con garantía hipotecaria o del estado; o ~mitidos directamente por éste, 
en el año 73" alcanzó la cifra de 20 millones de colones. Este tipo de operaciones 
se han realizado en este país (El Salvador) aunque no se puede afirmar de que sea 
una política general del Banco de incidencia relevante en la economía pues en el 
país el mercado de valores es incipiente. Las inversiones totales del Banco Central 
en valores de renta fija alcanzaron un saldo de ce 71.1 millones al 31 de diciembre 
de 1973, cifra inferior en ~ 87 millones al saldo que prevaleció a la misma fecha 
del año anterior «(j; 79.8 millones). 

La reducción fue originada por la disminución de ce 11.9 millones en el saldo 
de inversión en títulos emitidos por el gobierno, sin embargo las inversiones en títu­
los garantizados por el gobierno se acumularon en ~ 3.2 millones. A continuación 
se ofrece un cuadro demostrativo de lo que el Banco Central de Reserva invirtió 
en esta línea: 

INVERSIONES EN VALORES 

(Saldo a fin de año - en millones de colones) 

1973 1972 

TITULaS VALORES EMITIDOS DIRECTAMENTE 
POR EL GOBIERNO 

Bonos Valle de La Esperanza 
Bonos de Defensa 

Con recursos propios 
Con recursos del exterior 

Bonos de Tesorería 
Bonos para Proyectos de Inversión Pública Plan 1969 
Bonos de la Dignidad Nacional 
Bonos para Construcción de Mercados en San Salvador 
Bonos para Proyectos de Inversión Pública Plan 1971 
Bonos para cancelar deudas del 

Instituto Regulador de Abastecimientos 
Bonos para cancelar deudas de la Administración Nacional 

de Acueductos y Alean tarillados 

TITULOS VALORES GARANTIZADOS 
POR EL GOBIERNO 

Bonos Comisión Eiecutiva Hidroeléctrica del Río Lempa 
Bonos Comisión Eiecutiva Portuaria Autónoma 
Bonos Administración Nacional de Telecomunicaciones 
Bonos Instituto de Colonización Rural 
Cédulas del Banco Hipotecario 

TOTAL ......... . 

45.4 

0.8 

0.5 
5.0 

6.4 
10.l 
1.6 

11.0 

7.3 

2.7 

25.7 

0.7 
7.7 

3.3 
14.0 
71.l 

111 Memoria 1973, Banco Central de Reserva de El Salvador, Pág. 28. 
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57.3 

1.2 

1.5 
5.0 
4.2 
7.0 . 

16.5 
3.6 

11.0 

7.3 

-.-

22.5 

1.2 
8.3 
0.5 
3.7 
8.8 

79.8 



La creación de líneas especiales de crédito ha sido una política adecuada de 
parte del Banco Central de Reserva de El Salvador, nueva responsabilidad que toma 
el Banco, como una forma de reorientar el crédito hacia objetivos más deseables. 
Mediante esta forma de control selectivo de parte del Banco y seguida por los otros 
bancos privados, así como su política de créditos, han constituido un medio para 
aprovechár los recursos productivos de tal manera que se puedan alcanzar finalida­
des u objetivos de finalidades sociales y económicas. 

Se ha indicado anteriormente' cómo la oferta de dinero y la velocidad de circu­
lación del mismo se ha considerado como determinante para la formación de un 
proceso inflacionario. Nos remitimos a 10 dicho en el apartado respectivo de este 
trabajo solamente es necesario tenerlo presente porque una política monetaria anti­
inflacionista (restrictiva) se orienta tomando en consideración especialmente la 
teoría cuantitativa del dinero para la· formación del nivel general de precios. 

V. MEDIDAS DE CARACTER CAMBIARlO 

La presión inflacionista puede resultar de una situación favorable de la ba­
lanza de pagos, es decir que después de haber realizado todos los gastos de consumo 
e inversión de las economías privadas y del gobierno y después de haber obtenido 
ingresos procedentes del eXterior a cambio de la eXportación de productos, trae 
como consecuencia un saldo positivo que agrega a la demanda monetaria interna. Es 
indudable que las medidas fiscales y monetarias que se han señalado anteriormente 
producirían los efectos anti-inflacionarios que se han descrito en otros apartados, 
pero también pueden corregirse como medidas de carácter cambiario. 

Los países europeos después de la Segunda Guerra Mundial, Alemania, Fran­
cia e Inglaterra, se encontraron en un período de depresión, pero a partir de enton­
ces se indica una presión inflacionista caracterizada por el aumento general de 
precios "la demanda interna es superior a la producción pues ésta se vende con ante­
lación y no eXiste competencia; de tal manera, la exportación no es ningún incen­
tivo, el meréado de divisas internacionales se vuelve más crítico ya que no existen 
medios para pagar las importaciones, situación que obliga al gobierno francés a 
devaluar el franco en un 80%; esta acción de tipo cambiario permitió fomentar 
las exportaciones francesas hacia la zona del dólar en un. período inflacionista como 
el descrito anteriormente".13 No queda, otro camino a los gobiernos que establecer 
restricciones de tipo cambiario con otros gobiernos. 

En este estado las importaciones tienen que ser severamente controladas y los 
importadores deben de obtener licencias especiales. La forma de reducir la inflación 
por medio de una política cambiaria, se conoce con el nombre de DEVALUA­
CION MONETARIA, que tiene efecto anti-inflacionista cuando hay devaluación 
en relación a la moneda extranjera. Francia ha realizado devaluaciones sucesivas 
con el objeto de atraer compradores a sus productos. Los efectos de la devaluación 
del dólar no son muy claros, aunque voceros oficiales -según la noticia internacio­
nal- señalan que Estados Unidos, se encuentra en un período de contracción eco­
nómica. En El Salvador actualmente la política de cambios señala que se han 

18 Mauricio Niveau. Historia de los Hechos Económicos Contemporáneos, Edic. 1973, 
pág. 286. . 
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adoptado algunas medidas de liberalización de control de los mismos. En febrero 
de 1973, tomando en cuenta la situación de la economía del país, así como sus 
niveles de reservas internacionales, se adoptaron algunas medidas de liberalización, 
en lo referente a pagos de transacciones corrientes: 

"a) Se facultó a los bancos locales para vender divisas hasta por USS' 2.100.00 
a personas que salgan del país a razón de USS 70.00 por día de viaje, suma que 
puede ser aumentada en circunstancias especiales hasta US$ 4.200.00 exigién­
dose en este caso un depósito previo del 10%. Para menores de edad, la suma 
autorizada se limitó a US$ 1.050.00, pudiéndose ampliar hasta US$ 2.100.00". 
"b) Se aumentó a US$ 300.00 mensuales la venta de divisas para remesas de 
fondos por períodos hasta de un año para cubrir gastos varios de estudiantes 
en el exterior. Asimismo se autorizó hasta US$ 400.00 mensuales por concepto 
de ayuda familiar y hasta US$ 200.00 para menores de 16 años". 

"c) Se facultó a los Bancos el sistema para vender divisas para pagos de cole­
giatura, gastos de instalación, alojamiento, alimentación V otros gastos conexos; 
gastos médicos V hospitalarios, pago de suscripciones literarias, estudios por 
correspondencia V afiliados a clubes o asociaciones profesionales, compra de 
medicinas, repuestos varios y otros similares hasta por US$ 100.00". 

"d) Se facultó a los Bancos para vender divisas sin previa autorización para 
importación de mercaderías procedentes de países fuera de Centroamérica, en 
base a los pedidos autorizados por el Departamento de Control de Cambios, 
y para pagar importaciones procedentes de Centroamérica que ingresen bajo el 
régimen de Libre Comercio". 

"e) Se permitió a los Bancos locales abrir cuentas en monedas extranjeras a per­
sonas de nacionalidad extranjera por un plazo de seis meses V cuentas en mo­
neda extranjera por tiempo limitado para salvadoreños o extranjeros residentes 
en el exterior, V se estableció que, con autorización del Departamento de Con­
trol de Cambios, los Bancos pueden abonar cuentas de "no residentes" en mo­
neda extranjera a misiones diplomáticas acreditadas en el país, instituciones 
internacionales o extranjeras radicadas en el país, V a personas extranjeras ra­
dicadas en el país que reciban sus remuneraciones del exterior". 

Uf) Se aumentó de US$15.000.00 a US$ 30.000.00, el monto sujeto al Régimen 
de Excepciones para Importación de Mercancías concedido a los pequeños 
comerciantes e industriales salvadoreños, exonerándoseles del pago de depó­
sito previo en aquellos casos que no se trate de importación de mercaderías 
de las que se producen en el país o de artículos suntuarios; V 

"g) Se acordó deiar sin efecto en forma temporal a partir del primero de agosto 
de 1973, las medidas restrictivas que obligan al pago previo de productos im­
portados de aquellos países que aplican restricciones discriminatorias a las 
exportaciones salvadoreñas, pero solamente en lo relacionado con importacio­
nes de materias primas para uso industrial, autorizándose los pedidos de los 
mismos para ser pagados dentro del plazo de tres años".14 

14 Memoria del Banco Central de Reserva de El Salvador, 1973, Págs. 8 y 9. 
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Todo lo anterior de conformidad a lo que dispone la letra d) del Art. 6 de la 
Ley de Creación de la Junta Monetaria que dice: "Formular las medidas de política 
relacionadas con operaciones en moneda extranjera, oro o derechos especiales de 
giro, entre ellas fijar las paridades legales de cambio; determinar el nivel, forma V 
distribución de las reservas internacionales; autorizar cualquier aumento o disminu­
ción de la cuota de la República de El Salvador en el Fondo Monetario Interna­
cional, así como cualquier operación que implique la utilización y pago de recursos 
de dicho Fondo y dictar medidas reguladoras de las transferencias internacionales y 
de los pagos en monedas extranjeras". 

Esta política de cambiós, dirigida por el Banco Central de Reserva, además de 
la fijación interna de las tasas de equivalencia, deben considerarse adecuadas. Es­
pecialmente la estabilidad de la ,moneda, caracteriza una posición de equilibrio 
entre una importación exagerada o de estímulos a la inversión extranjera (cambio 
bajo) y entre los exportadores que se benefician con las tasas altas. No debe llamar­
se "estabilidad", sin embargo a una política de engaño persistiendo en una moneda 
"cara", cuando los precios de las demás cosas suben constantemente y la moneda 
permanece con su mismo valor teórico. Con todo, la política equilibrada de las 
tasas de cambio para controlar la inflación debe continuar en tanto las condiciones 
actuales permanezcan. Es del caso considerar que ante una reducción de la reserva 
internacional de divisas, el alza o baja de los precios del mercado internacional pue­
den obligar a una devaluación de la moneda. Es conveniente evitar o que se sepa 
controlar el pánico; pero alguna vez será preferible causarlo a institucionalizar el 
engaño, con una moneda cuyo valor nominal está por debajo de su valor real. 

A nadie parece preocuparle el hecho que "Comparando las entradas con las 
salidas de divisas de los bancos del sistema, se encuentra que en 1973 se registró 
un saldo desfavorable de q; 105.0 millones en la Balanza Cambiaria; en cambio, 
en 1972, se tuvo un saldo favorable de q¡; 55.0 millones. 

El saldo desfavorable de 1973 en referencia, fue motivado por un exceso de 
q; 28.0 millones en los gastos de divisas por importaciones sobre los ingresos por 
exportaciones de mercanCÍas y de q; 77.0 millones en lo relacionado a servicios, 
debiendo hacerse notar que en esta última cantidad hay involucrados q¡:, 51.0 millo­
nes en gastos de viaje. En el movimiento de capital se tuvo un saldo favorable pero 
de solamente q¡; 1.0 millón".15 Es conveniente señalar que xisten opiniones contra­
dictorias en cuanto a los beneficios de un saldo favorable de la balanza pagos. 
Normalmente se considera que los países que más venden al exterior meioran su 
situación económica al acrecentar sus riquezas con el producto de la venta (Mer­
cantilismo) . 

Samuelson al contrario, trae un sugestivo caso de tipo anti-mercantilista: "Al_ 
gunas veces se atribuye a Abraham Lincoln la afirmación siguiente: 

"Yo no sé gran cosa del arancel. Lo que sé es que cuando compro una cha­
queta de Inglaterra, yo me quedo con la chaqueta e Inglaterra con el dinero, 
mientras Que si compro una c11aQUeta en este país, yo tengo la chaqueta v los 
Estados Unidos tienen el dinero". "No hay pruebas de que realmente dijese 
eso alguna vez, aunque si así fuera, no representaría más Que una antigua equi­
vocación, típica de los escritores llamados mercantilistas, de los siglos XVII y ---

15 Memoria 1973, Banco Central de Reserva de El Salvador. pág. 36. 
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-XVIII, que precedieron a Adam Smith. Esos autores consideraban afortunada 
a la nación que exportaba más bienes de los que recibía, pues una balanza de 
comercio tan favorable significaba que el oro entraba en aquel país para pagar 
el exceso de sus exportaciones sobre las importaciones". "En la época actual, 
y en nuestros días, sería innecesario hacer resaltar que, si bien una cantidad 
de dinero mayor en manos de un individuo significara para él una situación 
mejor, en cambio, -el hecho de doblar la cantidad de dinero disponible para 
cada persona, en una economía con ocupaci6n total, sólo servirá para hacer 
subir los precios. En efecto, a menos que el individuo en cuestión sea un loco 
avaro como el rey Midas, el dinero le hará mejorar, no por sí mismo, sino por 
las cosas que con él pueda comprar y obtener de las demás personas".16 

VI. EL CONTROL DE PRECIOS 

En estos años precedentes se ha intentado el control de precios, no como po­
lítica para reducir la inflación, sino para dar matiz legalista al aumento de precio 
de algún producto, tales son los casos del p~tróleo, leche, cerillos, medicinas, 
buses, etc., lo anterior desde luego favorece más al productor que al consumidor. 

- Es indudable que el estado debe garantizar el bienestar social y conómico de 
todos sus habitantes, por lo que las normas que dicta y los mecanismos que crea 
para obtener un efectivo control de precios deben ser adecuados; en las circunstan­
cias actuales sistemas de vigilancia y control, el proceso judicial, las sanciones ad­
ministrativas, medidas expropiatorias, etc. Se considerará que los valores reales de 
los productos y el precio oficial fijado no se desajusten ya sea en perjuicio del con­
sumidor o del productor. Deberá evitarse institucionalizar el engaño manteniendo 
precios inalterables a cambio de la baja calidad de los productos, máxime si son de 
aquéllos que están destinados a la alimentación o salud de las personas. Nadie con 
un poco de sentido común podrá oponerse a que los productores tengan un margen 
de utilidad que les haga rentables sus empresas y si para ello es necesario que se 
eleve el precio del producto, pueS debe hacerse. Lo que sí es inmoral, es que con 
el objeto de mantener una política anti-inflacionista de no aumento de precios, se 
permita el engaño y el crimen. De nada sirve el control de precios frente a la escasez 
real o simulada, al ocultamiento especulativo, a la exportación ilegal, que los mis­
mos gobiernos son- incapaces de controlar. En el orden productivo y de mercadeo, 
la política de control de precios debe estimular la inversión, no producir el desa­
liento por la reducción de utilidades~ No obstante el mejor precio internacional, no 
debe conducir a desajustes en-los mercados locales que provoquen escasez de bienes, 
burla de los precios oficiales o racionamiento innecesario, tal es el caso del azúcar. 
Una campaña de información y persuasión a efecto de que los sectores contribuyan 
será necesaria: unos evitando el ocultamiento, la especulación, el acaparamiento, 
formas ingratas de comerciar con las necesidades populares. Si esto no se consigue 
¿cómo desvirtuar las críticas- al sistema capitalista, de tener la inmoralidad como 
norma; el tráfico ilegal como método y la explotación del hombre como sistema y 
carta de principios? Las sanciones ejemplares son muy provechosas, pero se neutra­
lizan con falsos redentorismos V por presiones de carácter político, pues normal­
mente son sanciones del orden -administrativo y tanto los grandes negocios como 
el mercadeo pueblerino, tienen sus buenos V leales servidores. 

16 Obra citada. 
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Los consumidores de- su parte, deberán admitir un racionamiento en -el consu­
mo; en la medida que los gobiernos sean de mayor base popular, el racionamiento 
(m~l necesario) es admitido por los habitantes. Cuando el egoísmo impera en una 
socIedad, el racionamiento produce situaciones de inequidad y de rapiña _colectiva. 

VII. EL CONTROL DE LOS SALARIOS 

"Ni comimos el pan de balde a costa de otro, sino 
con trabajo y con fatiga, trabajando de noche y 
de día para ganar nuestro sustento por no ser gra­
voso a ninguna de vosotros". 
"El que no trabaja que no coma". Epístolas: San 
Pablo. 

Los aumentos salariales constituyen para algunos economistas, signos claros 
de un proceso inflacionista. "La inflación es un proceso de financiamiento de un 
nivel creciente de salarios". Ya se ha indicado en otro lugar de este trabajo cómo 
una elevación de los precios está precedida de una elevación de costes; los que a 
su vez recibieron ese empujón (alza) a causa de elevación de salarios. No se puede 
negar que el trabajo enajenado, tiene como contraprestación única el pago de una 
remuneración. Las llamadas prestaciones sociales, agregan a este precio. Carlos 
Marx, David Ricardo y otros, han definido el valor de las cosas por la cantidad 
de trabajo incorporado a ellas. Marx por su parte dice: "Dentro del sistema capita­
lista todos los métodos encaminados a intensificar la pieza productiva social se reali­
zan a expensas del obrero individual; todos los medios enderezados al desarrollo de 
la producción se truecan en medios de explotación y esclavizamiento del productor, 
mutilan al obrero convirtiéndolo en un hombre fragmentario, 10 rebajan a la cate­
goría de la máquina, con la tortura de su trabajo destruyen el contenido de éste, 
le enajenan las potencias espirituales del proceso de trabajo en la medida en que 
a éste se incorpora la ciencia como potencia independiente" .17 Conforme a esto 
¿qué puede esperar el hombre de su trabajo- sino su salario? -Todo lo que hoy se 
conoce como Justicia Social, (Justicia Distributiva en Aristóteles), no es sino el 
esfuerzo de- redistribuir la riqueza, de hacer partícipes a los hombres, de los bienes 
de la naturaleza, de la civilización V la cultura. ¿Quién paga la justicia social de los 
países capitalistas? ¿Será el empleador a cambio de una reducción de sus utilidades, 
o del consumidor que paga más por 10 que compra, o el trabajador mismo que reci­
be un salario, como pago o precio barato por su servicio pe"rsonal (energía)? El sa­
lario es la contraprestación contraCtual más "universalizada V la piedra angular sobre 
la cual gira el Derecho dél Trabajo V la teoría V práctica de las prestaciones sociales. 
El estado intervencionista señala en la Constitución Política misma los principios 
jurídicos que regularán las cuestiones salariales v los derechos sociales. El maestro 
Cabanellas, tiene un pequeño tratado de Derecho Constitucional Laboral, conside­
rando que una nueva disciplina se incorpora a la enciclopedia de las Ciencias J urí­
dicas. Con todo el salario y las prestaciones sociales, se regulán especialmente, en 
consideración a las leves económicas, inclusive pueden reducirse si esto conviene 
a la economía: Los salarios, pues, no son ajenos -al problema inflacionario. Si la 
inflación se origina -p~r factores ~jenos a "las presiones de salarios, éstos pueden 

17 (El Capital, T. l., pág. 547). Citado por Erich From. "Ma~ y su Concepto del 
Hombre",Ed. 1971.-F. de C. Económicas, pág. 63. 
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ser reajustados, pero corriendo el riesgo 'de ser una causa inflacionista más, agra­
vándose el proceso de encarecimiento del coste de la vida. Se genera una especie 
de CÍrculo vicioso entre alza de precios y salarios: una verdadera espiral inflacionaria. 
Resulta evidente la colisión de valores V los intereses en conflicto y la política a 
seguir debe tomar en cuenta todos los elementos que conforman la problemática 
Social Contemporánea. Decidirse por la política de "no más salarios, no más infla­
ción", tiene que significar también no más enriquecimiento ilícito de algunos secto­
res en perjuicio de los trabajadores, no más desempleo, no más explotación, no de-
presión económica, etc. . 

La clase laboral desde luego no admitirá que el aumento de salarios tenga efec­
tos inflacionistas porque ésto sólo se advierte después de transcurrido algún tiempo 
importante (trimestre-semestre), así por ejemplo un aumento en la tasa de interés, 
tasa de cambio, o un aumento en el stock de dinero, no evidencian de inmediato 
efectos inflacionistas. 

Estudios econométricos realizados por el Banco de Francia, "mostraron que 
de hecho, una variación de la cantidad de dinero en circulación venía acompañada, 
cinco o seis trimestres después, por una variación, en la misma dirección, del nivel 
de actividad, tanto en términos de volumen como de precios".18 Es comprensible 
la posición de la clase trabajadora porque las mejoras de salarios, se encuentran 
como programas de acción sindical o política obrera. El objeto de la contratación 
colectiva y de &u instrumento coactivo, la huelga es alcanzar mejores prestaciones 
económicas: y deben usarla a cualquier precio V contra todo riesgo. 

Los aumentos de salarios no deben ser incentivo para aumento de precios o 
bien que a corto plazo, reduzcan la inversión de la empresa y a largo plazo, au­
menten la inversión en equipo que sustituya la mano de obra; sin embargo una 
política de negación es odiosa a los trabajadores, quienes con seguridad al solicitar 
el aumento salarial, por lo menos han tenido en cuenta estas variables: Cambios en 
el Índice del coste de la vida, la situación económica de la empresa reflejada en 
la productividad V utilidades obtenidas V los salarios que devengan trabajadores de 
su especialidad en tareas similares y al servicio de otras empresas. En las dos pri­
meras causas no debiera producir -al concederse el aumento- elevación de los 
precios (inflación), pues es de advertir que la empresa está en posibilidades de ab­
sorber los incrementos salariales. 

Los sindicatos no deberán incluir dentro de sus exigencias las equiparaciones 
salariales entre empresas no competitivas, pues a la larga lo que la presión sindical 
produce es desocupación (baja en el nivel de empleos). Sin embargo la posición 
laboral, obedece a otras políticas. Los trabajadores no tienen interés en conocer la 
cuestión económica, no obstante la amenaza de una recesión o si para ello tendrán 
que mantenerse en huelga durante algún tiempo significativo; es más, conseguido 
un aumento preferirán la reducción de personal, a la reducción del salario. (Alema­
nia ha dado de baja a miles de trabajadores (Vo!kswagen), pero no se reducen los 
salarios). En Estados Unidos, Inglaterra V en general países de pleno empleo, los 
patronos están dispuestos inclusive a aumentar el salario a trabajadores no sindica­
dos (éstos no dan "problema" en la empresa) con el objeto de evitar la desmorali­
zación de estos trabajadores y desalentar de ese modo la formación de sindicatos. 
I y lo consiguen! En nuestro país que la sindicalizaci9n no representa una fuerza 

18 Valery Giscard d'Estaing: "Las Cuatro Inflaciones". Perspectivas Económicas. 
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muy poderosa, no se darían situaciones como las ocurridas en los Estados Unidos 
y Suecia, de gran competencia entre grupos sindicales. En la medida que los sindi­
catos controlen la oferta de trabajo, les será posible lograr aumentos salariales y 
en esta forma conseguirían equilibrar la relación capital-trabajo: Su principal ins­
trumento jurídico sería un Contrato Colectivo con cláusulas de exclusión. 

BASES PARA UNA POLITICA ANTI-INFLACIONISTA 

l.-Incrementos Salariales: Cuando se discute sobre temas salariales debe te­
nerse presente que la empresa pueda absorber el incremento de los costos, pues en 
caso contrario tal incremento tendría que ser trasladado a los consumidores; si se 
trata de una política general de aumentos que abarcan la totalidad de trabajadores 
del país, el carácter inflacionista de dicho incremento será mayor. En las negocia­
ciones de contratos colectivos deberá tenerse presente y comprobarse la capacidad 
económica de la empresa y si se advierte que tal aumento el empresario lo trasla­
dará al consumidor mediante un alza de los precios, no conviene que se autorice 
a menos que el consumidor pueda pagarlo porque no es muy gravoso o porque 
puede elegir productos sustitutos o porque el daño es de tal magnitud que no afecta 
sensiblemente su economía. Si el aumento en los precios obedcce a que la empresa 
ya no es capaz de absorber dicho incremento salarial, aquél se justifica; si el em­
presario traslada el incremento por no ser reducidas sus utilidades se impone el 
control de precios. Sin embargo, las negociaciones laborales tienen una causa jurí­
dica y para resolver conflictos económicos se cuenta con instituciones propias y las 
leyes en ningún momento prevén los efectos inflacionarios de un incremento sa­
larial. 

2.-Inflación y Productividad: En la economía de los países centroamericanos 
en los que la desocupación y no el pleno empleo, constituye la regla, los incremen­
tos de salarios no deben contribuir a la reducción de los niveles de empleo o pro­
vocar la sustitución de la mano de obra por medios mecánicos. Según los factores 
que se observan, el proceso inflacionario centroamericano no se debe a exceso de 
demanda, por el contrario se cree que debe aumentarse la base laboral industrial y 
agraria para amp,liar el mercado interno que absorba la producción; se trata de abrir 
un mercado de consumo, sin inflación, aunque en general los economistas sostienen 
que mayores inversiones, más empleo, más mercados producen más inflación. Sin 
embargo ese nuevo mercado no nace por generación espontánea; para ello se deberá 
transformar la estructura agraria nacional, es decir LA TIERRA Y EL HOMBRE. 
Esta acción política tiene su nombre: REFORMA AGRARIA. 

3.-Comercio Internacional: La política del Comercio Internacional debe ser 
dirigida a reencontrar la integración centroamericana; abrir nuevos mercados y esta­
blecer relaciones con todos los países del mundo, manifestándose soberano, respe­
tuoso de los demás estados, procurando acreditar una imagen diferente a la de hoy; 
debe sustituirse el concepto de ser un pueblo dominado por una "oligarquía feroz" 
e implacable gobernado de una manera incapaz e irrespetuosa; la idea de que los 
países son ricos únicamente cuando su balanza comercial es favorable, propia de un 
mercantilismo caduco, deberá ceder a una política económica que conduzca al 
desarrollo del país; de otro modo el mayor número de divisas y el exceso de liquidez 
inutilizable acelerará la inflación reprimida; este fenómeno fue ya advertido en 
Europa en 1961, según la tesis de Giscard d'Staing. 
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En los países centroamericanos no ha sido la regla admitir una política de in­
tercambio a base de productos de exportación por maq!linarias, que ya la han se­
guido países con inflación permanente como Chile; mediante este sistema el expor­
tador está en capacidad de reducir los efectos de la inflación; las leyes de fomento 
de exportaciones deberían permitir que los valores líquidos de las mercaderías 
exportadas, puedan ser convertidos ya en maquinarias, ya en instrumentos de cam­
bios internacionales. Por ejemplo: los grandes exportadores de toallas, zapatos, telas, 
algodón, etc., por qué no aceptarán maquinaria que se emplea en la transformación 
de materia prima, si al fin es lo mismo que pagarla con dinero en efectivo? 

l-Acreedores y Deudores ante la Inflación: Se ha sostenido que la inflación 
es un fenómeno en el cual los acreedores pierden y que los deudores se benefician, 
pues éstos al final del plazo devuelven (pagan) el valor del crédito con una moneda 
devaluada, ya que la obligación queda satisfecha con devolver la misma cantidad 
que le fueron entregadas a título de préstamo así lo confirma el artículo 1957 del 
Código Civil cuando dice: "Si se ha prestado dinero se debe la suma numérica enun­
ciada en el contrato ya sea en la especie de moneda convenida o en la suma equi­
valente de moneda de curso legal, en la relación de cambios establecidas por la ley. 
Este derecho es irrenunciable por el deudor". Esta parte final todavía asegura los 
derechos de éste, pues la renuncia no produce ningún efecto. Si lo anterior lo tras­
ladamos a las empresas, especialmente a las Sociedades Anónimas que nacieron 
con anterioridad o durante el proceso inflacionario tendría que admitirse que el 
capital líquido de las mismas habría bajado de valor en una proporción equivalen­
te a los términos de devaluación de la moneda. No se encuentran en el país con­
troles o estadísticas que puedan demostrar 10 que a priori se sostiene en este apar­
tado y rebasa las finalidades de este trabaio, el análisis necesario para su debido 
tratamiento. Un proceso de revalorización de capitales constituidos, ya sea a como 
empresas de Seguros o sistemas de jubilaciones, pensiones, etc. deberá hacerse en 
cumplimiento a principios elementales de equidad y de honestidad empresarial. 

5.-Desarrollo e Inflación: Es preciso que los países centroamericanos se desa­
rrollen; pero desarrollo no sólo es el aprovisionamiento de medios de pago; al fin 
los problemas del mundo no son simples cosas de dinero, sino del orden técnico y 
científico. Quiérase o no estamos en una etapa transicional, similar al "capitalismo 
de estado" de la Unión Soviética (1920) agravados por problemas seculares de ca­
rácter social y económico: formas arcaicas de tenencia y explotación de la tierra, 
un raquítico Comercio Internacional, una grave masa de desocupados, etc. No basta 
con señalar simples pautas o normas para reducir la inflación, aunque es muy im­
portante. A nuestro modo de ver estos países exigen algo que se haga ahora, pues 
es mucho más tarde de lo que nos imaginafllos. El paso inicial que definitivamente 
ha de conducir a estos pueblos a su liberación y a la iusticia. En nuestro desarrollo 
histórico o se implementa una economía de mercado de tipo capitalista pero dentro 
del· marco jurídico que exige la Constitución Política, o se emprende una nueva 
política económica de planificación con programas de nacionalización, expropiación, 
apertura de nuevos mercados, negociación de créditos, con planes realistas de trans­
formación agraria, etc. ¿Por qué con este grado de desarrollo alcanzado, qué ha 
hecho el capitalismo para este país? ¡Nada!, ¡sólo negar el propio capitalismo! Que 
los camiones de un país se encuentren con los de otro país del área, unos que traen 
"huacales" de plástico o galletas y otros que llevan los mismos productos eso no se 
llama industrialización. Este industrialismo, no ha hecho más que hundir la propia 



agricultura a niveles primitivos y a mercados baratos, produciéndose una marcada 
frustración y un régimen de iniusticia capaz de acobardar a los hombres más insen­
sibles. Mientras se siga sacrificando la agricultura a la industria y el hombre del 
campo siga en su condición de siervo, la inflación será un problema aieno y de 
segundo orden. ¿Cómo no ha de serlo si el hambre, el desempleo y la miseria están 
por sobre cualquier crísis inflacionista? El eiemplo de la Unión Soviética en cuanto 
a agricultura es de sobra elocuente en la historia, como para perderlo de vista. 

6.-El Fenómeno de la Persuación: Durante un período de expansión inflacio­
nista deben tomarse todas -todas- las medidas que tiendan a reducirla o amorti­
guar sus efectos; a veces se trata de campañas dirigidas a la conciencia colectiva para 
lograr varios tipos de comportamiento -uno o más- que pueden variar según los 
gustos, educación de las personas, tipos de inflación, etc., si ésta es causada por la 
espiral de salarios y precios, la campaña tiende a convencer a las personas que 
pongan un tope a las unidades monetarias que demandan, o sea la moderación en 
el aumento de los ingresos, mediante una limitación de sus aspiraciones nominales, 
con la seguridad de que su poder adquisitivo se mantendrá constante. 

Crítica: Aun en países desarrollados, es utópico. También puede convencerse 
-o tratar de hacerlo- al público de pagar un tributo o forzar al ahorro de una 
parte de los incrementos salariales obtenidos, con el objeto de reducir un tanto 
el exceso de liquidez que crea. Otras formas de persuación se dirigen al fomento 
del ahorro, con la finalidad de reducir el exceso de circulante; otras veces se pedirá 
al público que evite el gasto en artículos suntuarios o no primordiales, 10 que a su 
vez está acompañada de impuestos al consumo, según se indicó oportunamente. 
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LA NACIONALIDAD SALVADOREÑA DE LAS 
PERSONAS NATURALES Y LOS PRINCIPIOS 

DE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 

Por JOSE ANTONIO ORANTES J .• 

INTRODUCCION 

Los temas de la Nacionalidad V de la Condición Jurídica del Extranjero, que 
están estrechamente ligados, no son típicamente iusprivatista-internacionales, pues 
pertenecen también a otras ramas del Derecho. Así, por ejemplo, la Nacionalidad 
es estudiada generalmente por el Derecho Constitucional V, asimismo, por el 
Derecho Internacional Público. Sin embargo, forman parte también del Derecho 
Internacional Privado, según la Escuela Francesa que en el país seguimos.1 

La Nacionalidad, materia que ahora brevemente desarrollo, es punto de co­
nexión generalmente aceptado por las normas de conflicto que rigen el estatuto 
personal, así por ejemplo, en el Art. 15 C;2 pero no es éste, el sentido en el que la 
enfocamos en este pequeño trabajo, sino en su regulación iusprivatista internacional 
más general: la de los "principios de Derecho Internacional Privado sobre Nacio­
nalidad". Estos principios hacen relación a la atribución, conservación V pérdida 
de la nacionalidad de las personas naturales, y están basados en el concepto jurídico 
tradicional de Nacionalidad, que supone una estrecha vinculación entre la persona 

• Profesor de Derecho Internacional Privado de la Facultad de Jurisprudencia y 
Ciencias Sociales de la Universidad de El Salvador. 

1 La Escuela Francesa divide el estudio del Derecho Internacional Privado básica­
mente en cuatro grandes temas: La Nacionalidad, La Condición Juridica del Ex­
tranjero, Los Conflictos de Leyes y El Respeto a los Derechos Adquiridos; en con­
traposición a las Escuelas Alemana y Anglosajona que consideran como único 
tema iusprivatista internacional, el del conflicto de leyes. 
Nuestros programas de estudio de Derecho Internacional Privado, siguen a la Es­
cuela Francesa, lo mismo que el Código Bustamante en su Titulo Preliminar (re­
glas generales, Arts. 1 y 2, sobre Condición Jurídica del Extranjero) y en su Libro 
1, Tit. 1, Cap: I (Arts. 9 a 21, sobre Nacionalidad y Naturalización). 

2 Las normas' de conflicto nas más caracteristicas del Derecho Internacional Pri­
vado) son las que atribuyen competencia para dirimir los conflictos de leyes y los 
puntos de conexión son los fundamentos de la norma de conflicto Oa nacionalidad, 
el domicilio, la situación de los bienes, la voluntad de las partes, por ejemplo). 
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y el Estado, del cual se es nacional. Vinculación que por sus especiales característi­
cas jurídico-políticas no puede darse más que con las personas naturales.3 

De la Nacionalidad surge un "Status" que por no gozarlo el extranjero, confi­
gura negativamente su condición jurídica. Este "status" puede ser definido corno k 
cualidad jurídica de la ~erson~L'R-9r su es ecial situación con.sjguiente condición 
de miembro) en la orga..Jzaci~:i....g_ue corno fa • caracteriza su Capacidad de obrar 
y el ámbito arORio de su poder y responsabilidad".4 Ya en forma concreta, esta situa­
CIón o cuaÍl ad resultante de la nacionalidad, da una posición en términos genera­
les de privilegio, en relación a los otros habitantes del territorio del Estado, que no 
gozan de la nacionalidad del país: Permite participar en la formación de la voluntad 
estatal (posesión de derechos políticos que en nuestro país se dan diferenciadamen­
te, según sea la nacionalidad por nacimiento o por naturalización);5 permite tener 
el derecho de habitar el territorio (la extradición no puede estipularse en ningún 
caso respecto de salvadoreños (153 inc. 29 Cn.) y no se puede expatriar a ningún sal­
vadoreño ni prohibírsele la entrada en el territorio (154 inc. 39 Cn.), y da el derecho 
de ser protegido por los agentes diplomáticos en el exterior (en nuestra Constitu­
ción se reconoce tácitamente este derecho en relación a los extranjeros (Art. 20 inc. 
19 Cn.); lo mismo en la Ley de Extranjería (Art. 12 por eiemplo). A su vez esta Ley 
obliga al Gobierno salvadoreño a proteger a los ciudadanos salvadoreños en el ex­
tranjero (Art. 9). 

Corno es fácil de comprender, una vinculación tan estrecha: que implica la 
obligación de prestar servicio militar, que da una situación corno ya se dijo en gene­
ral de privilegio, no debe darse más que con un solo Estado determinado, salvo ca­
sos excepcionales, como el de la naturalización honoraria y el de la doble nacio­
nalidad como sistema.6 

Ni debe darse el caso de personas que carezcan de vinculación nacional, por 
la "capitis diminutio" que esto obviamente representa. 

s Se descarta, pues, la aplicación de este concepto y de estos principios a las perso· 
nas jurídicas y a las naves y aeronaves. 

4 Definición del Profesor de Castro sobre el Estado Civil que Miaja aplica a la na­
cionalidad como "status" debido a su abstracción. V Miaja de la Muela. Derecho 
Internacional Privado. T. 1I, Madrid 1974, pág. 8. 

5 Si bien son ciudadanos TODOS LOS SAL V ADOREI'tOS (Art. 23 Cn.), sólo los sal­
vadoreños por nacimiento pueden optar a los principales cargos del Poder Ejecu­
tivo: Presidente de la República (Art. 66 Cn.), Vicepresidente de la República y 
Designados a la Presidencia (Art. 68 Cn). Ministro o Subsecretario de la República 
(Art. 73 Cn). y a las Diputaciones (Art. 41 Cn). 

6 La Naturalización honoraria, por honor, graciosa o concedida, que por todos esos 
nombres, es conocida -es la que se da en el caso de nuestra Constitución, en el 
Art. 13 N9 49, a los que se hacen acreedores a ella "por servicios notables, presta­
dos a la República".- Es decir que por ser la naturalización honoraria un honor, 
valga la redundancia, no implica pérdida de la nacionalidad de· origen. La doble 
nacionalidad como sistema es uno de los aspectos que presenta la doble naciona­
lidad, que se estudia generalmente como anomalía, dentro de los llamados "con­
flictos de nacionalidad" (doble nacionalidad como anomalía y apatridia). 
Se da la doble nacionalidad como sistema, en virtud de nuestra legislación cons­
titucional: Específicamente, por el Art. 15 Cn., que permite regular por medio de 
tratados la doble nacionalidad, entre los paises "que formaron la República Fe­
deral de Centro América" y para los centroamericanos de origen. Y con base legal 
más amplia que hacía prácticamente innecesario,- el Art. 15; en virtud del Art. 
10 Cn. que obliga a El Salvador a propiciar la reconstrucción total o parcial de 
Centro América. . . 
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PRINCIPIOS DE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 
SOBRE NACIONALIDAD 

Desarrollan la~, anteriores ideas los principios de Derecho Internacional Pri· 
vado sobre nacionalidad, que a continuación exponemos: 

-Todo individuo ha de tener una nacionalidad desde su nacimiento (naciona· 
lidad de origen). 

-Todo individuo debe tener nacionalidad (ha de evitarse la apatridia) y no más 
que una sola (ha de evitarse la doble o múltiple nacionalidad). 

-Puede cambiarse voluntariamente de nacionalidad, con el asentimiento del 
Estado interesado.7 

-Toda persona puede recuperar la nacionalidad perdida. 

-La nacionalidad de origen no debe transmitirse indefinidamente en el ex· 
traniero. 

-La nacionalidad adquirida puede ser revocada.8 

Las dos primeras reglas o principios, tal como han sido expresados, forman un 
todo conceptual: el individuo ha de tener siempre nacionalidad, y ésta ha de ser 
una sola. La nacionalidad ha de otorgársele desde su origen. 

Se considera, pues, la nacionalidad como un "vínculo-status" que permite ma­
nifestar plenamente la personalidad social del hombre, y que por lo tanto no le 
debe faltar. Este vínculo es, asimismo, tan personal, tan estrecho, que no debe darse 
más que con un sólo Estado. 

En caso de perderla, ha de adquirir otra, de tal manera que siempre tenga una 
nacionalidad, pues la carencia de ella implica, como ya se dijo, una "capitis diminu· 
tio" en el orden interno y externo de los Estados. 

En el orden interno, es regla general que el eiercicio de los derechos políticos 
está supeditado a la tenencia de nacionalidad y que el individuo pierde la oportuni· 
dad de participar directamente en el hacer político·social viendo frustrada así una 
de las más importantes tendencias de su calidad gregaria. 

En este orden de ideas, señalamos va que en nuestra Constitución Política, la 
ciudadanía se basa en la salvadoreñidad (Arts. 23 y 24 en) v la facultad de opción 
a los principales cargos políticos está limitada a las nacionales por nacimiento.9 

1 Los anteriores Rrincipios están tratados, entre otros. por Niboyet de las PP. 83 a 
93, de su obra ' Derecho Internacional Privado", traducción de Andrés Rodríguez 
Ramón, México, 1954. Por Verplaetse de las pp. 172 a 178, en su obra "Derecho 
Internacional Privado. Madrid, 1954. 

8 Duncker·Biggs. Derecho Internacional Privado. Santiago de Chile, 1956, págs. 168. 
169. 

o Se da también el requisito de la salvadoreñidad por nacimiento para la opción a 
miembro de directiva sindical (191, inc. 49 Cn.), como si hubiera tenido en mente 
el legislador constitucional, el papel político que pueden jugar los sindicatos. 
Papel que por otra parte, está prohibido por la legiSlación secundaria (229 a) y b) en . 
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En el orden externo, la "capitis diminutid' se da, por la falta de protección 
diplomática que sufre el apátrida y por su eventual inmovilidad debido a la falta 
de documentos migratorios. 

Es por todo lo anteriormente dicho, que la tenencia de Nacionalidad ha sido 
elevada a la categoría de derecho individual, y que se ha postulado como una facul­
tad más de los individuos, la de cambiar voluntariamente de nacionalidad y la de 
poder recuperar la nacionalidad perdida. 

Del lado estatal, por otra parte, y en base a la Soberanía de los Estados, se 
reconoce la necesidad del asentimiento del Estado interesado, para los cambios 
de nacionalidad (Niboyet) y la facultad del Estado otorgante de la nacionalidad 
adquirida, para revocarla (Duncker). 

Se considera, asimismo, y como consecuencia del estrecho vínculo que con el 
Estado representa la nacionalidad, que ésta no debe transmitirse indefinidamente 
en el extranjero, pues se perpetuaría un vínculo sin mayor asidero en la realidad. 
Sería pues, según la doctrina jurídica internacional actual, una nacionalidad "fic­
ticia". 

ANALISIS DE LA NACIONALIDAD EN LA 
CONSTITUCION SAL V ADORE~A 

Nuestra Constitución cumple, con alguna excepción, los principios que anali­
zamos: Cumple tácitamente, por ejemplo, con el principio de que todo individuo 
ha de tener una nacionalidad atribuyendo generosamente la salvadoreñidad al ex­
tranjero de cualquier origen. Varían sólo los requisitos, desde los pocos exigidos a 
los "originarios de los demás países que constituyeron la República Federal de 
Centro América" (domicilio en El Salvador y manifestación de voluntad ante au­
toridad competente) hasta los requisitos máximos, exigidos a los extranjeros origi­
narios de países con los cuales no tenemos vínculos históricos inmediatos de cul­
tura y de raza (5 años de residencia en el país; profesión, oficio u otro modo honesto 
de vivir; buena conducta y manifestación de voluntad). 

Quedan en un nivel intermedio en cuanto a tratamiento, los españoles e his­
panoamericanos de origen (buena conducta y un año de residencia en el país). Se 
incluye en este grupo a los panameños, que como es sabido, están vinculados his­
tóricamente a Colombia, de la que se independizaron en 1903, y se excluye ob­
viamente a originarios de países no "hispanos" como por ejemplo, Brasil, Haití, 
Jamaica, etc. 

Hasta aquí la clasificación constitucional de los extranjeros no nacidos en El 
Salvador 1?ara efectos de Naturalización (Art. 12 N9 49 y Art. 13 N9 3 y 29, respec-
tivamente). . 

y se manifiesta más claramente aún el interés de cumplir con el principio 
de que t~do individuo ha de tener nacionalidad, en la disposición del Art. 12 N9 19 
Cn., referente a los hijos que nacen en El Salvador, de padres desconocidos, y a 
quienes se les atribuye nacionalidad salvadoreña. 
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Se evita así, la apatridia (ya que obviamente no podría aplicárseles el criterio 
del jus sanguinis, puesto que se desconoce quiénes son sus padres) y se aplica en 
forma pura y de manera excepcional para la nacionalidad salvadoreña por nacimien­
to el criterio del Jus Soli.10 

Sin embargo, en cuanto al principio de que todo individuo ha de tener una 
sola nacionalidad, nuestra Constitución al igual que cualquier otra legislación del 
mundo, no puede cumplirlo plenamente, sin menoscabo del derecho soberano de 
atribución de su nacionalidad, de acuerdo a sus propios criterios:ll Así, nuestra 
Constitución considera salvadoreños, a los hijos de padre o madre salvadoreños, 
nacidos en el· extranjero, aunque en el país en que nazcan se les dé nacionalidad, 
originándose así un conflicto de doble nacionalidad. 

No obsta, el ejemplo dado, a la existencia de disposiciones específicas basadas 
en el principio que nos ocupa; aSÍ, el Art. 14 inc. 1 Q nos dice que la nacionalidad 
salvadoreña se pierde por adquisición voluntaria de otra y el Art. 13 ine. penúltimo, 
que las personas que se naturalicen, en nuestro país, deben renunciar expresamente 
a toda otra nacionalidad. La renuncia por sí misma, aunque no es medio adecuado 
o técnico para perder la nacionalidad, si deja claramente establecida la voluntarie­
dad de la naturalización. 

10 Nuestra Constitución sigue un sistema mixto de Jus Sanguinis y Jus Solio en 
cuanto a atribución de nacionalidad (y con preponderancia del Jus Sanguinis); 
por lo que es éste un caso especial de fuerte y pura aplicación del Jus SoU: En 
los casos del Art. 12 N9 39 (descendientes de hijos de extranjeros nacidos en El 
Salvador) y del Art. 13 N9 19 (hijos de extranjero, nacidos en El Salvador), el 
Jus Soli es aplicado prudentemente, y en concomitancia con la manifestación de 
voluntad del interesado (presunta en el Art. 12 N9 39 y expresa en el Art. 13 
N9 19). Se aplica, pues el criterio del Jus Soli en forma atenuada. 
Y, finalmente, en el caso del Art. 12 N9 1 Cn., referente al nacido en El Salvador. 
hij o de padre o madre, originario de alguna de las Repúblicas de Centro Amé­
rica, el criterio del Jus Soli se ve acompañado por el criterio de la "Nación 
Centroamericana", expresado en la Cn. en los Arts. 10 y 15, por ej emplo. 

11 Serian necesarios tratados a nivel mundial con total vigencia en el orden interno 
de los Estados (valga la afirmación para nuestro país), para evitar los llamados 
conflictos de nacionalidad: apatridia y doble nacionalidad. En cuanto a la doble 
nacionalidad, ésta se da como "conflicto" y como sistema; tal aparece permitida. 
específicamente en el Art. 15 Cn., en relación a los países que formaron la Re­
pública Federal de Centroamérica, y para ser sustentada por medio de tratad, os. 
Se espera, por cierto, una pronta aplicación de la referida disposición, aunque 
limitada a los Representantes diplomáticos y consulares de carrera. con miras a 
lograr Embajadas y Consulados en común, con otros países centroamericanos. 
El tratado salvará la disposición constitucional que exige la nacionalidad salva­
doreña por nacimiento para ser Representante diplomático y consular de Carre­
ra (Art. 79 N9 89). En el mismo Tratado, según la posición de la Cancillería Sal­
vadoreña, se regulará la presunción de Derecho de domicilio en El Salvador del 
Centroamericano que esté a cargo de la representación, con base en el Art. 15 
Cn. que permite regular la condición de los salvadoreños y demás centroameri­
canos a efecto de que se obtenga una doble o múltiple nacionalidad. Esta doble 
nacionalidad se extenderá únicamente a la duración de la Representación. 
Recuérdese que para ser salvadoreño por nacimiento. el centroamericano de ori­
gen requiere tener domicilio en El Salvador y manifestar su voluntad ante auto­
ridad competente (Art. 12 N9 49). 
Siendo que el Art. 10 Cn. Obliga a El Salvador como parte que es de la Nación 
Centroamericana a propiciar la reconstrucción total o parcial de la República 
de Centro América. consideramos que es también aplicable subsidiariamente. 
para fundamentar la presunción de domicilio en El Salvador. 
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Se mantiene, pues, también en los artículos susodichos, 10 mismo que implí­
citamente en los Arts. 12 N9 49 Y 13 Nos. 29 y 39 en), el principio de que puede 
ca~biarse voluntariamente la nacionalidad, En cuanto, al asentimiento del Estado 
interesado, puede enfocarse en dos aspectos: uno indiscutido, por el cual el Estado 
soberanamente decide a quienes atribuye su nacionalidad; y otro, desarrollado por 
Niboyet, que permite al Estado del cual se es nacional, negar la autorización para 
cambiar de nacionalidad.12 Este último aspecto aparte de ser doctrinariamente dis­
cutible, no es contemplado por nuestra Constitución, que permite irrestrictamente 
a los salvadoreños adquirir otra nacionalidad. (Art. 14 inc. 19). 

El que toda pers.ona puede recuperar la nacionalidad perdida, es aceptado en 
forma expresa y absoluta para los salvadoreños por nacimiento, en el Art. 14, inc. 29, 
que establece diferentes requisitos, según haya el salvadoreño perdido su nacionali­
dad por haberse naturalizado en Centro América o por haberse naturalizado en 
cualquier otro país. Y es aceptado en forma tácita (con una sola excepción) para 
los salvadoreños naturalizados que pierden su nacionalidad.u 

El principio de que la Nacionalidad adquirida puede ser revocada (regla gene­
ralmente aceptada por fundamentarse en el bien asentado concepto de soberanía 
estatal) tiene su expresión en el Art. 16 Cn., en base a un "cumplimiento negativo" 
de los requisitos exigibles para naturalizarse: se exige un cierto tiempo de residencia 
en el país, pues esto permite presumir un cierto arraigo V "encariñamiento" con el 
suelo en que se vive, lo cual puede sustentar en forma natural la adquisición de na­
cionalidad. Se exige, también, la prueba de buena conducta como requisito indis­
pensable a la más estrecha incorporación a la Sociedad Salvadoreña, que la Natu­
ralización supone. 

12 NIBOYET, ob. cit. considera dentro del aspecto de "asentimiento del Estado in­
teresado", la facultad del Estado, del cual es originario el que quiere cambiar su 
nacionalidad, para oponerse a dicho cambio (V. pp. 91-92). 

13 Analizaremos los casos planteados: la calidad de salvadoreño por nacimiento se 
pierde sólo por adquisición voluntaria de otra. 
Si la nacionalidad adquirida es de un país centroamericano, basta para que sea 
nuevamente salvadoreño por nacimiento --que al igual que los cel1troamericanos 
de origen- (Art. 12 N9 4) se domicilien en el país y lo soliciten ante autoridad 
competente. 

42. 

Ahora bien, si la nacionalidad adquirida es de un país no centroamericano, el 
legislador constitucional como sancionando una posible falta de amor patrio, 
exige dos años consecutivos de residencia en el pafs y solicitud ante autoridad 
competente. 
En cuanto a los salvadoreños naturalizados, se reconoce tácitamente y en térmi­
nos generales, el derecho a recuperar la nacionalidad perdida, en cuanto que no 
hay ninguna excepción o prohibición para que se les apliquen nuevamente las 
reglas generales de naturalización de los Art. 12 N9 49 Y 13 Cn. 
El único caso de Imposibilidad constitucional de recuperar la nacionalidad per­
dida se da para quienes la pierdan por sentencia ejecutoriada en los casos que 
determine la ley (16 inc. 2Q Cn.). 
Esto último es comprensible, desde luego que los extranjeros han probado su 
buena conducta como requisito básico para naturalizarse y habiendo cometido 
delito contra los bienes jurídicos del Estado o delitos de trascendencia interna­
cional, están comprobando una conducta totalmente contraria a la que es exigi­
ble para fundamentar su nacionalidad. Los delitos señalados son los que el nuevo 
Código Penal indica como sancionables con pérdida definitiva de Nacionalidad 
en virtud de la Facultad que le otorga la Constitución (Art. 64 Inc. 2Q Pn. y 16 
NQ 2Q infine Cn.). . . 



Pues bien, cuando el salvadoreño naturalizado reside más de dos años consecu­
tivos en su país de orige.n o .se ausenta más de cinco años consecutivos del territorio 
de la República (salvo el caso de permiso legal), el legislador presume de derecho 
en forma implícita, el desarraigo -de nuestro Estado. Se pierde entonces, la nacio­
nalidad. 

El que ha perdido en esta forma su calidad de salvadoreño, puede re-adquirirla, 
cumpliendo de nuevo los requisitos generales de naturalización (Art. 13 Cn.). No es 
igual la situación, del que pierde su nacionalidad por sentencia ejecutoriada en los 
casos que determina la ley,14 pues éste no puede recuperarla (Art. 16 N9 29 Cn.). 
La mala conducta evidenciada hace "perder la fe" al Estado sobre el futuro com­
portamiento del individuo y destruye más bien el presupuesto de "buena conducta" 
que es uno de los pilares de la calidad de salvadoreño naturalizado. 

Referente al principio de que la Nacionalidad de origen no se ha de transmitir 
indefinidamente en el extranjero, sostenemos que no se _ ha tomado en cuenta para, 
regular la nacionalidad de los descendientes de salvadoreños en el extranjero; y si 
acaso se tomó en cuenta para regular la nacionalidad de los descendientes de ex­
tranjeros en el país, lo fue tan débilmente que no impide, ciertamente, su 'incumpli­
miento total. 

Analizaremos sucintamente las anteriores afirmaciones, luego de una breve 
explicación del principio. 

La nacionalidad de origen transmitida indefinidamente en el extranjero, no 
tiene obviamente razón de ser, a la luz de los fundamentos doctrinarios de la na­
cionalidad de origen: Bien recordamos que todos los sistemas de otorgamiento de 
nacionalidad de origen (jus sanguinis -jus soli- sistema mixto) tienen como su­
puesto, la vinculación que ya por medio de los padres o el lugar de nacimiento se 
da con un Estado determinado. En el caso de Jus-Sanguinis, se entiende que (por el 
amor a los padres que trasciende a la Patria de origen; por la transmisión cultural 
recibida; por la vinculación racial con un "grupo étnico", quizá distinto al del país 
en que se nace, el hijo puede recibir, aun naciendo en el extranjero, la nacionalidaq 
de sus padres. Pero esta influencia, que es fuerte y directa en el caso del que nace 
en el extranjero, de padres recién e inmediatamente arraigados allá; se' diluye en 
los nietos, y con mayor razón, en los descendientes posteriores. Es la influencia del 
lugar en que se crece, en que se vive, lo que por medio de costumbres, educación, 
relaciones ínter-personales, intereses, etc., va predominando en el individuo, hacién-

14 Los casos en que nuestro nuevo Código Penal, establece la pérdida de nacionali-
dad adquirida son "a grosso modo", los del Art. 64 Pn. y 58 inc. penúltimo. Por 
el Art. 64 inc. 29 Pn., se impone como pena accesoria, la pérdida definitiva de la 
calidad de salvadoreño, cuando se cometiere delito "contra los bienes jurfdicos 
del Estado" (Arts. 373 a 485) o delitos "de trascendencia internacional" (Arts. 486 
a 495). • 
El mismo Art. 64, inc. 19 Pn., establece durante el. tiempo de la coridena la pérdi­
da temporal de la nacionalidad, en cuanto considera inherente a la pena- de pri­
sión "durante la condena", la inhabilitación absoluta. y ésta comprende "la pér­
dida de la calidad de salvadoreño naturalizado" (62 N9 59 Pn.), La pena de prisión 
puede darse aun por falta (Art. 496 -causo 4fl. Pn.). Lo dicho sobre "pérdida- tempo­
ral" contrasta con el Art. 16 en. 
En cuanto al Art. 58 iDc. 19 Pn., vemos que las penas de inhabilitación (que la 
hay absoluta y especial) pueden ser impuestas como principales en los casos que 
determine el Libro II del Pn. 
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dolo sentirse solidario con su patria de nacimiento; no con la patria de sus padres. 
Este razonamiento, aplicable en términos generales, es el fundamento del J us Solio 

o Se puede afirmar, entonces, que una transmisión indefinida de la nacionalidad 
de origen en el extranjero, convierte a ésta en un vínculo de bases falsas. No obstan­
te lo dicho, nuestro legislador constitucional, no estableció restricciones para la 
transmisión indefinida de la nacionalidad salvadoreña en el extranjero, siendo que 
las (micas disposiciones aplicables son el Art. 12 NQ 29 Y el 14 inc. 19 en. A con­
tinuación un caso: el hijo de padre o madre salvadoreño nacido en el extranjero es 
salvadoreño por nacimiento. Este, al tener también un hijo en el extranjero, le 
transmite por el mismo Art. 12 N9 29 en, calidad de salvadoreño por nacimiento 
y así sucesiva e indefinidamente. Y siendo que la única manera de que pierdan los 
salvadoreños la Nacionalidad de origen, es que adquieran voluntariamente otra; no 
obstaría a la transmisión indefinida, el hecho de que se les otorgara en el extranjero, 
nacionalidad de origen. Es, luego, también este un caso, en que la doble naciona­
lidad corno anomalía, se da por discrepancia legislativas que no pueden ser supera­
das en el momento actual, sin una autolimitación al poder soberano de atribución 
de nacionalidad. 

Situación se111ejante se da para los descendientes de extranjeros nacidos en el 
país, ya que el control existente es fácilmente burlable, por una simple manifesta­
ción de voluntad. Veamos el caso: nuestra en. considera en principio a los descen­
dientes de extranjeros, nacidos en El Salvador, clasificados en dos categorías: "hijos 
de extranjeros", que pueden optar en forma expresa por la nacionalidad salvadoreña 
dentro del año siguiente a su mayoría de edad, convirtiéndose entonces en "naturali­
zados"; y descendientes de "hijos· de extranjeros" que son considerados salvadore­
ños por nacimiento, si dentro del año siguiente a su mavoría de edad, no optan por 
la nacionalidad de sus padres. (Arts. 13 NQ l en. y 12 N9 3 en., respectivamente). 

Los "hijos de extranjeros" son una categoría especial de extranjeros por el he­
cho de haber nacido y crecido en el país, V por estar aquí asentados. Si dentro del 
año siguiente a su mayoría de edad optan por la nacionalidad salvadoreña (Art. 13 
N9 19) se convierten corno ya se dijo, en salvadoreños naturalizados. Si no optan, 
se les considera extranjeros, aunque conservando su categoría especial de 4'hijos de 
extranjeros", que permite a su vez a sus descendientes, estar en situación de mayor 
privilegio en lo relativo a la adquisición de la nacionalidad salvadoreña: su simple 
silencio en cuestión de nacionalidad -su no opción por la nacionalidad de sus pa­
dres dentro del año siguiente a su mayoría de edad- los convierte en salvadoreños 
por nacimiento. 

Pero ¿qué sucedería si este descendiente de "hijos de extranieros" opta dentro 
del año siguiente de su mayoría de edad por la nacionalidad de sus padres, que son 
extranjero? Sucedería entonces, que se convertiría, por propia voluntad, en un 
simple extranjero y podría comenzarse nuevamente el ciclo que estudiarnos: sus 
hijos podrían ser -si se casara con extranjera- 44hijos de extranjeros" y los hijos de 
éstos- dadas las mismas circunstancias sobre las cuales hemos razonado, serían 
descendientes de 4'hijos de extranjeros". Y hemos vuelto ya al punto de la opción 
tácita, que podría dar lugar a una nueva escogencia dentro de esta cadena, por la 
nacionalidad de origen de los padres. La situación planteada demuestra la posibili­
dad teórica de transmisión indefinida de nacionalidad extranjera en El Salvador. 
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En la práctica, el caso es difícil que se dé, no sólo porque es de conveniencia para 
el que vive permanentemente en un país, tener la nacionalidad del lugar, sino por· 
que el caso supone que los descendientes de extranjeros se casen siempre con extran· 
tranjeros no centroamericanos, ya que el hijo de padre o madre salvadoreña t1 origi· 
nario de alguna de las Repúblicas de Centroamérica, es salvadoreño por nacimiento, 
si nace en El Salvador. Hay también un controllegalllamémosle así, a la transmi­
sión indefinida de nacionalidad extranjera, por nosotros consentida. El descendiente 
de hijos de extranjeros se convierte en salvadoreño por nacimiento, por simple op· 
ción tácita. Es decir, que por no optar a la nacionalidad de sus padres dentro del 
año siguiente a su mayoría de edad, se convierte de pleno derecho en salvadoreño 
por nacimiento. Es, pues, suficiente, un simple paso del tiempo, dadas las circuns· 
tancias legales, para que se rompa la transmisión indefinida de nacionalidad. 

Nótese que nos hemos referido a la transmisión indefinida de nacionalidad 
extranjera en El Salvador, consentida por nuestra legislación, puesto que el que un 
Estado extranjero otorgue, indefinidamente su nacionalidad de origen en el caso 
que nos ocupa, no puede ser impedido por nuestro legislador. 

Finalmente, analizaremos un principio no enumerado en el planteamiento de 
nuestro trabajo, y defendido por la doctrina europea en general (por la española 
principalmente): el de la Unidad V Dependencia Familiar. Este principio se basa 
en los siguientes supuestos: la familia ha de tener una sola nacionalidad para faci· 
litar su unidad, y aquélla ha de ser en base a la nacionalidad del padre, que es el 
cabeza de familia, y de quien dependen la esposa y los hijos. Dichos supuestos son 
discutidos cada vez más en la actualidad, debido al auge del llamado "movimiento 
de liberación femenina". 

El análisis del principio nos lleva también a considerar la influencia del matri· 
monio en la nacionalidad de la mujer. 

Comenzaremos diciendo sobre el tema referido, que para los profesores espa­
ñoles Trías Giró V Trías de Bes, en su exposición de principios sobre nacionalidad, 
el de "la dependencia y unidad familiar" ocupa un principalísimo lugar. 

Nos dicen en 10 pertinente: "se reduce la doctrina en este punto" (los princi· 
pios sobre nacionalidad) "a cuatro principios simplicísimos: 19 el de la dependencia 
y unidad familiar, según el cual la mujer y los hijos, bajo la patria potestad, siguen 
la nacionalidad del jefe de la familia".1G 

Se argumenta a su favor, que la familia ha de depender de una sola ley y que 
ésta ha de ser la del marido, que es quien goza de la hegemonía doméstica. Que 
facilita la solución de los conflictos de leyes en los países en que el estatuto perso· 
nal se determina por la nacionalidad. Que favorece a la familia, en cuanto la ase­
gura contra la posibilidad de expulsión de uno de sus miembros o de otra medida 
autorizada contra el extranjero. Que la unidad de nacionalidad hace más fácil edu· 
car a los hijos en el culto de la patria y favorece la cohesión nacional, evitando 
"islotes" extranjeros. Que el matrimonio y la dualidad de patrias son inconciliables, 

15 Citados por Miaja de la Muela; Derecho Internacional Privado. Madrid. 1973. 
Tomo 11, p. 16. 
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puesto que producirían en la mujer un conflicto entre los deberes respecto a su país 
y hacia su marido.16 . 

y en contra, se argumenta básicamente que la mentalidad actual rechaza toda 
idea de servidumbre, y que la igualdad de los cónyuges, es la adecuada al matrimo­
nio. Se dice, además, que el que la mujer conserve su propia nacionalidad, tiene 
utilidad práctica en los países de inmigración, en los que 10 más 'frecuente es que el 
extranjero sea el marido; pues, en estos casos, si se impusiera a la mujer que vive 
en su propio país, la nacionalidad del extranjero con el cual se casa, sería contrario 
a la naturaleza de las cosas". 

Es innegable -agrega Miaja- la tendencia a dejar cuando menos una opción, 
en forma positiva o negativa, a la mujer que se casa, para conservar su nacionalidad; 
opción que, en bastantes supuestos, puede encontrarse justificada".17 

Hemos visto, cómo el principio de la dependencia y unidad familiar hace sentir 
sus efectos en la nacionalidad de la mujer que se casa y cómo se discuten doctrina­
riamente estas cuestiones. Nuestra posición constitucional es, no obstante, clara: 
Se rechaza el principio susodicho y se afirma la igualdad jurídica de los cónyuges. 
Así tenemos que, como ya se expuso, el salvadoreño por nacimiento sólo pierde su 
nacionalidad por adquisición voluntaria de otra y el salvadoreño naturalizado por 
el mismo motivo anterior, y por los casos del Art. ·16 en. No se comprende, enton­
ces, la idea de la dependencia y sujeción de la mujer al marido, ni que tenga por 
tanto que seguir aquélla, la nacionalidad de éste. Es esto una consecuencia del prin­
cipio inspirador de la constitución, sobre la igualdad de los hombres ante la ley 
(Art. 150 Cn.), que encuentra su aplicación específica respecto al matrimonio, en el 
Art. 179, inc. lQ infine que afirma: que éste "descansa en la igualdad jurídica de 
los cónyuges". 

El hecho de contraer matrimonio es, en nuestra Constitución, sólo un medio 
que facilita, sobre todo al extranjero o extranjera no españolo hispanoamericano 
que se casa con salvadoreño, la adquisición voluntaria de la nacionalidad salvado­
reña (Art. 13 NQ 5Q Cn.). Se mantiene aSÍ, la tesis de la autonomía individual en 
relación a la nacionalidad, en el sentido de que la adquisición de nacionalidad es 
voluntaria. Y en cuanto a la influencia del matrimonio en la nacionalidad, se sos­
tiene una posición "sui generis", que no tiene plena cabida, en los apartados de 
la clasificación de legislaciones positivas que nos trae Duncker Biggs sobre este 
punto.18 .. 

16 Argumentos de diversos autores europeos, por su orden: Sauer Hall, Weiss; 
Lozano Serralta, Pelletier, Audinet, Pelletier; citados por Miaja. ob. cito T. 1I, 
págs. 52-53. 

17 Miaja. Ob. Cit., pág. 53. 

18 Para Duncker, en su Obra Derecho Internacional Privado. Santiago de Chile, 1956 
pp. 205, las legislaciones positivas del mundo pueden ser clasificadas, en cuanto 
a la influencia del matrimonio en la nacionalidad de la mujer, en cuatro aparta­
dos fundame~tales: " 

46 
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por el solo hecho del matrimonio (Alemania. Inglaterra. España, Perú. etc.). ' 



Tenemos aSÍ, sobre el tema matrimonio-nacionalidad dos enfoques: uno apli­
cable a los salvadoreños V otro a los extranjeros. El matrimonio es un acto jurídico 
que no influye en 10 absoluto, en la nacionalidad salvadoreña. 

Mas no es así para los extranjeros, puesto que para ellos, el matrimonio es un 
medio que facilita la adquisición de la nacionalidad salvadoreña, se requiere además, 
manifestación de voluntad V dos años de residencia en el país. Este medio pueden 
utilizarlo, ya la extranjera que se casa con salvadoreño, como también, el extranjero 
que se casa con salvadoreña. 

Se mantiene, pues, el principio de la igualdad jurídica del hombre V la mujer: 
lo cual quedó claro, Entre nosotros, desde la exposición de motivos de la Cn. del 
50, que la del 62, no hizo casi más que transcribir. El criterio de la dependencia 
y unidad familiar, -seguido anteriormente por nuestra legislación- subsiste, como 
resabio, en sus ideas básicas de subordinación de la mujer al hombre, en algunos 
artículos aislados del Civil (últimamente renovado en cuanto a patria potestad) V, 
concretamente, en la dependencia de la nacionalidad de la mujer al marido, en el 
Art. 2 N9 39 de Ley de Extranjería, inaplicable por inconstitucional. 

No resta más que concluir, luego de este breve examen de principios de Dere­
cho Internacional Privado sobre Nacionalidad, que el balance es favorable para nues­
tra Constitución, en el cumplimiento de los mismos, dado el actual desarrollo de la 
disciplina internacional iusprivatista. Sin embargo, deseable sería una visión más 
"internacional", en la regulación de la nacionalidad salvadoreña, tendiente a evitar 
hasta el máximo posible, los llamados 4'conflictos de nacionalidad, que constitu­
yen un lunar en las realizaciones prácticas del Derecho Internacional Privado, como 
disciplina que aspira a ser, por vocación intrínseca, una rama auténticamente inter­
nacional. 

2.-Pafses que subordinan la desnacionalización de la mujer que se casa, al cum­
plimiento de una condición. La condición puede ser: a) la voluntad de la mujer 
(Bélgica, Rumania, Yugoslavia); b) el cambio de domicilio de la mujer (pafses 
escandinavos); c) la adquisición por la mujer de la nacionalidad de su marido, 
según la Ley de éste (Italia, Suiza, Portugal, Japón, China, etc.). 

3.-Pafses que reconocen expresamente la independencia de la nacionalidad de 
la mujer casada (E.U., URSS). 

4.-Pafses que no tienen disposiciones concernientes a la influencia del matrimo­
nio en la nacionalidad de la mujer (Argentina, Brasil, Uruguay, Paraguay, Co­
lombia, Chile). 
Como puede observarse, y según se desarrolla en el texto de este trabajo; la po­
sición constitucional salvadoreña, por sui-generis, no cabe plenamente, en esta 
clasificación de apartados fundamentales. En cuanto a la nacionalidad salvado­
reña, no se le reconoce influencia alguna al matrimonio ev. Arts. 14 inc. 19, 16, 13 
N9 59, 179 y 150 Cn.). En cuanto a los extranjeros que se casan con salvadoreños. 
se exigen dos condiciones para cambiar nacionalidad y no referidas propiamente 
a la mujer, sino al extranjero en general. 
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LA COMUNIDAD ECONOMICA y 
SOCIAL CENTROAM ERJCANA 

Por ENRIQUE ARGUMEDO 9 

Los Gobiernos de las Repúblicas de Guatemala, El Salvador, Honduras, Nica­
ragua y Costa Rica, están empeñados en restructurar su proceso económico integra­
cionista que comenzó en 1952, cuando la CEPAL dejó establecidos los principios 
rectores del programa de integración económica por petición hecha por estos países 
el año anterior, inspirados en la Carta de la ODECA; continuó el proceso con la 
realización de los Tratados Bilaterales del Libre Comercio, siguió adelante con el 
Tratado l\1ultilateral de Libre Comercio e Integración Económica Centroamerica­
na suscrito en Tegucigalpa ellO de junio de 1958, junto con el Convenio sobre el 
Régimen de Industrias Centroamericanas de Integración, luego siguió el Convenio 
sobre Equiparación de Gravámenes a la Importación suscrito en San José el lQ de 
septiembre de 1959, el Tratado de Asociación .Económica entre Guatemala, El Sal­
vador y Honduras suscrito en Guatemala el 6 de Febrero de 1960, el Convenio 
Constitutivo del Banco Centroamericano de Integración Económica junto con el 
Tratado General de Integración Económica Centroamericana suscrito en Managua 
el 13 de diciembre de 1960, a los cuales se adhirió Costa Rica a principios de 1962, 
y el Convenio Centroaméricano de Incentivos Fiscales al Desarrollo Industrial sus· 
crito en San José el 31 de julio de 1962. Posteriormente se han suscrito múltiples 
protocolos, tales como el especial sobre granos en Limón, Costa Rica en octubre 
de 1965 y el de envases y papel en San Salvador en 1966. 

Los beneficios que ese proceso de integración ha dejado, aím con sus imper­
fecciones, es razón suficiente para que se busquen nuevas fórmulas que vengan a 
darle mayor impulso, en esta época en que circunstancias especiales no han permi­
tido que las metas fijadas se cumplan con plenitud. 

La ocasión es propicia entonces, para crear un nuevo instrumento en el cual 
se plasmen los puntos positivos logrados hasta ahora, se reforman aquéllos que 
presentan fallas, así como se instituyan aquellos asPec~os que no se regularon con 
anterioridad, para 'que los beneficios de la integración seán totales V no quede nin­
gún sector fuera de ella. Con esa idea en mente es que se ha elaborado por parte de 

9 Abogado. Profesor de Principios Generales de Finanzas Públlcas en la Facultad 
de Jurisprudencia y Ciencias Sociales de la Universidad de El Salvador. Colabo­
rador Jurídico del Ministerio de Economía. 
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la Secretaría Permanente del Tratado General de Integración Económica Centroa­
mericana un proyecto de Tratado que crea la Comunidad Económica V Social Cen­
troamericana del cual señalaremos sus principales regulaciones. 

Fundamentalmente la creación de la Comunidad es para mejorar el nivel V la 
calidad de vida y de trabaio del pueblo centro:;¡mericano, lograr el desarrollo eco­
nómico y social de cada uno de los pªises V de Centro América en su .conjunto en 
una foona aonónica y equilibrada, lograr la autodeterminación política y econó­
mica de Centro América y alcanzar la. 'u nión Ce~troamericana. 

Para alcanzar esas metas, se ha fiiado un período máximo de 25 años contados 
a partir de la fecha de entrada en vigor del Tratado. Una vez cumplido ese plazo 
se iniciaran negociaciones para llegar a fases más avanzadas de in tegración. 

11. ORGANOS E INSTITIJCIONES 

La Comunidad distinguirá entre Organos e Instituciones. Los primeros ten­
drían una mayor 1erarquía. 

Los Organos serán: El Consejo de la Comunidad, La Comisión de la Comuni­
dad, el Tribunal de la Comunidad, el Consejo Monetario Centroamericano V la 
Asamblea Centroamericana. 

Las Instituciones serán: El Banco Centroamericano de Integración Económica 
(BCIE), la Comisión Centroamericana de Autoridades Portuarias (COCAAP), el 
Instituto Centroamericano de Investigación V Tecnología Industrial (ICAITI), el 
Instituto Centroamericano de Administración Pública (ICAP), el Instituto de N u­
trición de Centroamérica V Panamá (INCAP), el Consejo SuperiQr Centroamerica­
no (CSUCA), el Instituto Centroamericano de Investigación V Tecnología Agrícola 
(lCAIT A), el Instituto Centroamericano de Comercio Exterior (INCOME), el 
Instituto Centroamericano de Medicina V Seguridad Ocupacional (INCEMSO), 
el Consejo Centroamericano para la aplicación de la Ciencia V la Tecnología (Ca­
CACIT), la Corporación Centroamericana de Servicios de Navegación Aérea (CO­
CESNA), la Comisión Técnica de Telecomunicaciones Centroamericana (CON­
TELCA), la Comisión Centroamericana de Valores, la Bolsa Centroamericana de 
Valores, la Corporación Centroamericana de Inversiones V el Comité Centroameri­
cano de Energía. 

EL CONSEJO DE LA COh1UNIDAD será el órgano máximo, disponiendo 
de poderes de decisión, correspondiéndole dirigir la política económica V social. 

Estará formado por Representantes de los Estados Miembros, que serán los ti­
tulares de los Ministerios bajo cuya competencia se hallaren los asuntos a tratar en 
cada reunión, y si estos asuntos son de competencia de varios ministerios, se cons­
tituirá por más de un Ministro por cada país. 

El Consejo tendrá un Presidente que será el Ministro de Integración de cada 
país, según orden alfabético V durará un año en sus funciones. 

A diferencia de como lo establece ahora la Comunidad Económica Europea, la 
reunión de Jefes de Estado no constituirían reunión de Consejo, aunq ue se tratará 
por parte de éste de proponer reuniones de este tipo. 
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Le corresponderá al Conseio principalmente, adoptar todas las medidas nece­
sarias para llevar a la práctica los compromisos contenidos en el Tratado que crea 
la Comunidad. Como consecuencia de ello, evaluará periódicamente los resultados 
de la aplicación del Tratado. También aprobará el presupuesto anual de los órganos 
e ins.tituciones de la Comunidad. Nombrará a los Magistrados del Tribunal ya los 
miembros de la Comisión. Poseerá facultades para resolver en las situaciones no 
previstas por el Tratado y que tiendan a lograr los obietivos de la Comunidad. 

La Comisión será el órgano técnico y eiecutivo de la Comunidad. Funcionará 
en forma permanente en la ciudad que el Tratado designe. 

Dispondrá de poder propio de decisión, por cuanto le corresponderá funda­
mentalmente, adoptar o lograr que se adopten, las medidas necesarias para asegurar 
el funcionamiento y desarrollo progresivo de la Comunidad. 

La Comisión estará integrada por 8 miembros, cinco de los cuales serán nom­
brados por el Consejo, y éstos elegirán a los 3 restantes; pero no podrán ser miem­
bros de la Comisión, más de 2 nacionales de cada Estado. Este número de miem­
bros integrantes de la Comisión podrá ser reducidos por unanimidad de votos de 
los Estados miembros, cuando así lo justifique el progreso logrado en las políticas 
económicas, sociales. y el avance de la Comunidad. 

Los miembros de la Comisión, quienes deberán ser personas de experiencia en 
la Integración Centroamericana v de quienes se pretende que posean el más alto 
grado de imparcialidad, independencia de criterio e integridad, va que actuarán to­
mando en cuenta los intereses de la comunidad, sin recibir ni solicitar instrucciones 
de gobierno alguno, durarán 4 años en sus funciones, pudiendo ser reelectos. Bus­
cándose que la renovación de sus miembros sea parcial, cuatro de los miembros pri­
meramente electos durarán sólo 2 años en el desempeño de sus cargos, luego co­
menzará a aplicarse la regla general de los 4 años para todos. 

Si alguno de los miembros dejare de responder a las condiciones necesarias 
para formar parte de la Comisión, podrá ser destituido por el Tribunal, a petición 
ya sea del Conseio o de la misma Comisión, depende quien haya hecho su elección. 

La Comisión tendrá su Presidente, quien será el más alto funcionario adminis­
trativo de la Comunidad, teniendo la representación legal de ella. 

Será competencia de la Comisión entre otras: 1) Cumplir V hacer que se cum­
plan las disposiciones del Tratado, de sus instrumentos complementarios o deriva­
dos y de las que adopte el Consejo; 2) Formular los planes y programas regionales; 
3) Coordinar la acción de los órganos e instituciones de la Comunidad; 4) Mante­
ner un sistema de infonnación v consulta con los gobiernos, V prevenir a éstos y al 
Consejo sobre cualquier situación que pudiera causar grave perjuicio a los intereses 
de la Comunidad. 

Manifestará su voluntad la Comisión a través de resoluciones, las cuales pue­
den ser de carácter general o particular, siendo siempre motivadas. Las resoluciones 
generales entrarán en vigor en la fecha de su publicación en el Diario Oficial de 
la Comunidad, y las particulares desde la fecha de su notificación. 
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El Tribunal de la Comunidad se instituye para asegurar el imperio del Derecho 
en el marco comunitario, y para tales efectos deberá tomar en cuenta que se con~ 
viene que sobre las normas de derecho interno de cualquiera de los Estados miem­
bros tendrá primacía el Derecho Comunitario. 

El Tribunal estará compuesto de cinco Magistrados Propietarios V cinco Su­
plentes, nacionales de los Estados Miembros, los cuales serán nombrados por de­
cisión unánime del Consejo, constituido en este caso por los Ministros de Relacio­
nes Exteriores, de entre ternas que le propondrán separadamente, la Corte Suprenla 
de Justicia, el Colegio de Abogados y la Facultad de Derecho de la Universidad 
Nacional de cada país, teniendo que reunir las condiciones requeridas en sus res­
pectivos países para el ejercicio de las más altas funciones judiciales. 

Durarán seis años en el ejercicio de su cargo, pudiendo ser reelectos por un 
período más. Podrán ser removidos por faltas graves en el ejercicio de su cargo, por 
decisión unánime del Consejo. 

El Tribunal será competente para: 1) Decidir sobre la legalidad de los actos 
emanados de los Organos e Instituciones de la Comunidad; 2) Decidir sobre la 
legalidad de las acciones V omisiones de los Estados miembros en relación con las 
obligaciones que les impone el Tratado que crea la Comunidad. 3} Resolver sobre 
los diferendos entre los Estados miembros en materias relacionadas con el Tratado, 
cuando le sean presentadas en virtud de compromiso; 4) Resolver los recursos de 
incompetencia, de abuso y desviación de poder del Consejo y de la Comisión; 
5} Conocer de las acciones relativas a la reparación de los daños y perjuicios irro­
gados por las Instituciones de la Comunidad o por los funcionarios en el ejercicio 
de su cargo; 6} Pronunciarse por vía prejudicial, acerca de la interpretación del 
Tratado, y la validez e interpretación de los actos realizados por los órganos e 
instituciones de la Comunidad; 7) Conocer de las sanciones de los reglamentos 
que adopte el Consejo, cuando así se estipulare en éstos. 

El Tribunal regirá su administración V funcionamiento por medio del Estatuto 
Judicial, el cual deberá ser aprobado unánimemente por el Consejo constituido 
por los Ministros de Relaciones Exteriores, o bien se tendrá por aprobado tácita~ 
mente cuando pasados 30 días de haberse sometido a conocimiento del Consejo 
no se hubiere producido la aprobación correspondiente. 

Para que el Tribunal conozca en los casos en que un Estado miembro falte a 
las obligaciones que le corresponden, si el procedimiento es iniciado por la Comi­
sión, será necesario que ésta, le haga saber al Estado infractor su falta, que emita 
un dictamen motivado y que el Estado infractor no se conformare con ese dictamen. 
No obstante, en situaciones especialmente graves previstas reglamentariamente se 
podrá acudir directamente al Tribunal. 

Ahora bien, si el procedimiento es iniciado por un Estado, será necesario hacér­
selo saber antes a la Comisión junto con los fundamentos de derecho en que se 
base. La Comisión oirá a los Estados interesados y emitirá un dictamen motivado; 
si no lo emite luego de tres meses, el Estado denunciante tiene franqueado el ca­
mino para acudir al Tnbunal. 
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A efecto de darle operatividad a la primacia del Derecho Comunitario y a los 
fallos del Tribunal, se establece que sus sentencias tendrán fuerza ejecutiva en el 
territorio de los países miembros. 

El Consejo Monetario Centroamericano seguirá funcionando como un órgano 
especializado. Estará encargado de adoptar o lograr que se adopten las decisiones 
del Consejo relativas a alcanzar la Unión Monetaria. También le corresponderá 
tomar acciones encaminadas a lograr objetivos comunes en las políticas cambiarias 
y crediticias; dirigir y supervisar la Cámara de Compensación Centroamericana, el 
Fondo Centroamericano de Estabilización Monetaria y cualquier otro mecanismo 
financiero que se estableciera en el futuro, tal el caso por ejemplo de la Bolsa Cen­
troamericana de Valores y la Corporación Centroamericana de Inversiones. 

El Consejo estará integrado por los Presidentes de los Bancos Centrales de 
cada Estado miembro. Tendrá un Presidente el cual durará un año en el ejercicio 
de sus funciones. Este cargo será ejercido en foona rotativa por los miembros del 
Consejo, según el orden alfabético de sus países. 

Existirá una Secretaria Ejecutiva, la cual estará a cargo de un Secretario Eje­
cutivo, quien durará cuatro años en el ejercicio de sus funciones, pudiendo ser ree­
lecto, el cual deberá tener amplia capacidad en cuestiones monetarias. 

La Cámara de Compensación Centroamericana continuará funcionando como 
hasta ahora, dependiendo administrativamente de la Secretaría, a efecto de seguir 
cumpliendo su función de actuar como un mecanismo de compensación multilate­
ral y de créditos recíprocos, para facilitar los pagos y fomentar el uso de las mone­
das de los Estados miembros. 

El Fondo Monetario de Estabilización Monetaria, que ya funciona desde el 
19 de octubre de 1969, continuará funcionando administrado también por la Se­
cretaría Ejecutiva del Consejo l\!lonetario, con el objeto de proporcionar asistencia 
financiera a los Bancos Centrales para corregir desajustes temporales en la balanza 
de pagos de los países lniembros y prevenir tendencias adversas en los regímenes 
cambiarios de éstas. Manejará las reservas monetarias internacionales de los Estados 
miembros, en la forma que determine conjuntamente el Consejo de la Comunidad 
y el Consejo Monetario. Este Fondo de Estabilización será administrado por la 
Secretaría Ejecutiva del Consejo Monetario. 

La Asamblea Centroamericana podrá ser un 6rgano de la Comunidad, si los 
Estados miembros acordaren su creación cuando así convenga a los mejores intere­
ses de ellos, dado el grado de avance y perfeccionamiento de la Comunidad. 

La Asamblea Centroamericana pues, no será un órgano que comenzará a fun­
cionar al entrar en vigor el Tratado que crea la Comunidad, sino que lo sería con 
posterioridad al así estimarlo conveniente los Estados Miembros, estableciéndose 
en el instrumento jurídico que acuerde su creación, las funciones y atribuciones de 
esta Asamblea. 

Las Instituciones ya existentes continuarán funcionando bajo el régimen esta­
blecido en sus correspondientes Estatutos o convenios constitutivos. Las reformas 
pertinentes se harán por el Consejo a propuesta de la Comisión para adec.uarlas 
a los nuevos lineamientos de la Comunidad, debiendo consultar previamente a las 
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más altas autoridades de las Instituciones de que se trata, V tomar el acuerdo por 
unanimidad de votos. 

Ill. PERFECCIONAMIENTO DEL MERCADO COMUN 
CENTROAMERICANO y DE LAS UNIONES ADUANERA Y MONETARIA 

Por regla general, las mercaderías originarias de los Estados Miembros de la 
Comunidad gozarán de libre comercio en el territorio de todos ellos, en consecuen­
cia, estarán exentas de toda clase de tributos sobre importación y exportación, pero 
no del pago de gabarraje, muellaje, almacenaje, manejo de mercaderías, servicios 
de puerto, custodia y transporte. 

También estarán exentas de toda restricción o discriminación derivadas de me­
didas de carácter cuantitativo, administrativo, monetario, cambiario o de cualquier 
otra naturaleza. Sin embargo, se podrán establecer medidas restrictivas de inter­
cambio, por razones de sanidad o policía, tratando la Comisión que esas medidas 
no obstaculicen o impidan el libre comercio, propiendo al Consejo, cuando así 
sea necesario, la armonización o unifonnación de tales medidas. 

La regla general del libre comercio tendrá sus restricciones en los siguientes ca­
sos: 1) Cuando el Consejo racionalice la producción de algún sector importante, ya 
sea de la actividad agrícola o industrial, V regule temporalmente el intercambio de­
bido a graves dificultades originadas en esos sectores como consecuencia del libre co­
mercio; 2) Cuando el Consejo no adopta las medidas pertinentes, V la Comisión 
acuerda temporalmente regular el intercambio, desempeñando una acción preven­
tiva; 3) Respecto de los infractores, en el caso de incumplimiento de las decisiones 
que se tomen relativas a las medidas correctivas de desajustes industriales, cuando 
así lo acordare el Consejo; 4) Cuando algún Estado miembro confrontare una situa­
ción que causare o amenazare causar desequilibrios graves en su balanza de pagos 
global, entendiéndose por tal, la disminución repentina de sus reservas monetarias, 
en una magnitud que ponga en peligro sus transferencias monetarias internaciona­
les o la paridad de su unidad monetaria. En este caso en reunión conjunta del Con­
sejo de la Comunidad V del Consejo Monetario, se tomarán medidas de emergen­
cia. 5) Sobre las mercaderías que figuraran en un anexo al Tratado que crea la 
Comunidad, durante un período transitorio; 6) Sobre los productos elaborados por 
plantas no acogidas al sistema de programación industrial, que sean iguales o simi­
lares a los producidos por plantas sí acogidas a ese sistema; 7) Los productos de 
las empresas que violen las normas de sana competencia . 

. Aquellas mercaderías provenientes de los Estados signatarios que no llenaren 
los requisitos para ser calificadas como de origen gozarán de una preferencia aran­
celaria del 25%, siempre que se demuestre a la Comisión por parte de la empresa 
productora, que a más tardar dentro de los dos años siguientes, se cumplirán con 
los requisitos para que sus mercaderías sean consideradas de origen. 

Cuando existiere duda sobre el origen de una mercadería, ésta la resolverá la 
Comisión, y entre tanto ninguno de los países miembros podrá impedir el libre 
cómercio de esa mercadería. No podrán aplicar medidas unilaterales que impidan 
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el libre comercio, con motivos de problemas o conflictos suscitados, mientras la 
Comisión no se pronuncie al respecto la cual deberá hacerlo dentro de los treinta 
días siguientes al planteamiento del caso. Para mantener una sana competencia 
comercial dentro de la Comunidad, se tratará de impedir, acuerdos o entendimien­
tos entre empresas, o abusos de posiciones dominantes que eliminen, distorcionen 
o restrinjan artificialmente las condiciones de competencia, excepto cuando esos 
acuerdos sean autorizados, por tender a mejorar la producción o la distnbución de 
bienes y servicios, siempre que los consumidores o usuarios obtengan una parte 
adecuada de los beneficios. 

También será incompatible con la sana competencia, la venta de mercancías 
a un precio inferior a su valor normal, de manera que cause perjuicio a la produc­
ción de cualquiera de los Estados Miembros, V la venta de productos elaborados 
Con materias primas adquiridas en un Estado en condiciones de monopsomio o a 
precios artificiales bajos, si a consecuencia de ello, se causare perjuicio a otras em­
presas. 

Los Estados miembros no concederán directa o indirectamente, subsidios a la 
producción, comercialización o venta de mercancías destinadas al territorio de la 
Comunidad. Tampoco otorgarán exenciones ni reducciones de impuestos a la im­
portación de productos fuera del área, que también sean producidos en los Estados 
miembros en condiciones adecuadas de calidad, precio V abastecimiento, correspon­
diéndole a la Comisión, determinar cuando no se llenan esas condiciones. 

Los Estados miembros de la Comunidad se comprometen a dar preferencia por 
parte de sus organismos públicos, a los productos centroamericanos. También, a 
que cuando tengan excedentes de alimentos, materias primas o bienes de primera 
necesidad producidos en sus respectivos países, tendrán que abastecer prioritaria­
mente al mercado regional, en condiciones adecuadas de calidad V precio. 

El Mercado Común implicará la libre circulación de personas, eliminando 
progresivamente visas o permisos, en consecuencia, podrán entrar, permanecer, 
transitar y salir libremente en cualquiera de los Estados Miembros. Se gozará de 
los mismos derechos civiles que los nacionales, eliminándose también los procedi­
mientos y prácticas administrativas que limiten o restrinjan los derechos de los tra­
bajadores de los otros Estados. 

En lo que respecta a los empresarios, se suprimirá gradual V progresivamente 
las restricciones relativas a la apertura de agencias, sucursales y filiales de las 
empresas de los nacionales de un Estado en otro. Existirá libre circulación de capi­
tales, promoviéndose además un Mercado de Capitales Centroamericano comple­
mentado con la Unión Monetaria Centroamericana. A ese fin, se adoptará una le­
gislación uniforme sobre sociedades mercantiles y títulos valores, incluyendo una 
annonización en el tratamiento tributario, y se uniformará la emisión, manejo V 
colocación de títulos de la deuda pública, y la eliminación de obstáculos de ca­
rácter cambiario a esa libre transferencia. 

Cuando las condiciones del mercado de capitales lo permita, en razón del 
cumplimiento de las medidas expuestas, el Consejo de la Comunidad de acuerdo 
con el Consejo Monetario Centroamericano, creará la Comisión Centroamericana 
de Valores, la cual autorizará la emisión V circulación de títulos-valores transferi-
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bIes dentro de la Comunidad. También se creará la Bolsa Centroamericana de 
Valores y la Corporación Centroamericana de Inversiones, atendiendo ésta última 
las necesidades de fomento de las empresas centroamericanas y la fácil colocación 
de los títulos-valores entre los inversionistas. 

Para que funcione la Unión Aduanera será necesario armonizar los impuestos 
internos al consumo y sobre las ventas, así como mantener las reglas de la sana 
competencia comercial. Esta Unión se logrará de una manera gradual y progresiva, 
conforme vayan avanzando las políticas comunes monetarias, fiscales, cambiarias, 
arancelarias, agrícolas e industriales. 

Un tanto por ciento de lo que se recaude de los gravámenes comunes, se des­
tinará a un fondo comunitario que servirá principalmente para el financiamiento 
de los órganos e instituciones comunitarias y de actividades tendientes a lograr el 
~esarrollo equilibrado. 

Se creará un Servicio Aduanero Centroamericano, a quien le corresponderá 
la recaudación y distribución de los gravámenes arancelarios derivados de las im­
portaciones, pues será de su competencia, la aplicación de las disposiciones aran-
celarias. -

La Uni6n Monetaria se constituirá mediante la creación de una sola unidad 
monetaria y de la fusión de sus reservas monetarias internacionales. La Unidad 
de Cuenta Comunitaria se denominará Peso Centroamericano, cuyo valor será de 
0.818513 gramos de oro fino. Este valor podrá ser modificado por el Consejo Mo­
netario Centroamericano, debido a modificaciones del sistema de paridades mo­
netarias legales previstas en el Convenio del Fondo Monetario Internacional. 

Mientras no se constituye la referida Unión Monetaria, existirá una Zona 
~10netaria dentro de la cual funcionará un régimen cambiario normal, a base de 
tipos de cambio fijos y únicos y de una convertibilidad recíproca irrestricta entre las 
monedas nacionales, manteniendo una libertad de pagos dentro de la Zona, y 
garantizando la libre transferencia de capitales con fines de inversión dentro de la 
Comunidad. 

IV. POLITICAS DE LA COMUNIDAD 

La Comunidad Centroamericana, a fin de evitar la dispersión de las políticas 
de desarrollo de cada país, adoptará un Plan Centroamericano de Desarrollo e 
Integración Económica y Social, el cual será formulado por la Comisión y adoptado 
por el Consejo. Para elaborar ese Plan será necesario coordinar sus servicios de 
estadísticas y cuentas nacionales. 

Se adoptarán políticas comunes de desarrollo equilibrado, de alimentación y 
nutrición, de educación, de trabajo, de salud, de vivienda, de seguridad social, agrí­
colas, industriales, tributarias, monetarias, de economía externa, de integración 
física, de tratamiento al capital extranjero y centroamericano y de aplicación de 
la tecnología y la ciencia. 

En la política de desarrollo equilibrado se buscará resolver el desequilibrio en 
el desarrollo económico y social no sólo entre los países, sino también entre zonas 
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y regiones o entre sectores de las diferentes actividades económicas~ lo mismo que 
los problemas que impidan la incorporación al proceso productivo de los grupos 
marginados de la población. 

Corresponderá al Consejo a propuesta de la Comisión detenllinar las políticas 
comunes~ proponiendo al país de que se trate~ la inclusión en su plan nacional de 
desarrollo~ de las medidas internas que debe adoptar. 

- Esta programación de desarrollo equilibrado estará ligada a la programación 
industrial y agrícola~ pues tendrá que hacerse uso de instrumentos V mecanismos 
tales como incentivos a las actividades económicas~ excepciones transitorias al libre 
comercio~ etc. 

La Política de alimentaciÓn y nutrición buscará mejorar la situación alimen· 
taria y nutricional~ especialmente de los sectores de bajos ingresos. Entre las me· 
didas a tomarse~ se darán estímulos especiales para mejorar la producción~ con ser· 
vación~ distribución y consumo de los alimentos. También se fomentará la investi· 
gación y formación de recursos humanos especializados V se le dará más apoyo al 
Instituto de Nutrición para Centroamérica V Panamá (INCAP)~ quien será una 
Institución que propondrá al Consejo~ las medidas a tomarse con relación a este 
campo de la alimentación y la nutrición. 

La Política Educacional armonizará o uniformará los sistemas educativos en 
los niveles parvularios~ primarios, medio y superior~ tendiendo a que el mayor 
número de personas reciban los beneficios de la educación y puedan iniciar o con­
tinuar sus estudios en cualquiera de los paises de la Comunidad en las mismas con­
diciones y niveles que en el propio. 

Los programas educativos de las zonas rurales deberán tener en cuenta las 
condiciones de vida y de trabajo de las familias campesinas, para reducir y evitar el 
ausentismo y la deserción escolar. Se incrementará la formación de profesionales 
intermedios~ de personal docente y en su oportunidad se creará un Centro de Estu­
dios Superiores de carácter regional, previa consulta con el Consejo Superior Uní· 
versitario. 

La Política Laboral tendrá como objetivo armonizar o equiparar las condicio­
nes de trabajo~ las prestaciones laborales los regímenes de salarios mínimos. Se 
buscará aumentar los niveles de empleo~ especialmente en las zonas rurales y asegu­
rar una remuneración justa al factor trabajo. La Política Laboral estará íntimamente 
unida en lo pertinente con la política de seguridad social. 

Para cumplir los objetivos trazados, se garantizará la libertad sindical V la 
contratación colectiva. Se organizará además una Oficina de Colocación V empleo~ 
centros de formación vocacional y especialización de mano de obra. 

La Política de Salud estará orientada a reducir los índices de morbilidad y mor­
talidad, y a darle una importancia prioritaria a la medicina preventiva. 

Se tomarán las medidas necesarias para prevenir y combatir las enfermedades 
que contribuyen en mayor medida al desempleo~ las que más incidencia tengan en 
la productividad agrícola e industrial y las que reducen la capacidad de aprender 
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y que causan el mayor número de fallecimiento en los primeros años de la vida 
económicamente activa de las personas. 

La Política de Vivienda le dará especial atención a las necesidades habitacio­
nales existentes en las zonas rurales y en las urbanas marginales, comprendiendo 
tipos de vivienda más adecuados para las distintas regiones V ambientes, financia­
miento, asistencia técnica. 

La Política de Seguridad Social se basará en el Convenio Multilateral de Se­
guridad Social suscrito en San José de Costa Rica el 14 de Octubre de 1967. Se 
adoptarán las medidas de armonización o equiparación relativos a programas y 
prestaciones de seguridad social, y de higiene V seguridad en el trabaio. En la opor­
tunidad que determine el Consejo a propuesta de la Comisión, se creará el Insti­
tuto Centroamericano de Medicina y Seguridad Ocupacional. 

La Política Agrícola tendrá como objetivos elevar sustancialmente la tasa 
ele crecimiento del ingreso agrícola, lograr cambios fundamentales en la distribu­
ci(m del mismo ingreso para mejorar el nivel de vida de la población rural, darle 
mayor oportunidad de empleo V una más alta remuneración al factor trabajo, pro­
curar la más amplia interrelación entre la agricultura y los demás sectores de la 
actividad económica, así como aumentar la productividad agrícola. 

Para cumplir esos fines será necesario realizar programas de investigación agrí­
cola, que mejore la producción, procesamiento, conservación V distribución de los 
productos agrícolas, incluyéndose dentro de estas medidas por eiemplo: asistencia 
técnica, sistemas comunes de mercadeo V estabilización de precios, dotación de 
obras de infraestructura necesarias. Tanlbién existirá un compromiso para modifi­
car la estructura agraria, mediante la sustitución del latifundio y el minifundio por 
un sistema justo de tenencia V explotación de la tierra, "para que ésta se ponga al 
servicio del desarrollo económico y social V constituya para el hombre que la tra­
baja, base de su estabilidad económica, fundamento de su progresivo bienestar social 
y garantía de su libertad y dignidad". 

Se establecerá un régimen uniforme de incentivos económicos al desarrollo 
agrícola. 

La Política Industrial tendrá como objetivos transformar la estructura indus­
trial, lograr un crecimiento sostenido del sector, mejorar el nivel tecnológico, pro­
piciar la mayor absorción de mano de obm centroamericana, proporcionar al con­
sumidor productos de alta calidad a precios favorables, contribuir a reducción la 
vulnerabilidad económica externa de la región, mediante la sustitución selectiva 
de importaciones y el incremento de las exportaciones. 

Se buscará lograr una adecuada distribución geográfica de las actividades in­
dustriales, formar empresas de capital multinacional centroamericano especialmen­
te en las industrias básicas V tecnificar V organizar la pequeña y mediana industria. 

Se establecerá un régimen centroamericano de incentivos fiscales al desarrollo 
industrial, que tomará en cuenta una selectividad en las actividades industriales 
objeto de estímulo, la instalación adecuada V operación eficiente de las empresas, 
el mantener el sacrificio fiscal dentro de límites razonables con carácter temporal 
y el mayor beneficio posible para consumidor en calidad V precios. 
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La Política Tributaria buscará eliminar las distorsiones creadas por el compo­
nente tributario en las estructuras de precios y en las relaciones de competencia, 
facilitar la corriente de rentas y capitales entre los países miembros evitando la 
doble imposición y los tratamientos discriminatorios. 

Se creará un programa de armonización tributaria, que establecerá por etapas, 
reglas comunes para los impuestos que gravan la renta, el patrimonio, la producción 
y el consumo de bienes y servicios, siendo prioritario establecer: principios jurisdic­
cionales de imposición, objetos y sujetos pasivos de los gravámenes, concepto de 
renta y su fuente, bases de cálculo y reglas para determinar el tributo, modalidades 
de cobro, formas de extinción de la obligación tributaria, procedimientos adminis­
trativos para la aplicación de los impuestos, régimen tributario uniforme para gra­
var las utilidades de las empresas que operen en el territorio de los estados miem­
bros que comprenda tasas iguales para esas utilidades así como las que reparta a 
sus socios. 

Se formulará por el Consejo un Código Tributario Centroamericano a pro­
puesta de la Comisión. Existirán unidades administrativas de apoyo común de pro­
cesamiento de datos, registro de corttribuyentes, estadísticas tributarias, etc. 

También por acuerdo del Consejo previa consulta a la Comisión, se autorizará 
a los países miembros a celebrar convenios con terceros países para evitar la doble 
tributación y prevenir la evasión fiscal. 

Siendo los aranceles de importación y exportación un medio para sustituir im­
portaciones, estimular exportaciones, lograr una eficiente producción y contribuir 
a una equitativa distribución de los beneficios y costos de la integración entre los 
l;aíses miembros, debe la Política Tributaria colocar también entre sus objetivos 
las cuestiones arancelarias, por ser los impuestos de importación y exportación, 
parte de lo tributario. 

El fin primordial de los aranceles no será fiscal, pero en casos graves y espe­
cialmente calificados, el Consejo a propuesta de la Comisión determinará que los 
instrumentos arancelarios podrán utilizarse para acrecer el ingreso fiscal. 

La base del arancel de aduanas de importación será la Nomenclatura Arancela­
ria de Bruselas para Centroamérica (NABCA). Se usarán las tarifas ad-valorem, 
salvo en aquellos casos que sea más conveniente hacerlo en términos específicos 
o mixtos. 

El arancel de importaci6n será flexible. Será el Consejo a propuesta de la Co­
misión el que para tales efectos podrá aumentar o disminuir, dentro de ciertos lí­
mites que fije el Tratado, el monto de los gravámenes aduaneros, modificar la no­
menclatura, acordar cuotas de importación a mercaderías de terceros países y autori­
zar el otorgamiento de preferencias arancelarias a terceros países o grupo de paises. 

En cuanto al arancel común a las exportaciones, éste se adoptará de manera 
gradual y progresiva, tomando en cuenta la diferente estructura de éstas en ca­
da país. 

La Política Monetaria será elaborada por el Consejo Monetario, el Consejo de 
la Comunidad y la Comisión, armonizando lo relacionado con la oferta, la dispo­
nibilidad y el costo del dinero y el crédito, para los efectos de mantener la estabili-
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dad y el buen funcionamiento de la zona monteria. El equilibrio global de la ba­
lanza de pagos será un objetivo primario de la, Política Monetaria. 

Se' tratará de uniformar lo relativo a los encajes bancarios, regulación del cré­
dito bancario, tasas de interés V redescuento, operaciones de mercado abierto V ope­
raciones de los intermediarios no bancarios. 

La Política Económica Extema tendrá como mira, aumentar el poder de nego­
ciación regional frente a terceros, establecer o incrementar las relaciones comercia­
les con los demás países del mundo, expandir V diversificar las exportaciones, racio­
nalizar las importaciones, mejorar las condiciones de intercambio con el resto del 
mundo V movilizar para fines de desarrollo, más inversiones, financiamiento V tecno­
logía proveniente del exterior. 

No se podrá otorgar tanto por la Comunidad como por los Estados miembros 
a terceros países sobre la cláusula de la nación más favorecida, un tratamiento igual 
o más beneficioso que el previsto en el Tratado o lo estipulado en base a convenios 
de complementación o coinversión en áreas de interés común entre la Comunidad 
V terceros países. 

En una etapa avanzada del desarrollo de la Comunidad, la Política Económica 
Externa será de exclusiva competencia de los órganos comunitarios; pero mientras 
no se llegue a esa etapa, todos los convenios, tratados, acuerdos o arreglos interna­
cionales que celebren cada uno de los Estados miembros sobre Economía Externa, 
serán sometidos a consulta previa de la Comisión. 

Se creará en su oportunidad el Instituto Centroamericano de Comercio Exte­
rior, cuya organización V atribuciones le serán determinados por vía reglamentaria. 

La Política de Integración Física tomando en cuenta que es de interés general 
el creciente desarrollo de la infraestructura especialmente en el transporte V las co­
municaciones, buscará aprovechar en forma regional V complementaria los recursos 
naturales, incorporar amplias zonas de producción en la actividad económica, lograr 
la mejor explotación de las instalaciones V servicios correspondientes, dándosele pre­
ferencia en la ejecución de las obras a empresarios centroamericanos V tratando de 
operar los servicios a través de corporaciones regionales. 

Se adoptará por el Consejo, a propuesta de la Comisión, normas sobre con­
cesión de derechos para prestar servicios aéreos, marítimos o terrestres; regulación 
sobre fletes, tarifas V rutas. Se establecerán reglas comunes para armonizar o unifor­
mar la legislación marítima V aeronáutica civil y fomentar la organización y fun­
cionamiento de una flota centroamericana marítima V aérea. 

La Política Energética tendrá como objetivo primordial utilizar en forma inten­
siva y racional los recursos energéticos centroamericanos. A ese fin, se promoverá 
la construcción de proyectos de producción de energía eléctrica, ejecutar proyectos 
de un sistema eléctrico interconectado, se regulará en lo que proceda, la comercia­
lización de los derivados del petróleo y la adquisición del crudo en el exterior, 
se fomentará y coordinarán las exploraciones petrolíferas así como de cualquier otra 
fuente de energía. 

Cuando las circunstancias lo requieran, se establecerán empresas comunitarias 
que desarrollen actividades industriales en la explotación, refinación, transporte 
almacenamiento, distribución V venta de petróleo. ' 
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Se creará la Comisión Centroamericana de Energía como institución asesora 
del Consejo. 

La Política de tratamiento al capital extranjero tratará de uniformar o armo­
nizar las condiciones de. admisión del capital o inversión extranjera, los derechos 
de los inversionistas extranjeros, particularmente en lo relativo a la remisión de uti­
lidades y repatriación de capital, tratamiento de reinversión, limitación o prohibi­
ción de adquisición de empresas de capital centroamericano por inversionistas ex­
tranjeros así como la selección de las actividades reservadas al capital centroame­
ricano. 

La Política de Comercialización de Tecnología y de Aplicación de Tecnología 
y Ciencia estará encaminada a establecer un sistema de análisis, costos y limitacio­
nes de la adquisición de tecnología por parte de Centro América en el exterior, a 
fortalecer la capacidad tecnológica y científica de la región, fomentando la coope­
ración para aplicar esos adelantos en. mejorar la calidad de la vida humana, dismi­
nuir el desempleo, mejorar el aparato productivo, conservar y hacer uso racional de 
los recursos naturales y velar por la defensa y preservación del medio ambiente. 

Se adoptarán normas comunes sobre comercialización de la tecnología, registro 
y uso de patentes, diseños y procesos técnicos, marcas y nombres comerciales. 

Para formular y aplicar esta Política se creará el Consejo Centroamericano 
para la Aplicación de la Ciencia y la Tecnología. 

V. ASPECTOS CONSTITUCIONALES 

Todo lo expuesto antes, ha sido tomado del llamado Tratado Marco o sea del 
proyecto del Tratado que crea la Comunidad Económica y Social Centroamericana. 
En él-se contienen disposiciones que crearían organismos supranacionales, los cua­
les desde el punto de vista de algunos juristas irían contra lo dispuesto en nuestra 
Constitución Política. ¿Hasta dónde el Poder Ejecutivo podría celebrar ese Tratado 
y hasta dónde la Asamblea Legislativa ratificarlo? El Art. 9 CP. podría ser el valla­
dar para que esa celebración o ratificación no se diera, tomando en cuenta que El 
Salvador cedería parte del poder de autogobernarse a un organismo comunitario. 

El Art. 10 CP. establece por su parte que "Siendo El Salvador una parte de la 
Nación Centroamericana, está obligado a propiciar la reconstrucción total o parcial 
de la República de Centro América. El Poder Ejecutivo, con aprobación del Le­
gislativo, podrá realizarla en forma confederada, federal o unitaria, sin necesidad de 
autorización o ratificación de una Asamblea Constituyente, siempre que se respeten 
los principios republicanos y democráticos en el nuevo Estado, y que se garanticen 
plenamente los derechos esenciales de los individuos y de las asociaCiones". ¿Puede 
ser este artículo un argumento para permitir que El Salvador firme y ratifique el 
Tratado sin violar nuestra Constitución Política? 

La primera parte del Art. 10 deja establecido que se propiciará la reconstruc­
ción "total o parcial", no dice que ésta debe ser únicamente física, como decir entre 
El Salvador y Guatemala o El Salvador, Guatemala y Nicaragua, a falta de poder 
hacerlo con Honduras y Costa Rica también. Al decir "total o parcial", debemos 
entenderlo en todos sus aspectos, no sólo en cuanto a lo referido antes, y para el 
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caso total sería si la integración fuera plena entre todos los países, creando un nuevo 
Estado que absorbiera completamente a los anteriores, V parcial si solamente se 
acordara por ejemplo crear una Corte Suprema de Justicia Centroamericana. Dicho 
lo anterior, resulta claro que en IIii interpretación, la creación de organismos su­
pranacionales que desempeñen funciones hasta ahora desempeñados por organis­
mos nacionales, tendientes a lograr la integración económica y social de Centro 
América es una forma de reconstruir parcialmente la República de Centro América, 
V la Constitución lo permite. Admito, que en mi tesis doctoral no llegaba a hacer 
esta afirmación al tratar el punto. 

Cuando el Art. 10 continúa diciendo que el Poder Ejecutivo podrá celebrarlo 
en fomla confederada, federal o unitaria, se está refiriendo en esa parte cuando esa 
reconstrucción sea de tipo político, V no tiene aplicación desde luego cuando es de 
tipo económico, como la qúe se pretende con la Comunidad. Dicho de otra manera, 
no es que el artículo solamente se refiera o limite la reconstrucción a las uniones 
'políticas por emplear esas palabras de "federal, confederada o unitaria", sino que 
eso tendrá aplicación cuando se tratare de esas clases de uniones, V no cuando sean 
de otro tipo, COlno por ejemplo las Uniones Aduaneras o Económicas. 

Respetándose los principios democráticos V republicanos V los derechos esen­
ciales de los individuos V las asociaciones, es constitucional celebrar un Tratado 
de ese tipo, V el Tratado Marco los respeta V tiende a asegurarlos. 

El Tratado Marco contiene disposiciones que reforman disposiciones de los 
Códigos de la República; por ello, para darle cumplimiento al Art. 61 CP. sería 
necesario oír previamente la opinión de la Corte Suprema de Justicia; pero aunque 
no se oyera, creo que no se violaría la Constitución, pues por el sentido del Art. 10 
para reconstruir la República de Centro América, no es necesario cumplir uno a uno 
todos los artículos de la Constitución, sino que algunos podrán no ser plenamente 
cumplidos siempre que ellos no sean artículos de fondo que hagan que no se res­
peten los principios republicanos V democráticos y se garanticen los derechos esen­
ciales de los individuos V las asociaciones, V cuando se omite oír a la Corte' para 
reformar disposiciones de los Códigos que van a permitir la reconstrucción de 
Centro América, en los cuales no se afectan esos Derechos V principios, no se están 
irrespetando sino reafirmándose. 

Sin embargo, si alguien adujese que esos Derechos V Principios han sido vulne­
rados, le queda expedito el recurso de amparo o el de in constitucionalidad de las 
leyes. 

Por 10 antes expuesto, soy de opinión que El Salvador puede, de acuerdo a 
nuestra Constitución Política, celebrar V ratificar válidamente el Tratado que crea 
la Comunidad Económica V Social Centroamericana, pues ello implica propiciar 
la reconstrucción parcial de Centro América. 

NOTA: La primera parte de este trabajo ha sido meramente descriptivo. o sea 
exponer en qué consistlrfa y cuáles serfan los objetivos de la Comunidad. 
La segunda parte contendrá un análisis critico del Tratado. 
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COMENTARIO A lA 
"lEY DE ARRENDAMIENTO DE TIERRAS" * 

Por MAGNO TULlO SANDOV ALl 

I. REFERENCIA HISTORICA DEL CONTRATO DE ARRENDAMIENTO 

Antes de entrar al análisis de la Ley, en su fondo y contenido, valga un sus cinto 
bosquejo histórico de la figura del contrato de arrendamiento, a fin de situarlo 
en el tiempo y en el espacio como una figura verdaderamente de Derecho Agrario, 
que ha sido siempre legislada desde la antigüedad, en función de dar la mayor 
protección posible al hombre sin tierra que la habilita para hacerla producir, V que 
modernamente se le conoce con el nombre genérico de ARRENDATARIO, CO­
LONO, APARCERO, USUFRUCTUARIO, etc. Nos interesa aquÍ, la figura del 
arrendamiento, aunque las demás tengan como denominador común, tres hechos 
indestructibles como fenómeno social: a) Existencia de propietarios y acaparadores 
de tierras; b) Existencia de una mayoría desheredada, que ha trabajado las tierras 
bajo cualquier sistema; c) Necesidad de producir alimentos para la comunidad. 

Para no remontarnos a otras civilizaciones que precedieron a la cultura helénica 
y latina, nos quedaremos con la cita importante del Derecho Romano, que agotó 
todas las figuras jurídicas que pudieran darse como producto de la relación entre 
los hombres, las cosas que los rodeaban V los derechos que les correspondían de 
acuerdo a su propia cultura. Es así como los romanos conocieron un derecho de 
arrendamiento a perpetuidad, que 10 llamaban "JUS IN AGRO VECTIGALI", 
sobre las tierras que pertenecían a los Municipios v que se reconocían como "AGER 
VECTIGALIS". En mi Tesis doctoral,2 sobre este particular, manifiesto, citando 
a ·Eugéne Petit y a Gonzalo Fernández de León, que los Patricios fueron quienes 
se adueñaron de todas las mejores tierras y las daban en arrendamiento a perpetui­
dad, mediante un "censo" o "vectigal", a cultivadores que reconocían como "co­
lonos", concediéndoles el Pretor, una acción "inrem", incluso contra el mismo 
propietario, a quien no daban protección alguna, y, por el contrario, el mismo co­
lono era rodeado de tantas garantías que hasta lo invistieron de una excepción con-

o Decreto Legislativo N9 125, 19 de nov./74, D. O. N9 212, T. 245, 13 nov.174. 

1 Profesor titular de Derecho Agrario de la Facultad de Jurisprudencia y Ciencias 
Sociales de la Universidad de El Salvador. 

2 "Reforma Agraria Integral Latinoamericana. Caso de El Salvador". 
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tra la acción "reivindicatoria" que pudiera ejercer el propietario. Este derecho sobre 
las tierras en arrendamiento, pues, fue más amplio y más protegido que el mismo 
derecho de usufructo, por cuanto: a) El colono se tomaba como poseedor de buena 
fe y adquiría los frutos "separatione"; b) El colono no rendía fianza como lo hacía 
el usufructpario; c) El "jus in agro vectigali", se formalizaba por un contrato, que 
es el contrato de arrendamiento que hoy conocemos, seguido de la cuasitradici6n, 
en concepto de un verdadero derecho real de superficie. 

En" el Bajo Imperio (Siglo III de Cristo), los Emperadores romanos alquilaban 
también sus tierras incultas a perpetuidad o por largo plazo, con la obligación para 
el colono (arrendatario que ahora conocemos)8, de cultivarlas; o sea, que era causal 
de caducidad de ese contrato el NO CULTIVO DE LA TIERRA. (Figura igual, 
vamos nosotros a encontrar en nuestra Ley analizada). De allí que a este tipo de 
contrato de arrendamiento entre colono V Emperador, se conoció como "agri em· 
phyteuticarii". Los grandes propietarios de tierra, entre los mismos romanos, si· 
guieron esta práctica de las tierras del Emperador, arrendándolas bajo el régimen del 
"agri vectigalis", habiéndose investido al colono arrendatario de un verdadero de· 
recho real que en esta época se llamó "Jus Enfiteusis", distinción que desapareció 
en tiempos de J ustiniano (Siglo VI de Cristo), y tantos el u ager vectigalis" y el 
"agri Emphyteuticarius", fueron sinónimos. Lo anterior demuestra que el Derecho 
Romano no consolidó el derecho absoluto sobre la propiedad de la tierra, como 
erróneamente se ha venido sosteniendo a través de los siglos por los civilistas. Y ·los 
tres famosos y tradicionales derechos del propietario: Jus Utendi (derecho de uso); 
el Jus Fruendi (derecho de usufructo); V el Jus Abutendi (Derecho de abuso), pro­
ducto son de los glosadores e interpretadores franceses de los textos romanos, y 
que aún perduran en los anacrónicos C6digos Civiles de Latinoamérica, con in· 
fluencia francesa, que a su vez la tuvo de los romanos; y es más, tal como asegura 
Petit, los romanos ni siquiera definieron el derecho de propiedad por considerarlo 
tan sencillo, como la cosa misma; y s610 se limitaron a estudiar sus efectos y be· 
neficios entre la sociedad. Al respecto Petit dice: " ... según aná~isis que germina 
en los textos (se refiere a los textos romanos), pero que ha sido desarrollado por 
nuestros autores (se refiere a los franceses), estos beneficios se resumen en el USO, 
el FRUTO y el ABUSO". Estos tres beneficios o derechos, pues, tienen su origen 
en los glosadores de los textos romanos, quienes han sido exagerados especialmente 
en considerar el "abusus", como aquel derecho del dueño a destruir la cosa. Esto 
podría ser cierto con las cosas muebles, no así con la tierra que, aún entre los ro­
manos, tuvo sus limitaciones, como hemos visto, y que admitía aún otras cargas y 
limitaciones, como lo eran la expropiación por causa de interés general, a decir de 
Petit; el derecho de superficie, la enfiteusis, la hipoteca, el confinium, etc.4 

y como digo en alguna parte de mi Tesis, ha sido aquel derecho de abusar de 
la propiedad sobre la tierra, lo que ha motivado controversias en la humanidad y 
ha enseñoreado a los dueños del recurso en el poder, como clases privilegiadas; y 
esa inviolabilidad del derecho absoluto de propiedad (benditamente superado por 
las constituciones modernas), ha constituido un pilar de profundo cimiento.5 

8 De igual manera lo considera nuestro Código . Civil: Art. 1767. 1768, 1769. 1770. 
1771). 

" Op. cit., págs. 9, 10 Y 11. 
i) Op. cito pág. 9, 10 Y 11. 
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11. LEGISLACION COMPARADA 

Generalmente en todos los países se ha legislado paralelamente para regular 
los anendamientos y las aparcerías, por ser figuras por medio de las cuales los pro­
pietarios han permitido el acceso a sus tierras. Son figuras con olor a siglos. Sin 
embargo, en este análisis marginaré las aparcerías por estar suprimidas en la propia 
Ley que entraremos luego a analizar, sin que ello elimine del todo su cita, por haber 
constituido nuestra propia historia nacional; pero nos conformaremos con decir que 
se trata de una especie de sociedad de hecho entre el propietario de la tierra V el 
colono aparcero; y está configurada en nuestro Código Civil (Art. 1771, inc. 29) 
cuando dice: "Se exceptúa el COLONO APARCERO, pues en virtud de la especie 
de sociedad que media entre el anendadoI y él, toca al primero una parte propor­
cional de la pérdida que por caso fortuito sobrevenga al segundo antes o después 
de percibirse los frutos; salvo que el accidente acaezca durante la mora del COLO­
NO APARCERO en contribuir con su CUOTA DE FRUTOS" (Las mayúsculas 
Son propias). Es un contrato, pues de los llamados 44INTUITUS PERSONAE", 
en que impera la mútua confianza entre las partes. Según informes de la Organiza­
ción de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO),6 es un 
contrato poco usual en Bélgica, Reino Unido, países escandinavos, pero muy usual 
en España, Francia, Italia, Asia y América Latina,7 y tal como se dice en el estudio 
citado de la F AO, "la naturaleza misma del contrato de aparcería, por una parte, 
requiere una participación equitativa de las partes en los beneficios de la empresa, 
y, por otra, una COLABORACION ARMONIOSA ENTRE PROPIETARIO Y 
APARCERO".". (mayúsculas propias). De lo anterior se comprende, que si esta 
figura ha desaparecido en casi todos los países Latinoamericanos que tiene Leyes de 
Reforma Agraria, considerándola incluso junto con el mismo arrendamiento, como 
contrarios a la Función Social, es porque se ha degenerado su propia naturaleza de 
"participación equitativa" y de "colaboración estrecha V armoniosa entre propieta­
rio y aparcero", convirtiéndose, por el contrario, en un instrumento vil de explota­
ción del hombre por el hombre; o, en otras palabras, en una sociedad leonina en 
que la mayor parte le ha tocado siempre al dueño de la tierra. De allí que ellegis­
lador haya tenido sobrada razón en suprimirla como contrato de tenencia precaria 
de la tierra en nuestro medio, de conformidad al Art. 125 de la Ley de Arrenda­
miento de Tierras, quedando "ope legis", convertidas en contratos de arrenda­
mientos, con derecho preferente para el colono aparcero en posesión de las tierras 
a la vigencia de la ley. 

El legislador, sin duda, juzgó que, siendo más difícil someter a los dueños de 
la tierra a conformarse con el reparto equitativo de los frutos y a colaborar "armo­
niosamente" en todos los abatares del aparcero y auxiliarlo en los riesgos, es prefe­
rible suprimirla, remosando en su defecto la figura del contrato de arrendamiento, 
porque se prestaba demasiado a la explotación del trabajador agropecuario. Los 
países. que la han regulado, han sido radicales en limitar las ganancias del dueño 
de la tierra (Argentina, Italia, Francia, España) e incluso en estos dos últimos 
países, existe la figura de la conversión del contrato de aparcería en arrendamiento.8 

6 Los Arrendamientos Rústicos, Principios de Legislación, F AO, Roma, 1966. 
7 Op. cit. pág. 77. 
8 FAO. Op. cit. pág. 78. 
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En el estudio citado de la F AO, comienza diciendo: "El aprovechamiento de 
tierras agrícolas por cultivadores no propietarios, mediante contrato, constituye una 
forma de llevar las tierras universalmente difundida. Sus modalidades, muy diver­
sas, responden a las condiciones económicas y sociales propias de cada país. La 
cesión de tierras en arrendamiento plantea inmediatamente la cuestión de las rela­
ciones entre al arrendador y el colono. Mientras más armoniosas sean éstas, más 
eficaz será la explotación, más abundante y mejor la producción".9 

111. ANALISIS DE LAS PRINCIPALES DISPOSICIONES DE LA LEY 

- Tal y como lo expresa el considerando primero de la Ley, Y por ser ésta emi­
nentemente ley especial, su finalidad es diferente a la del derecho cOlnún, cual es 
regular el contrato de arrendamiento de tierras para usos agropecuarios ·exclusiva­
mente, en forma que responda a fines sociales, en interés de la colectividad. Esto 
es lo que la distingue del contrato de arrendamiento regulado por el Código Civil, 
ya que por ser éste un derecho de corte proteccionista únicamente de los derechos 
de propiedad, salta a la vista el desamparo y falta de regulaciones especiales que ga­
ranticen al cultivador sin tierra, su acceso a ésta, aún en contra de la voluntad de 
su dueño. 

Efectivamente, la definición que de contrato de arrendamiento nos da el Có­
digo Civil, es genérica y comprende todo tipo de arrendamiento de cosas e incluso 
el arrendamiento de servicio de criados domésticos (Art. 1703 C.) A la ley en aná­
lisis, únicamente le interesan los contratos de arrendamiento recaídos en predios 
con fines agropecuarios. Así lo establece la primera parte de su Art. 1, como objeto 
de la ley. 

Otro pilar que sostiene firmemente la defensa de este tipo de legislación agra­
ria, es la disposición constitucional que garantiza la propiedad privada en función 
social, tal como se dice en el Considerando 11 de la ley; entendiéndose dentro del 
Derecho Agrario como función social, la· limitación al ejercicio del derecho de 
abuso que erróneamente se le ha atribuido tener al propietario, cuestión que ni los 
romanos conocieron, como hemos visto, sino para los bienes muebles; pues en 
cuanto a la tierra, aquella misma milenaria legislación conoció limitaciones. Si esto 
fue así antes, con mucha más raZÓn las constituciones modernas han tenido que cui­
darse de garantizar este derecho de propiedad sobre la tierra, toda vez que ésta 
produzca bienes y servicios al mayor número de la comunidad; que los ben~ficios 
del dueño de la tierra, sean repartidos en la justa medida que responda al grado 
de participación de los demás en hacerla producir. Y si bien es cierto que las legis­
laciones sobre Reforma Agraria, incluso las. de corte democrático, declaran los 
arrendamientos y aparcerías como contrarios a la función social que debe. cumplir 
la tierra, también es otro tanto cierto Que se trata de un contrato que da acceso 
a la tierra al cultivador sin ella, v por tanto en un país que como el nuestro no 
tenga política agrarias de aquella naturaleza, los contratos de arrendamiento. regu­
lados eficientemente por una ley, Son sustitutivos de una transformación agraria 
que, dependiendo de la aplicación efectiva de sus normas, provocará un acceso 

9 FAO, Op. cit., pág. 1. 
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masivo a nuevas fronteras de tierras con vocación agrícola o pecuaria, que han per­
manecido ociosas o deficientemente cultivadas. Argentina para el caso, ha tenido 
desarrollo agropecuario legislando los arrendamientos y aparcerías, desde el siglo 
pasado. . 

En el Considerando 111 de la Ley, no se hace otra cosa que reconocer que la 
Ley Temporal para la Regulación del Plazo y del Precio de los Arrendamientos 
Agrícolas, no regulaba más que eso", plazo y precio. La verdad es que una Ley de 
arrendamientos tiene que disponer sobre otros actos de voluntad de las partes que 
inciden directamente en evitar los actos que el dueño de la tierra pueda cometer 
en contra de los derechos del arrendatario, así como en propio beneficio del arren­
dador, por cuanto se le resguarda de los actos que tienden a causarle perjuicio pa­
trimonial. Por otra parte, si la Ley Temporal seguía prorrogándose indefinidamente, 
se convertiría en una especie de VINCULACION prohibida por nuestra Consti­
tución Política, Art. 139 C. P.: De allí, que la nueva ley de derecho de opción 
al propietario, con ciertas y rigurosas condiciones, para que pueda él directamente 
cultivar la tierra, como veremos adelante. Hay otros derechos que garantiza también 
esta ley al dueño de la tierra. No es, pues, en ninguna medida, una ley para los' 
arrendatarios; es para los contratos de arrendamiento, que deben, como actos bila­
terales, contemplar derechos y obligaciones para ambas partes. Y así 10 expresa el 
Art. 1 cuando define el objeto de la Ley: "regular los contratos de arrendamiento 
de tierras para fines agropecuarios. 10 anterior no quiere decir, que esta ley regule 
también los arrendamientos de ganado. Sí comprende la ley, las tierras que se cul­
tiven con pastos para crianza de ganado, pero en ningún caso las tierras con pastos 
naturales que se arrienden para pastoreo. Estas quedan fuera de la ley, pues gene­
ralmente son tierras no aptas para cultivos agrícolas. Para el caso, tierras margina­
les en donde no se pueden sembrar más que cultivos permanentes o forestales, son 
objeto de regulación de la Ley Forestal, en cuyo Art. 1 declara entre sus objetivos, 
el aprovechamiento y manejo racional de los bosques y tierras forestales de la na­
ción; yen su Art. 3, inc. 29, define como tierras forestales" ... aquéllas que por sus 
condidones naturales, ubicación, constitución, clima, topografía, calidad o conve­
niencia económica, son aptas para forestación e INADECUADAS PARA CUL TI­
VOS AGRICOLAS". Así pues, no interesan a la Ley de Arrendamiento de Tierras, 
aquel tipo de tierras en que la producción agrícola, no sea rentable. Entiéndase 
por . agrícola y no pecuario, el cultivo de pasto para crianza de ganado. En tal sen­
tido, existe una perfecta armonía entre esta Ley y la Ley Forestal, con 10 que .de 
dárseles a ambas leyes una verdadera implementación para su debido cumplimiento, 
daría como resultado un verdadero ordenamiento de nuestras actividades agrarias, 
sembrando los cultivos agrícolas, esencialmente granos básicos para la dieta ali­
menticia, allí donde la vocación de las tierras sea apropiada y en donde incluso 
exista bosque; y sembrar el bosque, allí donde actualmente se siembran granos 
básicos, en pendientes hasta de cincuenta y más grados de inclinación, en donde 
nuestro campesino, por no encontrar acceso a la tierra apropiada, parece alpinista, 
no en busca de emociones ni de paisajes, sino de su propio sustento; dando tal desor­
den de actividades agrícolas en' tierras in apropiadas, como consecuencia, la desfo­
restación despiadada de nuestro territorio; y, como consecuencia de la falta de 
bosque y cubierta vegetal apropiadas en las tierras forestales, la falta de infiltración 
del agua para nuestros mantos acuíferos v la consiguiente erosión permanente y pro­
gresiva de los suelos, cuya cubierta orgánica año con año se arrastra a los riachuelos, 
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nos y de éstos al mar, convirtiendo las aguas que debieran ser cristalinas, en color 
chocolate, que es el color de la sangre de nuestro, territorio, que se pierde en el mar. 

Con lo anterior, quiero hacer notar la interdependencia maravillosa de los prin­
cipales recursos naturales renovables (suelo, agua, fauna V flora), que siendo el 
hábitat imprescindible para la vida del hombre, lógico sería protegerlos sin nece­
sidad de legislación alguna; pero como la mayoría de los nombres comenzando por 
nuestros antepasados, se enseñorean como muestra de poder, en destruir lo que cree 
pertenecerle como derecho absoluto de propiedad, ha sido necesario que quienes 
piensan en función de la sociedad, y especialmente quienes representan a todo el 
pueblo en un momento dado, emitan leyes que limiten ese desmedido goce de los 
derechos a aquéllos cuyas manos no dan voluntariamente, así venga a la larga el 
caos o la destrucción. De allí que todo tipo de ley limitativa a un derecho que se 
está ejerciendo desmesuradamente, cause impacto sobre las mentes de quienes son 
los titulares de esos derechos; y es más triste aún pensar, que también lo cause 
en aquellos recalcitrantes defensores de esos derechos de ajena pertenencia. 

Hablábamos de la interdependencia de los recursos naturales renovables, con 
lo cual debemos concluir en que las leyes que los regulan en alguna forma, tam­
bién tienen esa misma interdependencia. Así, la Ley de Arrendamiento de Tierras 
no sólo garantiza los derechos de los partes contratantes, sino los recursos naturales 
renovables; garantiza la explotación radical de la tierra;10 vela porque se cumplan 
las prácticas de cultivos y de conservación de suelos, apropiadas,l1 siendo incluso 
causal de terminación del contrato de arrendamiento, el que el arrendatario no 
efectúe obras de conservación de suelos apropiadas en el inmueble arrendado o 
cultivar el inmueble en forma que ocasione erosión o desmejoramiento de las 
tierras.12 Asimismo, la Ley impone el cumplimiento de otras leyes proteccionistas 
de los otros recursos naturales renovables (agua, fauna V flora), cuando establece 
como causal de terminación de un contrato de arrendamiento, el que su titular no 
cumpla con las leyes V reglamentos de defensa agropecuaria, encaminadas a lograr 
el empleo eficiente, oportuno V adecuado de los productos tales como insecticidas, 
fungicidas, hierbicidas, etc., de modo que su utilización V manipulación por el 
arrendatario no causen daños a personas, animales, cultivos, corrientes o depósitos 
de agua, fauna y flora.lB 

Asimismo, el arrendatario está obligado a cultivar racionalmente las tierras 
V cuidarlas para evitar el mal uso, deterioro o daño de dichas tierras; caso contrario, 
el arrendador tendrá derecho a demandar la recuperación del inmueble, siguiendo 
el procedimiento señalado en el Art. 60 v siguientes de la Ley, en iuicio sumario, 
como lo dispone el Art. 63, literal b), V Art. 64. 

Además, el arrendatario responde por aquellos daños o deterioro de las tierras, 
estando obligado a efectuar las reparaciones respectivas en el inmueble por el uso ~ 
indebido que él o sus dependientes ocasionaren.14 

10 Ley de Arrendamiento de Tierras, Art. 1, ine. 29. 
tl. Idem, Art. 2, regla 31?>. 

12 Idem, Art. 32, Nos. 5 y 8. 
18 Idem, Art. 32 N9 12. 
14 Idem, Art. 16. 
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Otra medida proteccionista de los recursos naturales renovables, la contiene 
la Ley. cuando obliga al arrendatario a velar por la conservación de los árboles V 
bosques del inmueble arrendado, no pudiendo hacer uso de ellos sin permiso del 
arrendante y "PREVIA LICENCIA DEL SERVICIO FORESTAL Y DE FAU­
NA DEL MINISTERIO DE AGRICULTURA Y GANADERIA (MAG)." Apa­
rentemente el Código Civil ha contenido disposición igual en el Art. 1768, cuando 
dispone que el colono es particularmente obligado a la conservación de los árboles 
y bosques, pero limita el goce de ellos a los términos estipulados, y no habiendo 
estipulación, el colono se limitará a usar el bosque en los objetos que conciernan 
al cultivo y beneficio del mismo fundo, sin poder cortarlos para la venta de madera, 
leña o carbón. La diferencia entre el Código Civil y la Ley de Arrendamiento de 
Tierras que contiene tal disposición, es que en el primero la limitación de la vo­
luntad del propietario, con lo que cada propietario de un bosque o arboleda, ha 
sido su propia autoridad competente para disponer de la tala de dicho bosque, con 
lo que se ha contribuido a su desaparecimiento. La Ley en comento, en relación con 
la Ley Forestal, tienen otro sentido altamente técnico: cualquiera que sea el pro­
pietario del bosque, debe solicitar permiso al MAG para su tala.lü Si bien es cierto 
que la Ley Agraria de 1907 con reformas de 1941 limitaba también el descuaje a 
permiso de las alcaldías,16 también es cierto que los Alcaldes jamás han actuado 
con criterio técnico para extender dichos permisos, por razones que son obvias ana­
lizar; y si la propia Léy Agraria, normó sobre silvicultura, con bastante criterio 
proteccionista,17 la autoridad competente ha sido la culpable de la desgradación de 
los bosques. 

Autoridad competente 

La autoridad competente en materia de arrendamiento de predios rústicos, es 
el Ministerio de Agricultura y Ganadería, estableciéndose claramente sus atribu­
dones.18 La primera de ellas, deja ver que a la Ley le interesa que las tierras ociosas 
o deficientemente cultivadas produzcan alimentos para la población. Y cuando en su 
segunda atribución se fija la de dar protección a los agricultores procurándoles ma­
yor acceso al cultivo de la tierra, lógico es pensar que la finalidad de la Ley tam­
bién es calificar el término "agricultor", quedando en este caso limitado a los 
"agricultores sin tierra", ya que sería ilógico pensar que al propietario de la tierra, 
d Estado le va a proporcionar el acceso a la tierra, cuando ya lo tiene; y en tal 
medida, que es preciso emitir leyes como esta para limitar el ejercicio desmedido de 
tal derecho, pues, además, es inconcebible que teniendo acceso .a la tierra por dere­
cho propio, no hagan uso de esa tierra de acuerdo a los fines de producción a los 
cuales está destinada desde su creación. De allí, que la filosofía de la ley sea 
también la de permitir en primer lugar al propietario de la tierra, que la cultive 
personalmente en forma eficiente, dando aviso al arrendatario de su decisión, con 
dos meses de anticipación por 10 menos, con copia al MAG, y con la obligación de 
dar inicio a las actividades agropecuarias dentro de los seis meses siguientes a la 
fecha en que se dio tal aviso, so pena de una sanción especial equivalente al doble 

15 Idem, Art. 16. 
16 Ley Agraria, Art. 160. 
11 Idem, Art. 162. 
18 Ley de Arrendamiento de Tierras. Art. 2. 
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del precio del arrendamiento pactado,19 contándosele además como año de ociosi­
dad o cultivo deficiente, para los efectos expropiatorios señalados por la Ley; una 
vez contados cuatro años, sucesivos o no, en que las tierras permanezcan sin cultivo, 
o con cultivo ·deficiente.2o 

También es competente el MAG, para vigilar el cumplimiento de los contratos 
de arrendamiento en cuanto a sus formalidades especiales, siendo las principales: 

1~) Escritura Pública o documento privado autenticado ante Notario, si el área 
arrendada excede de tres hectáreas;21 

2ª) Celebrar el contrato en los formularios proporcionados por el MAG, sin 
impuesto alguno, cuando el área sea de tres o menos hectáreas; el que debe­
rá torgarse por triplicado;22 

3~) Llenar todos los requisitos señalados en el Art. 5 de la Ley; 

4'.l) Que los contratos sean otorgados por el propietario de la tierra, sus Geren­
tes, Administradores o por cualquier persona que ejerza funciones de direc­
ción en la finca;28 

5'.l) Que los arrendatarios sean por lo menos mayores de 18 años;24 

6~) Que el plazo mínimo fijado, no sea menor de tres años en cultivos de tem­
porada, salvo en casos especialmente calificados por el MAG, mediante 
solicitud del interesado y que se trate de cultivos de corta duración.25 

El Reglamento de la Ley, tendrá que determinar cuáles serán esos cultivos 
de corta duración, o en cada caso los calificará el MAG. Personalmente comprendo 
que serán: aquéllos en que la tierra no se usa durante todo el año, por la propia na­
turaleza de las mismas, tales como cultivos de hortalizas, en lugares que suelen 
llamarse de humedad; o cualquier otro tipo de cultivo que sólo se da en determi­
nada época, quedando el resto del año la tierra inhábil para cualquier otro tipo 
de cultivo. 

Plazo 

En cuanto al plazo, se prorroga por períodos iguales, excepto en dos casos: 
a) Cuando el arrendatario renuncia a su derecho por escrito con dos meses de ante­
lación al vencimiento; b) Cuando el propietario decida cultivar personalmente el 
inm~eble, manifestándoselo así al arrendatario con dos meses de anticipación al 
\'enci~iento del plazo.26 

I f) Idc:m, Art. 1~. 
20 Idem, Art. 35. 
21 Idem, Art. 4, ine. 1Q . 
22 Idem, Art. 4, ine. 29. 
23 Idem, Art. 8, regla 1~. 
24 Idem, Art. 8, regla 2~ 
25 Idem, Art. 9. 
26 Idem, Art. 10. 
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En cuanto a si la prórroga del plazo es para un plazo igual únicamente, o a 
plazos iguales sucesivos; debe entenderse que si el propietario no hace uso de su 
derecho a la termináción del plazo prorrogado, continúa el arrendatario en su dere­
cho de prórroga, va que se trata de un nuevo plazo; o sea, que cada período prorro­
gado configura un nuevo plazo que vuelve a prorrogarse por otro período igual, si 
nuevamente el propietario no hace uso de su derecho, dando el aviso en la forma 
y tiempo referidos. Es un caso de tácita reconducción aceptado por el derecho 
común. (Art. 1744, inc. 39). 

En cuanto a los plazos de los contratos anteriores a la vigencia de la Ley, se 
dan dos situaciones: 

1'1-) Plazos contractuales no amparados por la Ley Temporal para la relación 
del plazo v el precio de los Arrendamientos, con vencimiento posterior al 
31 de marzo de 1975, continúan vigentes; pero únicamente en cuanto al 
plazo. En los demás requisitos v formalidades, incluso el precio, las partes 
están obligadas a suscribir nuevo contrato; 

2'1-) En cuanto a los contratos que venían siendo prorrogados por la Ley Tem­
poral, caducan H ope legis" el 31 de marzo del año en curso. 

En ambos casos, tiene preferencia para continuar en la misma calidad el arren­
datario, si el propietario no hiciere uso del derecho que le confiere el Art. 10.27 

Creemos que así debe entenderse desde luego que es una ley protectora de los 
arrendatarios. 

Los plazos en las aparcerías, continúan vigentes, pudiendo los antiguos aparce­
ros continuar con el uso de las tierras, en calidad de arrendamiento, por disponerlo 
así la Ley, debiendo suscribir el respectivo contrato,28 salvo el derecho del propie­
tario a que se ha hecho referencia por virtud del Art. 10. 

Los plazos en los contratos verbales que esta ley encontró en vigencia, tienen 
igual tratamiento como si se tratara de contratos escritos, desde luego que la Ley 
ha querido abolirlos al imponerles las formalidades del Art. 4; o sea, convertirse 
en contratos escritos, mediante escritura pública, documento privado autenticado, 
o suscrito en los formularios autorizados del MAG, en su caso. Ello es así, desde 
luego que el incumplimiento de lo anterior es imputable al arrendador29 y consti­
tuye, además, infracción a la Ley con la imposición de la multa genérica de VEIN­
TICINCO O DIEZ MIL COLONES del Art. 37 que se dé de acuerdo a la grave­
dad de la infracción y responda a la capacidad económica del infractor. Sanción que 
tiene la virtud de no ser burlada una vez impuesta, por cuanto si no se paga la multa 
dentro de los ocho días hábiles siguientes después de la notificación, se procede in­
mediatamente a la .ejecución por medio de la Fiscalía General de la República, 
mediante certificación que al efecto se remitirá por el Ministerio, la cual tendrá 
fuerza ejecutiva.8~ 

27 Idem, Art. 124. 

28 Idem, Art. 124. 

29 Idem, Art. 125. 

30 Idem, Art. 40, ine. 29. 
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Del precio 

Se respeta en principio la voluntad de las partes, toda vez que no exceda al 
precio máximo que fije el Poder Ejecutivo en el Ramo de Agricultura y Ganadería; 
precio que tomará en cuenta la diferencia por cultivos y el valor de las tierras según 
la rentabilidad de las mismas.81 Ello quiere decir, que será mayor el precio del 
arrendamiento de tierras cuyos cultivos sean más rentables, por su mercado interno 
o externo, y que necesitan de las mejores tierras, que aquellos arrendamientos que 
recaigan en tierras de menor calidad y para cultivos tradicionales de subsistencia 
campesina. 

Todo pago debe ser hecho en moneda de curso legal y por anualidades. Cuan· 
do la disposición dice: "salvo que las partes convengan otra forma de pago", se re­
fiere a la época del pago v no a que pueda hacerse pago en especie. En todo caso, 
pues, el pago debe ser en moneda de curso legal.s2 Unicamente cuando los arren­
damientos recayeren en predios de 3 Ha. o menos, la ley dispone que debe pagarse 
al final de cada cosecha, dejando a opción del arrendatario, el que pueda efectuarlo 
por abonos antes de la fecha fijada.ss 

Aumento en el precio 

Unicamente cuando el arrendador introduzca mejoras en el predio no previstas 
en el contrato o por cualquier otra causa de tal significación que justifique el au· 
mento; mejoras que tienen que ser autorizadas por el MAG para que surta efecto 
tal aumento. S4 

Disminución en el precio 3~ 

El arrendatario tendrá este derecho, en los casos siguientes: 

a) Cuando por motivos ajenos a su voluntad resulte reducida la extensión 
del inmueble; 

b) Cuando el arrendante no haya introducido las mejoras a que estaba obliga· 
do por contrato; 

Caso de devolución del precio 36 

Por destrucción total del inmueble por caso fortuito o fuerza mayor. , 

Si el arrendatario hiciere por su cuenta las mejoras con anuencia del arrendador, 

31 Idem, Art. 11. 
82 Idem. 
38 Idem. 
34 Idem, Art. 12. 
36 Idem, Art. 13. 
86Idem. 
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cuando éste carezca de los recursos económicos pertinentes, quedarán incorporadas 
a cuenta del precio. 

Mejoras que se entienden incorporadas al precio 37 

Son aquéllas hechas por el arrendatario, aún sin la voluntad del propietario, 
cuando son de tal urgencia o necesidad que sin ellas se vuelva imposible la explo· 
tación del fundo. 

Depósito 

Si hay renuencia del arrendador en recibir el precio del arrendamiento, puede 
el arrendatario depositarlo en la Agencia del Banco de Fomento Agropecuario 
(B.F .A.), dentro del término de 30 días contados a partir de la fecha en que se 
debió verificar el pago.ss 

La ley crea esta nueva figura agraria, que no es el depósito del Código Civil 
configurado como contrato en que se confía una cosa corporal a una personá que se 
encarga de guardarla y de restituirla en especie;s9 tampoco se trata del pago por 
consignación, al cual se le acercaría más, dado que si bien hay repugnancia o no 
comparecencia del arrendador en recibir el precio, no se necesita de todas las for· 
malidades señaladas por el Código Civil, 40 bastando para configurarse, el simple 
depósito en el B.F.A., quien informará al MAG V al arrendador, sobre dicho depó· 
sito. El Banco los recibe a título de fondos ajenos en custodia, sin que sean nego· 
ciables ni realizables, y están destinados única V exclusivamente para el arrendador. 
Este depósito produce los mismos efectos del pago y no hace incurrir en mora al 
arrendatario. 

Capacidad de las partes 

Se modifica el Código Civil, cuando la Ley dispone que tendrán valor los 
contratos de arrendamientos celebrados por Gerentes, Administradores o cualquier 
persona que ejerza funciones de dirección o administración de los inmuebles, como 
.,i el propio dueño los suscribiera. Para tal efecto, las personas mencionadas deben 
ser autorizadas debidamente por escrito por el propietario o poseedor del fundo;41 
tal autorización, consiste en una constancia escrita que deberán los propietarios en­
tregar a sus Gerentes, Administradores, Mandadores, etc., para que éstos comprue· 
ben que ejercen tal cargo, siendo suficiente para que puedan otorgar contratos de 
arrendamiento escrito a nombre del propietario o poseedor, lo cual se presume de < 

derecho.42 

87 Idem. 
88 Idem, Art. 11, ine. 49 y 59. 
89 Código Civil, Art. 1968. 
40 Código Civil, Art. 1419 
41 Ley de Arrendamiento de Tierras, Art. 8, 1'. 
42 Idem, Art. 15, ine. 29. 
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Asimismo se modiiica la capacidad de los menores que hubieren cumplido 
18 años, considerándose habilitados de edad para que puedan contratar en calidad 
de arrendatarios.43 La ley ha querido proteger casos lamentables de menores que 
al morir el cabeza de familia, quedan desprotegidos para continuar o contratar, ra­
zón por lo que son desalojados con el resto del grupo familiar. Estos casos son fre­
cuentes de ,subsistencia familiar. 

Derecho preferente del arrendatario para adquirir el inmueble arrendado 

Esta preferencia se da cuando el arrendador decida venderlo, considerándose 
como oferta formal de compra la que el arrendatario o arrendatarios hagan al ven­
dedor por medio del MAG. Las condiciones de venta, son las mismas que el pro­
pietario haya pactado con terceros. Si el arrendatario no los acepta, cumple el arren­
dador con ofrecérselo en venta; caso contrario, incurre el propietario en la multa 
genérica establecida en la Ley.44 

Sub-arriendo 

Se prohibe el sub-arriendo total o parcial del inmueble objeto del contrato, 
para evitar el alza inmoderada de los precios. Unicamente en circunstancias muy 
calificadas por el MAG, pueden otorgarse autorizaciones para ello mediante soli­
citud de los interesados al efecto.45 Se supone que estos casos serán justificados, 
tales como el de una persona que necesita fijar su domicilio en otro país por diver­
sas razones (salud, trabajo, representaciones diplomáticas, etc.). 

De las mejoras 

La Ley las define como aquellas obras Que constituyen ventajas en la explota-
ción o aumenten el valor del inmueble arrendado.46 Deben considerarse como tales: 

a)' Las que realicen conjuntamente las partes contratantes; 

b) Las que realice el arrendatario con autorización del arrendador, si cambian 
, sustancialmente la estructura del inmueble;41 

c) Las que son parte de las obligaciones del arrendante por ser urgentes y ne­
cesarias, de tal modo que sin ellas se vuelve imposible la explotación del 
inmueble; 

d) Las m'ismas mejoras urgentes realizadas por el arrendatario, por renuencia 
del arrendador, deducibles del precio del arrendamiento;48 

43 Idem, Art. 8, 2'1-. 
44 Idem, Art. 18. 
46 Idem. Art. 21. 
41 Idem, Art. 22. 
48 Idem, Art. 25. 
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e) Mejoras que consisten en obras de infraestructura a realizar en el inmueble 
a iniciativa del arrendador. En este caso el arrendatario puede oponerse, 
salvo si son necesarias y urgentes para impedir daños en el inmueble o en 
predios vecinos, en cuyo caso puede esperar la realización de las obras, 
siendo ajustable el plazo interrumpido.49 

El procedimiento para dar por terminado el contrato por el anterior motivo, 
así como para el pago de mejoras en relación con el Art. 25, 10 estable el Art. 64 
en juicio sumario, conforme se establece en . los Art. 60 y siguientes; que son los 
mismos procedimientos sumarios señalados para todas las causales de terminación 
del contrato contenidas en el Art. 32 de la Ley, excepto para la causal de mora, 
que tiene su procedimiento especial (Art. 54). 

Del derecbo de retención 

Se establece este derecho como una garantía al arrendador, en cuanto el arren­
datario no cumpla con sus obligaciones, pudiendo recaer tal retención en el equiva· 
lente de la cosecha que sea suficiente para cubrir el precio, o en maquinaria agrícola 
o ganados. Para evitar abusos en el ejercicio de este derecho, se ha señalado un pro­
cedimiento singular de juicio ejecutivo (Sección 4~, Cap. VII1), ante Juez compe­
tente, de acuerdo a la cuantía (Art. 53), quien reconocida la legitimidad del docu­
mento decretará embargo sobre la cosecha, enseres, maquinaria o semovientes in­
dicados, comisionando directamente al Juez de Paz del lugar donde se encuentran 
dichos bienes, para que diligencíe el mandamiento (Art. 72), el cual contendrá 
detalladamente qué bienes serán afectados, los que serán valuados en el acto del 
embargo y depositados en la persona que indique el Juez de Paz comitente (Art. 73). 
Estos bienes serán subastados una vez ejecutoriada la sentencia, y del producto de 
la venta se pagará la deuda al arrendador; si acaso no hubiere postores, a petición 
del arrendador, se le adjudicarán en pago (Art. 78). El derecho de retención cesa 
pOr este medio, así como por que las partes lleguen a un acuerdo (Art. 27). . 

Continuidad del contrato, con grupo familiar 

Si el arrendatario ha señalado las personas de su grupo familiar que con él 
conviven, continuará con éstas el contrato de arrendamiento en los casos de muerte, 
incapacidad, inhabilidad o ausencia, a menos que haya renuncia de los favorecidos 
(Art.28). 

Continuación del contrato, en casos de sustitución de arrendador 

En todos los casos de transferencia del inmueble arrendado, a cualquier título, 
el adquirente está obligado a respetar el contrato de arrendamiento existente, bastan­
do que dicho contrato esté inscrito en el MAG, si acaso no 10 estuviere también 
en el Registro de la Propiedad Raíz respectivo. (Art. 29). Estos efectos se amplían 
a los acreedores hipotecarios que adquieran tales inmuebles por adjudicación en 

49 Idem, Art. 23. 
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pago o en venta por decreto judicial (Art. 30). Esta disposición podría prestarse a 
abusos, en aquellos casos en que el deudor viéndose en peligro inminente a ser eje­
cutado, arriende el inmueble por un plazo tan largo que haga imposible al adqui­
rente, hacer uso del inmueble (50 ó 100 años de plazo) caso que sería más de mala 
fe que una regla común, por parte del deudor hipotecario y que supondría también 
de parte del arrendatario favorecido, una acrisolada conducta para no caer en ningu­
na de las causales de terminación del contrato que señala el Art. 32 de la Ley. La 
Ley únicamente excepcionó de esta obligación de respetar el contrato existente al 
momento de adquirir el inmueble, a los acreedores hipotecarios que sean institucio­
nes regidas por la Ley de Instituciones de Créditos y Organizaciones Auxiliares 
(Art. 122, mc. 29). 

Causales de tenninación y extinción del contrato 

En el Art. 31 se señalan los casos de extinción, siendo todos por voluntad de 
las partes, no ofreciendo comentario alguno. 

En el Art. 32, se señalan los casos de terminación, debiendo en todo caso pre­
ceder sentencia judicial, siguiendo los procedimientos señalados por la Ley. Y, 
aunque el Art. 59 enumera únicamente las causales de los ordinales 29 al 139, excep­
tuando el N9 10 que trata de la terminación por caso fortuito o fuerza mayor en 
que quedare inutilizado el inmueble para fines agropecuarios, también esta causal 
excluida se sigue mediante el mismísimo procedimiento sumario señalado para los 
demás enumeradas, aunque esté dentro del acápite de la letra c), señalados en la 
Sección 2CJ. del Capítulo VIII, ya que el literal f) del Art. 63 se refiere expresamente 
a tal causal y, a su vez, el art. 64, remite todas las causales del Art. 63, a los mismos 
procedimientos del Art. 60 y siguientes, que es el mismo juicio sumario señalado 
para las causales de terminación de contrato del Art. 32. En cuanto a la causal 
de terminación por mora, cuando no sólo se pide la desocupación del inmueble, 
sino también se demanda el pago del precio del arrendamiento, también se sigue 
este mismo procedimiento del Art. 60. Ahora bien, si sólo se pide desocupación 
por mora, sin reclamar pago del precio, entonces se sigue el procedimiento espe­
cial señalado en el Art. 54. 

Obligación de cultivar granos básicos a los cultivadores de caña y algodón 

Esta es una disposición especial, por cuanto limita la voluntad de los propie;. 
tarios o arrendatarios incluso en la clase de cultivo. Ello tiene como fundamento, 
que las mejores tierras son ocupadas para estos tipos de cultivo, razón por la cual 
los granos básicos sólo han sido objeto de siembra por los agricultores pequeños o 
minifundistas. De allí la escasez cíclica de este tipo de alimento vital para el mayor 
número de habitantes, y el problema de su adquisición en el mercado externo a pre­
cios incluso exhorbitantes, con el consiguiente desvalance alimenticio de la póbla­
ción. Para ello, será preciso que el MAG fije las áreas y los porcentajes pertinentes 
en forma anual, de acuerdo a las necesidades que se demanden en· forma programa­
da para cada año (Art. 30). A ello se debe que entre las-formalidades de los contra­
tos, se debe indicar la clase de cultivo, para que el MAG pueda detectar el-incum-
plimiento a la ley. (Art. 59, 79). .... . .... 
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Obligación de cultivar la tierra en manos de quien la posea 

. El corazón de la Ley V su verdadera filosofía, estriba en que en un país de 
tan reducida frontera agrícola, no existan tierras ociosas o deficientemente cultiva­
das. De allí que la Ley obliga al propietario, poseedor o arrendatario de tierras, a 
que las cultive eficientemente. El incumplimiento a esta disposición hace incurrir al 
dueño de la tierra, en la sanción genérica del Art. 37, únicamente en el primer año 
(Art. 34) a más de contársele cada año de no cultivo o cultivo deficiente, para los 
efectos de expropiación, transcurridos que fueren cuatro años, sucesivos o no, in­
cluso se le cuentan como tales, los años que los arrendatarios la mantuvieren en 
igual situación de no cultivo, con lo que se legaliza la responsabilidad por culpa 
ajena, para que no haya situaciones que se presten a burlas de la ley por parte del 
propietario remiso, que para salvar su responsabilidad, la arrienda por medio de un 
contrato ficticio y, como consecuencia, siga la tierra en su estado de ociosidad o 
deficiente cultivo. Esto ratifica la filosofía de la ley, en que la tierra debe pro­
ducir alimentos en manos de quien se encuentre. No se trata de una limitación 
al derecho de propiedad. Personalmente lo considero como limitación al ejercicio 
de ese derecho, en cumplimiento del precepto constitucional qua garantiza la pro­
piedad privada en función social (Art. 137 C. P.). 

A más de la sanción expropiatoria, el infractor propietario remiso a arrendar 
cuando hubiere solicitud al efecto, incurre en una sanción especial por cada año 
subsiguiente que deje de cultivar o arrendar, que consiste en una multa eq'uiva­
lente al precio del arrendamiento que el MAG señalare por cada año, por cada hec­
tárea que deje de cultivar o arrendar. (Art. 35). Las tierras que el Estado adquiera 
por expropiación pasarán a la institución que es o sea competente en un futuro, 
para adquirir y adjudicar tierras a campesinos agricultores. Esta institución es ac­
tualmente el Instituto de Colonización Rural. La Ley supone un cambio de insti­
tución o estructura, al no mencionarlo expresamente. El señor Presidente de la 
República, dentro del proceso de transformación Agraria que ha ofrecido, ha dicho 
que se transformará elI.C.R. en Instituto Salvadoreño de Transformación Agraria 
(1ST A). Este sería, entonces, el competente. 

Sanciones y procedimientos administrativos 

Estos únicamente son establecidos para dos casos específicos: 

a) Imposición de multas,60 las que si no son pagadas por el infractor en la for­
ma y plazo establecidos por la Ley, se ejecutan por medio de la Fiscalía General de 
la República, para cuyo efecto tiene fuerza ejecutiva la certificación pertinente 
(Art. 40, inc. 29). 

b) Conciliaciones:51 Esta es una conquista de la Ley, por cuanto de acuerdo al 
derecho común, sólo los Jueces de Paz podían celebrar esta clase de juicios. Ahom, 
y para cualquier conflicto en relación a la aplicación de la ley en comento, pueden 

ISO Idein, Capitulo VII. 

ri1 Idem, Capitulo VII, Sección 2". 
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las partes conciliar o dar por intentada la conciliación ante el Jefe del Departamen­
to Jurídico del MAG, o ante cualquier Jefe de cualquier Agencia de Extensión 
Agropecuaria del MAG, que en número de 72 actualmente se encuentran disemi­
nadas por el territorio nacional. 

Las diligencias para la imposición de multas, también pueden seguirse ante cual­
quier Agencia de Extensión, ya que la ley les da autoridad V competencia al respeto, 
teniendo por ley, calidad de Inspectores Agrarios. (Art. 38, 41 al 48). 

Se crean también otro tipo de autoridades competentes: los Inspectores de 
Arrendamientos, que dependerán del Departamento Jurídico del MAG, para velar 
pqr el cumplimiento de la Ley. Tendrán que ser conocedores del derecho. Estos 
deberán desplazarse por todo el territorio nacional, a fin de asesorar a los Agentes 
de Extensión, que dependen del Centro Nacional de Tecnología Agropecuaria 
(CENTA), del MAG. (Art. 46). La Ley también autoriza para que en el Reglá­
mento respectivo se señalan otros funcionarios que tendrán calidad de Inspectores 
Agrarios, que alnpliará el ámbito de vigilancia efectiva de la Ley, sin lo cual no 
tendría positividad alguna. Esta medida se parece, en menor grado, a la vigilancia 
descentralizada a todos los niveles que se estableció en T AIW AN, para que todos 
los contratos de arrendamiento se conviertan en contratos escritos V para que los 
precios de los arrendamientos, no excedieran del 37.5% de renta de la tierra, con 
tanta efectividad que en 6 meses convirtieron los contratos verbales en escritos.52 

En cuanto a la Conciliación, se establece como acto previo a la demanda, 
(Art. 52) salvo para el caso de expropiación, con lo cual, aunque no se exija el re­
quisito de presentar con la demanda la constancia de haberse intentado aquélla, en 
el caso del Art. 59, se entenderá que el Juez respectivo tiene que exigir tal requisito. 
El Art. 54, para el procedimiento especial por mora, sí lo estableció. Por otra parte, 
aunque en el Art. 81 y siguientes que establece los procedimientos para convertir 
los contratos verbales en escritos, señala otro procedimiento conciliatorio. Se con­
sidera que es una abundancia de la ley V que el Juez tiene que exigir siempre la 
constancia del MAG, de haberse tenido por intentada la conciliación. 

Procedimientos judiciales 

En el curso del trabajo, hemos señalado algunas particularidades de estos pro­
cedimientos. Resta decir, que para los casos de aumento o disminución del precio 

.del arrendamiento, en los casos de los Arts. 12 y 13 se señala procedimiento espe­
cial en el Art. 86 al 88. 

Valga la pena destacar el procedimiento especial para el caso del Lanzamien­
to de los arrendatarios renuentes a abandonar el inmueble, en los casos de extin­
ción y terminación del contrato (Arts. 65 V siguientes). Ello, para comentar Que se 
tiene por derogada tácitamente la parte de la Lev Agraria de 1907 con reformas de 
1941, que trata del lanzamiento de arrendatarios por el sistema de Pronto V Eficaz 
Auxilio,· cuya competencia había sido de los Alcaldes Municipales (Arts. 51 V si­
guientes. Ley Agraria). 

52 La Reforma Agraria en Taiwan, de Chen Chen, Editora "Cia. China de Publica­
ciones", Junio 1964, págs. 20 a 23. 
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Para los efectos de los casos de expropiación, se establece un procedimiento 
especial, similar al señalado en la Ley de Riego y Avenamiento. El MAG, de acuer­
do al control de todas las tierras laborables que no sean cultivadas de conformidad 
al Art. 35 y, mediante el Registro Público, informará al Fiscal General de la Repú~ 
blica, para que incoe la demanda respectiva por sí o sus Auxiliares, ante los Jueces 
competentes, según el caso. (Art. 97 y sig.), haciéndose el emplazamiento por medio 
de un aviso que se publicará por una sola vez en el Diario Oficial V en dos de los 
periódicos de mayor circulación de la República (Art. 101; inc. 29). En la sentencia 
final el Juez fija el monto de la indemnización, así como la forma de pago (si será 
en efectivo o en bonos del Estado), así como las condiciones (plazo, intereses, etc.) 
(Art. 104). Esto no riñe con el principio constitucional desde luego que siempre 
que lo justifique el monto de la indemnización, el pago puede hacerse a plazos, 
los cuales no deben exceder en conjunto de 20 años Art. 138. C. P.). 

Disposiciones comunes 

Establece reglas que facilitan el desarrollo del proceso: Tales como el uso de 
papel común en todo asunto relacionado con la Ley (Art. 113); el emplazamiento 
se hará en persona al demandado, por entrega personal de la copia de la demanda, 
(Art. 114), excepto en el caso de expropiación. En los casos de emplazamiento, 
surte efecto el señalamiento de domicilio especial V casa donde debe buscársele, 
que aparecen como formalidad especial en el Art. 5, Nos". 12 y 13. No se obliga a 
rendir fianza al actor (Art. 117) yen caso de peritaje, el Juez escogerá a los peritos 
de la lista que al efecto envíe el MAG y la Dirección General del Presupuesto. Se 
supone, que estas listas serán en forma permanente y renovadas constantemente. 
En cuanto a la escogitación de la entidad que remite la listas, será el Juez la autori­
dad competente para escoger en cada caso (Art. 118). Podría pensarse en el caso 
de no ponerse de acuerdo en los criterios, si los peritos fuesen uno por cada entidad, 
desde luego que cada quien tiene su criterio de calificación; pero la unificación de 
estos criterios los da la Ley de Catastro, de reciente promulgación. 

Los decretos de sustanciación, se notifican por edicto en el tablero del juzgado 
respectivo; las demás, por el Secretario del Tribunal (Art. 119), excepto las senten­
cias definitivas y auto de sobreseimiento y las resoluciones que fijan plazo para 
desocupar el inmueble, que se harán como dispone el derecho común (Art. 220 Pr). 

Disposiciones generales 

Se establece como disposiciones supletorias, las del Código Civil y de Procedi­
mientos Civiles (Art. 120). Se obligó al MAG a emitir el Reglamento de la Ley, 
dentro de los 120 días después de la vigencia de la misma (Art. 121), precepto que 
fue cumplido, al emitirse dicho Reglamento General de la Ley, por Decreto Eje­
cutivo, N9 29, del 21 de marzo del año en curso, publicado en el Diario Oficial 
N9 56, Tomo N9 246, de la misma fecha. La vigencia de la Ley, es desde el 22 
de noviembre. A falta del Reglamento, puede hacerse efectivo el cumplimiento 
de la Ley, por medio de Acuerdos, Ordenes o Resoluciones del Ministro del Ramo 
de Agricultura y Ganadería (Art. 121). 

"La irrenunCÍabllidad" de los derechos a que se refiere el Art"122, al arrendatario, 
es básica. En cuanto al precio, V mientras el MAG no emita año con año el Decreto 
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que fijará los precios máximos, no tienen por qué las partes abstenerse de celebrar 
contratos de arrendamiento. Al momento de emitirse el Decreto Ejecutivo entonces 
se ajustará dicho precio, devolviendo el propietario el excedente, o pagando el re~ 
manente al arrendatario, si fuese menor o superior al pactado, en su caso. Ello obli~ 
ga también a que las partes modifiquen el contrato para señalar el nuevo precio, lo 
cual debe hacerse de la manera señalada en el Art. 4 de la Ley. De tal modo, pues, 
que un pacto de tal naturaleza, no debe entenderse como una·renuncia al derecho 
del arrendatario. Si a ello agregamos que por ser la Ley de orden público (Art. 1), 
opera el efecto retroactivo. Este efecto se dará hasta el momento en que se haga lo 
que la ley ordena: que se emita el Decreto Ejecutivo fijando el precio. Mientras 
ello no sucede, las partes no pueden estar a la espectativa para celebrar contratos 
fijando precios imaginarios, por cuanto es también un requisito de fondo para que 
puedan ser calificados por el MAG y poder ser inscritos o marginados en el Regis­
tro de Propiedad respectivo. 

Disposiciones finales y transitorias 

A) Primera Situación: 

Establece la situación de los contratos cuyos plazos no estén vencidos a la 
vigencia de las Leyes de los plazos amparados por la Ley Temporal para la Regu­
lación y el Precio de los Arrendamientos, que se vino prorrogando hasta el 31 de 
marzo de este año, y que se deroga expresamente por ser Ley Especial en el Art. 127 
de la Ley en comento. 

Sobre el particular, ya se analizó esta situación cuando hablamos del plazo. 

Se prohibe la constitución de aparcerías. Al respecto, en el principio razonamos 
sobre el particular. Asimismo, se prohibe todo tipo de contrato verbal (Art. 126), y 
para ello el Art. 7 de las reglas a aplicarse en el caso de controversia, imputándosele 
al arrendador la falta de contrato escrito y dándose el procedimiento respectivo 
(:!u el Art. 81 y siguientes. 

AlgunoS puntos conflictivos o de variada interpretaci6n de la Ley 

l.-¿A quién dará el aviso el arrendatario, en el caso del Art. 10, cuando no de~ 
see hacer uso de su derecho de prórroga? La Ley no lo dijo como en el caso del 
aviso que da el propietario cuando desea cultivar personalmente el inmueble. En­
tiendo que debe asimilarse hJ situación, pues debe suponerse que si el propietario 
avisa al arrendador enviando copia al MAG, del mismo modo el arrendatario, en su 
caso, debe dar el aviso al propietario, con copia al MAG. Esta situación fue supera­
da por el Reglamento de la Ley (Art. 26), asimilando la situación. 

2.-En el mismo' caso del aviso del arrendatario al propietario, ¿qué pasará si 
el aviso lo da cuando ya falte un mes o menos para que termine el plazo? Debe 
entenderse que quiso prorrogar el plazo. Por tanto, el propietario puede aceptar la 
renuncia si así lo desea, y en este caso opera la recisión; o, si lo' desea, puede deman~ 
dar el cumplimiento de la otra parte; en primer lugar, el pago del precio del nuevo 



plazo prorrogado. Si el arrendatario no cumple, el propietario puede demandar la 
desocupación por mora (Art. 54), e incluso el precio (Art. 63, letra a). 

3.-En los casos de acción judicial en que un inmueble queda en calidad de 
depósito en manos del depositario, ¿lo incluirá la Ley como obligado a cultivar el 
inmueble o arrendarlo? Considero que sí, por cuanto entre las facultades y de~eres 
de los mandatarios, a los cuales se les remite la de los depositarios, están los de 
rendir cuenta de una buena administración (Art. 2008, 1875, 1892, 1915 Y 1917 del 
Código Civil). . 

4.-Cuando un bien inmueble es adquirido por el Estado, ¿está éste obligado 
a continuar con los arrendamientos existentes? No, por la prohibición constitucional 
que establece que los bienes raíces de la Hacienda Pública sólo podrán arrendarse 
a entidades de utilidad general (Art. 134 C.P.) El Estado cuenta con otros medios 
para no desalojar a los arrendatarios, como son habilitar" dichas tierras para fines 
de adjudicación, lo cual es permitido por la Ley Orgánica del LC.R., a cuyo patri~ 
monio deben canalizarse, si son adquiridos para tales fines. 

S.-Los inmuebles que el Instituto de Colonización Rural dá en arrendamiento 
simple, ¿deberán sujetarse a las formalidades de la Ley de Arrendamiento de Tierras? 
No, porque están destinados a otros fines sociales, como son los de habilitarlos para 
su adjudicación definitiva con promesa de venta, a esos mismos arrendatarios sim-:­
pIes que se toman como años de prueba a fin de calificarlos como los futuros pro· 
pietarios. 

6.-¿Se pueden celebrar conciliaciones ante los Agentes de Extensión, cuando 
el Art. 49 sólo se refirió al Jefe del Departamento Jurídico? Sí, por cuando el Art. 
48 estableció la regla general fijándole competencia .a las referidas Agencias de Ex· 
tensión. En el procedimiento, se omitió decir: "o ante el Jefe de la Agencia de Ex· 
tensión Agropecuaria", cuestión que no afecta V que, además. fue reglamentada 
(Art. 44 del Reglamento). 

7.-¿Cómo queda el caso de varios copartícipes de pequeños inmuebles que de· 
sean su parcela para trabajarla personalmente, y tenga que respetar un contrato de 
arrendamiento? El caso entraría dentro de la regla general, pues el contrato no 
afecta su decisión poner fin a la indivisión; pero si, cada quien tendría que respetar 
el contrato, hasta la terminación del plazo. El problema sería, en los plazos dema· 
siado largos. 

8.-¿Cómo queda el caso de los cuatro años consecutivos o no, cuando el ante­
rior propietario mantuvo ociosa la tierra o deficientemente cultivada durante tres 
años y antes del cuarto año vende el inmueble a otra persona? ¿Se le contará sólo un 
año al nuevo adquirente, o se le comenzará a contar de nuevo los cuatro años? Aquí, 
la Ley no distinguió, cómo lo hizo al referirse al no cultivo por el arrendatario, que 
se le culpa al propietario de la tierra (Art. 35, inc. 29). Y si el legislador no distin· 
guió, no debe ampliarse la interpretación. Si ésto llegare a burlar la ley, deberá 
ser objeto de reformas el Art. 35 en referencia, o sujeto a interpretación auténtica. 

9.-¿Incluye la Ley el caso de los colonos? El Código de Trabajo se encarga de 
darles protección, siendo obligación del patrono proporcionarles una parcela para 
su vivienda y huerto familiar. Art. 94, C. T. Desde luego, que tienen derecho pre· 
ferente para los arrendamientos de las tierras. 
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10.-Al ordenar la Ley únicamente marginación de los contratos en el respec­
tivo Registro de la Propiedad raíz ¿Cómo queda el caso de los créditos a la produc­
ción con garantía de prenda sin desplazamiento; o sea, garantía de la futura cosecha 
del arrendatario? Este sí es un problema un tanto serio, por cuanto únicamente la 
marginación del contrato respectivo de arrendamiento, no permitiría la marginación 
de dichos créditos. Personalmente considero que·el arrendatario interesado, perfec­
tamente puede solicitar la inscripción de su contrato pagando los derechos de regis­
tro, además de la marginación que obliga la Ley. 

PRINCIPALES CONCEPTOS DE LA LEY, DESARROLLADOS 
. EN EL REGLAMENTO 

19)-5e establece la organización administrativa, centralizada y descentralizada, 
de la Sección de Arrendamiento de Tierras; señalándose los requisitos del personal, 
compuesto por un Jefe de la Unidad Central; Jefes Regionales e Inspectores Agra­
rios; debiendo ser Abogados, los primeros, y Egresados de la Facultad de Jurispru­
dencia y' Ciencias Sociales, los últimos (Arts. 1 al 5); cuyas obligaciones, funciones 
y atribuciones, se especifican, de confonnidad con la Ley. (Arts. 6 al 8, Reglamento). 

29)-En el Capítulo lB, se. establece la organización del Registro de los con­
tratos de Arrendamientos, sus modificaciones, las certificaciones que libren los jue­
ces, para los efectos de sustitución del contrato, y de la sentencia que declare la 
existencia del contrato (Arts.9 alll). Además se establecen las clases de libros que 
se llevarán en la referida sección para la inscripción, marginación o cancelación de 
los contratos, y demás documentos que se mencionan en el Art. 15. 

39)-En el Capítulo 1\', se establece una serie de disposiciones especiales, tales 
como: 

a)-Aviso de Excepción de prórroga del contrato, el que puede hacerse por: 
Acta Notarial, Carta Certificada o por Telegrama (Art. 25); 

b)-Aviso de prórroga del contrato de conformidad al Art. 10 de la Ley, el 
que pueden darlo cualquiera de las partes (Arts. 26); 

c)-Aviso de infracción del Art. 16 de la Lev, cuando se talen árboles sin per­
miso del Servicio Forestal y de Fauna del MAG; 

d)-Comunicación que todo propietario debe dar a la Sección de Arrenda­
mientos, sobre sus representantes: Gerentes, Administradores, etc.; 

e)-Autorización para otorgar nuevo contrato de arrendamiento, con persona 
diferente (Art. 30); 

. f)-Autorización para que el arrendatario pueda eiercer el derecho preferente 
a comprar el inmueble, a fin de calificar las condiciones por la Sección de Arren­
damientos (Art. 31); 

g)-Autorización para que pueda cultivar el inmueble, persona distinta al 
arrendatario (Art. 32); 

g-1)-Oue exista incapacidad o imposibilidad física de los arrendatarios o de 
los miembros que integran el grupo familiar; 
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g-2)-Cuando sea a favor de grupos solidarios, cooperativas o agricultores in­
dividuales que dependan directamente del tr~baio de la tierra; , 

h)-Se establecen reglas especiales para el Dep6sito del Precio en el BANCO 
DE FOMENTO AGROPECUARIO, (Art. 33); , 

i)-Sobre quiénes integran el grupo familiar, (Art. 36); 

j)-Formalidades para tener por extinguido el contrato, (Art. 37); 

k)-Desde cuándo se contará el plazo, para el año de no cultivo, según la cau-
sal del Art. 32 de la Ley, (Art. 38); . 

I)-Requisitos de las solicitudes de arrendalnientos de tierras a los propietarios, 
(Art. 39); . 

1l)-Presentaci6n de dichas solicitudes a la Secci6n de Arrendamientos, Agen­
cias de Extensión u Oficinas Regionales, (Art. 40); 

nl)-Audiencia al propietario o poseedor, de la solicitud de tierras presentada, 
(Art .. 41); 

n)-Preferencia sobre personas individuales, de las solicitudes de arrendamiento 
por asociaciones cooperativas o grupos solidarios; prefiriendo, entre éstos, al primero 
en tiempo, (Art. 42); 

fi)-Determinaci6n del plazo para efectos de Expropiaci6n, desde que se noti­
fic6 la solicitud de la tierra al propietario o poseedor, en el caso del Art. 34 de la 
Ley. En el caso de ser tierras ociosas o deficientemente cultivadas, desde el día 
siguiente que el MAG notifique al propietario o poseedor que han sido registradas 
sus tierras, como tales, (Art. 43); 

49)-En el Capítulo V del Reglamento, se establecen normas de procedimiento 
para celebrar la conciliación. 

59)-En el Capítulo V del Reglamento General de la Ley de Arrendamiento 
de Tierras se establecen definiciones de términos técnicos usados por la Ley, y que 
son los siguientes: 

l.-Tierras para fines agropecuarios (Art. 48), en relaci6n con el Art. 1 de la 
Ley; 

2.-Explotación racional de la tierra (Art.49), Idem; 

3.-Tierras con vocación Agrícola (Art. 50), para efectos del Art. 2 de la Ley; 

4.-Tierras ociosas (Art. 51), Idem; 

5.-Tierras eficientemente cultivadas (Art. 52), Idem; 

6.-Tierras deficientemente cultivadas (Art. 53), Idem; 

7.-Cultivos de Temporada y de Corta Duraci6n (Art. 54), para efectos del 
Art. 9 de la Ley; • 

S.-Mejoras para solicitar aumento del precio (Art. 55), para efectos del Art. 12 
y 21 de la Ley; 
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9.-0bras que cambian la estructura del innlueble arrendado (Art. 56), en rela­
ción con Art. 22 de la Ley; 

10.-Trabajos de mantenimiento, Obras de Infraestructura y Obras Necesarias y 
Urgentes (Art. 57), para los efectos de los Arts. 13, inc. 39, y 23 de Ley; 

11.-Flora y Fauna (Art. 58), en relación con el Art. 32, regla I2~ de la Ley; 

I2.-Culpa leve y mal uso de la Tierra (Art. 59), para efectos del Art. 15, inc. 19 
de la Ley; 

13.-Perjuicios en los cultivos (Art. 60), para efectos del Art. 24 de la Ley; 

14.-Maquinaria Agrícola (Art. 61), en relación Art. 26 de la Ley; 

I5.-Granos Básicos (Art. 62), en función del Art. 32, regla 3~ y Art. 33, Ley; 

I6.-Explotación no racional de la tierra (Art. 63), para fines de la causal 7íJ. del 
Art. 32 de la Ley; 

I7.-Aparcería (Art. 64), para los efectos del Art. 125 de la Ley; 

18.-Contrato verbal de Arrendamiento (Art. 65), en relación al Art. 126 de Ley; 

I9.-Concepto de Funcionario (Art. 66), para efectos del Art. 46 de la Ley; 

----_. -



ADMINISTRACION PUBLICA Y PRIVADA 

Por LUIS ALFONSO MENDEZ RODRlGUEZ' 

INTRODUCCION 

El propósito de es te trabajo consiste en hacer un pequeño análisis sobre la ges­
tión del Estado y la gestión de la Empresa. A través de la historia ambas gestiones 
han recibido un tratamiento diferente e incluso ha llegado a convertirse práctica­
mente en un mito, que mientras la administración privada es activa y eficiente, la 
administración pública adolece de negligencia e ineficiencia. 

No puede negarse que en ambas gestiones influyen factores diferentes : la ad­
ministración privada se interesa por el éxito de la empresa y especialmente por el 
margen de utilidad; entre mayores sean las ganancias que la empresa arroje, mejor 
será el criterio que se tenga sobre ella . Es lógico que la empresa debe organizarse 
bien, debe planificar y debe tener buenos sistemas de dirección y control, debe in­
centivar a su personal, pero todo ello no con el fin de satisfacer las necesidades 
sociales, sino con la finalidad de obtener la mayor utilidad posible. Diferente es 
la gestión estatal, donde no prevalece el ánimo de lucro, donde no se prctende 
obtener la mayor utilidad posible, sino más bien satisfacer, en primcr lugar, las 
necesidades básicas de la sociedad, sean o no ren tables y en segundo lugar, asegurar 
intemamente el orden público y externamente, la exis tencia del propio estado_ 

Los fines perseguidos por ambas administraciones son totalmente distintos y 
los motivos que inspiran su labor también son diferentes. El fin de la empresa 
privada es obtener la mayor utilidad posible, lo cual logra vendiendo. al mayor 
precio posible y produciendo al menor costo que se pueda. Salvo muy raras excep­
ciones, no se interesa por los aspectos humrlllos y no hace consideraciones acerca 
de si la forma en que está produciendo es conveniente a los intereses generales, co­
mo es la cuestión relativa a si se debe mejor usar más elemento humano que má­
quinas. 

Los motivos que inspiran su labor son generalmente individualistas, aunque, 
su producción sirva para satisfacer necesidades de la sociedad. 

El fin del Estado consiste en satisfacer las necesidades colectivas, aunque para 
su satisfacción tenga que operar con pérdidas, así como mantener el orden público 

• Abogado. Profesor de Derecho Administrativo de la Facultad de Jurisprudencia 
y Ciencias Sociales de la Universidad de El Salvador. 
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y asegurar la existencia del Estado frente a posibles agresiones del exterior. Las 
motivaciones que inspiran su labor son sociales, en el sentido de que, lo que le 
interesa no es la prosperidad del propio Estado, sino el bienestar de la comunidad; 
bienestar general que repercute en el mismo Estado. 

Los nombres con que se conocen las funciones de la empresa y del Estado son 
diferentes, pero tanto en una como en otro, se tiene que planificar, se tiene que 
establecer disposiciones de carácter general, que en el caso del Estado se llaman 
leyes y en la empresa manual de operaciones, se tiene que atender el trabajo diario, 
lo cual para el Estado constituye la administración y para la empresa la dirección. 

Se justifica perfectamente que las "empresas" administradas por el Estado no 
obtengan utilidades y por el contrario, operen con pérdidas, en determinado mo· 
mento, pues no obedecen a criterios mercantilistas, sino a criterios sociales, polí­
ticos y económicos. Lo que no puede justificarse jamás l' debe condenarse, es el 
criterio de algunos administradores públicos, que no se interesan por la gestión esta­
tal, debido a que no se encuentran en juego sus propios intereses y más aún, debe 
condenarse la conducta de muchos administradorcs públicos, que aprovechan los 
recursos con que cuenta la administración en su propio beneficio. 

Desde un punto de vista lógico y técnico no hay razón valadera que justifique 
una mala gestión pública frente a una buena administración privada. En cuanto 
a su eficacia ambas deberían ser iguales. 

1. FUNCIONES DEL ESTADO 

En términos bien generales, el mundo se encuentra dividido en Estados capita­
listas y Estados socialistas . Ambos sistemas económicos tienen funciones que les 
son comunes: deben emitir leyes que fOID1en su ordenamiento jurídico, deben aten­
der la gestión de los negocios públicos en sus diversos aspectos y deben procurar la 
reintegración del ordenamiento jurídico en caso de incumplimiento. 

Ahora bien, lo que hace que un sistema sea diferente ideológicamente del otro, 
es, en primer lugar, el contenido de las leyes y, en segundo lugar, la forma como 
el Estado atiende sus negocios públicos. La menor o mayor intervención en las ac­
tividades de los particulares, es lo que nos couduce a considerar si estamos en pre­
sencia de un sistema capitalista o de un sistema socialista. 

Es lógico que en la realidad ambos sistemas no se encuentran químicamente 
puros y entonces, para determinar si se está en presencia de uno u otro se debe 
tomar en consideración los rasgos prominentes de cada Estado en particular. 

1.1. FUNCIONES DEL ESTADO CAPITALISTA 

En el Estado capitalista se hace énfasis en las funciones Legislativa, Ejecutiva 
o Administrativa y Judicial o Jurisdiccional. La Función Legislativa es la que se 
encarga de hacer la ley, la Función Ejecutiva o Administrativa de aplicarla en situa­
ción normal y la Función Judicial o Jurisdiccional de aplicarla en sitUQción de con­
flicto pre-existente. 
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El estudio de las funciones puede hacerse desde dos puntos de vista: a) formal 
y b) material. 

1.1.1. Funciones del Estado desde un punto de vista formal. 

El punto de vista formal, indica que la función está detenninada por el órgano 
que la realiza y así decimos que Función Legislativa es la que realiza el Poder Le­
gislativo; Función Ejecutiva o Administrativa es la que realiza el Poder Ejecutivo 
y Función Judicial o Jurisdiccional es la que realiza el Poder Judicial. 

Esta clasificación formalista de las funciones, tiene su origen en el principio 
de división de poderes, expuesto por Montesquieu en su obra "El Espíritu de las 
Leyes", aparecida en 1748. Esta división de poderes fue una medida que tuvo por 
miras evitar el despotismo, impidiendo que el ejercicio de todas las funciones esta­
tales quedase concentrado en una sola persona o en un sólo órgano. Fue concebida 
esta división de poderes como un sistema de frenos y contrapesos, como un medio 
de control recíproco en tre los tres poderes. 

1.1.2. Funciones del Estado desde un punto de vista material. 

Desde este punto de vista, no interesa el órgano que realiza el acto, sino la 
naturaleza propia de dicho acto. Una función será legislativa, si tiene un contenido 
legislativo, independientemente, que e! acto sea realizado por el Poder Legislativo, 
por el Poder E jecutivo o el Poder Judicial; de la misma manera, un acto será Ad­
ministrat ivo, si tiene un contenido propio de estos actos, independientemente que 
sea realizado por cualq uiera de los tres poderes y de igual manera, un acto será 
jurisdiccional, si tiene un contenido jurisdiccional, independientemente del Poder 
que realice dicho acto. 

Así tenemos que nomlalmente el Poder Legislativo (Asamblea Legislativa entre 
nosotros) realiza la función legislativa, pero también realiza actos que por su natu­
raleza son administrativos o jurisdiccionales. De igual manera, el Poder Ejecutivo 
realiza normalmente la función administrativa, pero realiza a su vez actos que por 
su naturaleza son legislativos (actos-regla) y actos que por su naturaleza son juris­
diccionales; y el Poder Judicial realiza normalmente la función jurisdiccional, 
pero también realiza actos que por su propia naturaleza son legislativos o ad· 
ministrativos. Desde este punto de vista material, el órgano (Poder) no concuer­
da totalmente con la función y tenemos que no todos los actos que realiza el 
Poder Legislativo son de carácter legislat ivo; algunos son de carácter adminis­
trativo o jurisdiccional y, la fun ción legislativa no se forma únicamente por actos 
emanados del Poder Legislativo, sino también por algunos actos emanados del 
Poder Ejecutivo y del Poder Judicial. De la misma manera, no todos los actos rea­
lizados por el Poder Ejecutivo constituycn la función administra tiva, algunos tienen 
el carácter de legislativos y otros de Jurisdiccionales, y la función administrativa, 
no se agota con los actos emanados del Poder Ejecutivo, sino que también compren­
de algunos actos provenientes del Poder Legislativo v de! Poder Judicial. También, 
no todos los actos realizados por el Poder Judicial forma la función Jurisdiccional, 
algunos de los actos son por su naturaleza de carácter legislativo y otros son de 
carácter administrativo; así también, no todos los actos que forman la función 
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jurisdiccional provienen del Poder Judicial, algunos de estos actos provienen del 
Poder Legislativo y otros del Poder Ejecutivo. 

De tal suerte, que ¡as funcion es consideradas desde el punto de vista formal no 
coinciden exactamente con las funciones consideradas desde un punto de vista 
material. Ciertamente hay actos que tanto desde un punto de vista formal como des­
de un punto de vista material son legislativos, como por ejemplo una ley secunda­
ria; otros son formal y materialmen te administrativos , como por ejemplo, el nom· 
bramiento de un empleado de la administración, y otros, son formal y materialmen­
te jurisd iccionales, como por ejemplo, una sentencia. Pero en cambio, hay actos 
que desde un punto de vista fo rmal son legislativos pero desde el punto de vista 
material son ejecutivos, tal es el caso de los nombramientos de su personal admi­
nistrativo, que hace la Asamblea Legislativa; otros actos son formalmente admi­
nistrativos pero materialmente son legislativos, tal es el caso dc todos los rcglamen­
tos emanados del Poder Ejecutivo y hay actos, que formalmente son jurisdicciona­
les, pero materialmente son administrativos y es lo que ocurre con lo que constituye 
la jurisdicción voluntaria; sobre esto volveré más adelante. 

Para establecer si un acto pertenece a la función legislativa, a la función ad­
ministra tiva o a la fun ción jurisdiccional, se debe conocer la naturaleza del mismo 
acto; por lo tanto, es indispensable desentrañar la naturaleza de los distintos actos. 

Los actos se pueden dividir en materiales y jurídicos . Los jurídicos a su vez en; 
actos creadores de situaciones jurídicas generales (actos regla); actos creadores de 
situaciones jurídicas individuales (actos subjetivos) y actos condición. Los actos 
materiales son aquéllos que si bien expresan una manifestación de voluntad, esa 
manifestación no produce efectos jurídicos; el acto creador de situaciones jurídicas 
generales, es aquella manifes tación de voluntad de naturaleza abstracta e imperso­
nal que se refiere a un número indeterminado e indeterminable de casos; actos 
creadores de situaciones jurídicas individuales, son aquellas manifes taciones de 
voluntad que se refieren a situaciones concretas; y actos condición, son aquellas 
manifestaciones de voluntad que permiten la aplicación de disposiciones generales 
y abstractas a un caso concreto. 

La función legislativa del Estado consiste precisamente en la creación de si­
tuaciones jurídicas generales o sea en la realización dc actos regla. Pero tales actos 
creadores de situaciones jurídicas generales no solamente emanan del Poder Legis­
lativo, sino que también emanan del Poder Ejecutivo, como por ejemplo cuando 
éste dicta un reglamento y también emanan del Poder Judicial, cuando este Poder 
emite circulares o cuando declara la inconstitucionalidad de una ley o un regla­
mento. Acá se empieza a notar ya la diferencia entre las fun ciones del Estado desde 
el punto de vista formal V las fun ciones del Estado desde el punto de vista mate­
rial. Desde el punto de vista formal, tal como lo hemos dicho, la función legislativa 
es realizada por el Poder Legislativo, pero desde el punto de vista material, parte de 
la función Legislativa es efectuada por el Poder Legislativo, es decir todo lo concer­
niente a las disposiciones generales y abstractas y parte de la fun ción de este Poder 
no es materialmente función legislativa, tal como se verá adelante; también parte 
de esa función legislativa le corresponde al Poder Ejecutivo, especialmente ~uando 
hace uso de la Potestad Reglamen taria, y parte de la misma función corresponde al 
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Poder Judicial cuando dicta normas de carácter general, como ocurre con las cir· 
culares e instructivos y con las declaratorias de inconstitucionalidad. 

La fun ción administrativa del Estado abarca los actos creadores de situaciones 
jurídicas individuales (contratos, nombramientos, destituciones, suministros, etc.), 
los actos condición (matrimon io, elección de funcionarios, etc.) y los actos mate­
riales (construcción de carreteras, encuestas, censos, etc.). Desde el punto de vista 
fomlal esta fun ción es realizada por el Poder Ejecutivo, pero desde el punto de 
vista material, si bien es cierto que la mayor parte de esta función la realiza el poder 
Ejecutivo, también es cierto que el Poder Legislativo, realiza función administra­
tiva, cuando nombra, suspende o destituye empleados, cuando recibe las protestas 
de ley, cuando llama a los diputados suplentes, etc. y también el Poder Judicial, 
realiza función administrativa cuando nombra, suspende y destituye jueces y demás 
empleados, practica recibimientos de abogados, etc. 

Se observa que de los actos mencionados ya no queda ninguno para la confi­
guración de la Función Jurisdiccional l' esto, precisamente, ha llevado a muchos 
autores a negarle a esta función el carácter de act ividad de orden jurídico, expresan­
do que en ella el Estado no realiza ni un acto de voluntad, ni crea una situación 
jurídica, que son los dos elementos fundamentales del acto jurídico. Consideran 
algunos que la función jurisdiccional no se distingue sustancialmente de la adminis­
trativa: que el Estado sólo hace leyes l' las ejecuta, sin que haya razón para distin­
guir la ejecución en caso de controversia V la ejecución en caso de que no haya 
conflicto. ' Y agrega Berthelemy: "Hacer las leyes, hacerlas ejecutar, me parecen 
en buena lógica, dos términos entre los cuales, o alIado de los cuales, no hay lugar 
vacío. El acto particular de interpretar la ley en caso de conflicto forma necesaria­
mente parte del acto general de hacer ejecutar la ley". 

Se estima, sin embargo, que la función jurisdiccional puede ser caracterizada 
por el motivo que la provoca y por el fin que con ella se persigue_ 

Para que intervenga la actuación del Juez es necesario que las situaciones jurí­
dicas creadas por las funciones legislativa v administrativa, no sean voluntariamente 
respetadas; y en estos casos de irrespeto es necesario que el Estado intervenga para 
restabIccer o declarar el orden jurídico, evitando así que los particulares se hagan 
justicia por su propia mano. 

La función jurisdiccional supone, pues, en primer término una situación de 
conflicto preexistente, lo cual no presuponen las otras dos fun ciones. Además, con­
lleva la necesidad de un procedimiento especial en el cual las partes discuten sus 
mutuas pretensiones a efectos de que el Juez pueda declarar con suficientes elemen­
tos de juicio de parte de quien se encuentra el derecho. 

La finalidad consiste en conceder tutela jurídica a quien ha sido privado ile­
galmente de su derecho, restablecer el orden alterado y evitar la anarquía social. 

De esta manera se entiende la función jurisdiccional V si bien es cierto que la 
mayor parte de esa fun ción es ejecutada por el Poder Judicial, como por ejemplo 
cuando resuelve en juicios civiles (ejecutivos, reivindicatorios, reconocimiento de 

1 Berthelerny, citado por Gabino Fraga. 
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hijo natural, de alimentos, etc.), o en juicios laborales (indemnización por despido, 
temlinaci6n de contrato, etc.), o en juicios mercantiles, penales, de tránsito, etc., 
también es cierto que desde cl punto de vista material, parte de la fun ción jurisdic­
cional es efectuada por el Poder Legislativo, como en los casos de ante-juicio a los 
funcionarios y parte de csa función es efectuada por el Poder Ejecutivo, como en 
el caso de juicios de cuentas. 

Cabe concluir, que desde el punto de vista material, no toda la función Legis­
lativa es efectuada por el Poder Legislativo, parte de esa fun ción la realiza el Poder 
Ejecutivo (reglamentos) y parte la realiza el Poder Judicial (circulares y declarato­
rias de in constitucionalidad); no toda la función administrativa es realizada por el 
Poder Ejecutivo, parte la realiza el Poder Legislativo (nombramientos, permisos, 
destituciones) y parte la realiza el Poder Judicial (jurisdicción voluntaria); y no toda 
la función jurisdiccional es efectuada por el Poder Judicial, parte la realiza el Po­
der Legislativo (Indulto, amnistía, ante·juicios) y parte el Poder Ejecutivo (juicio de 
cuentas). 

1.2. FUNCIONES DEL ESTADO EN NUESTRO 
ORDEN CONSTITUCIONAL 

El Art. 4 de la Constitución Politica declara: "·El Gobierno se compone de tres 
poderes: Legislativo, Ejecutivo y Judicial, que actuarán independ ientemente dentro 
de sus facultades, las cuales son indelegables, y colaborarán en el ejercicio de las 
funciones públicas". 

Como ya se dijo, este sis tema de división de poderes tiene su inspiración en la 
obra "El Espíritu de las Leyes" de l'vIontesquieu; fue concebido como un sistema 
de frenos y contrapesos, a efecto de lograr un equilibrio y evitar el absolutismo 
propio de aquellas épocas en que el poder en su totalidad, a menudo, estaba con­
centrado en una sola persona, que podía ser un Rey, un emperador, o un señor 
feudal, que se arrogaba derechos sobre la vida y las haciendas de sus súbditos. 

Esta pretendida división de poderes lleva en sí misma un defecto congénit", 
puesto que no es posible hablar de tres poderes dentro de un mismo Estado; el 
poder únicamente es uno y juntamente con el territorio, la población y el orden 
jurídico, fornlan los elementos del Estado. Lo corrccto es hablar de órganos: órgano 
legislativo, órgano ejecutivo y órgano judicial, reservando la expresión poder para 
cuando se hable del elemento del Estado . Debe advertirse, sin embargo, que el uso 
inveterado de la terminología equivocada ha hecho que llegue a tener aceptación 
en la literatura jurídica y que se use más que la expresión correcta, por lo que no 
creemos que valga la pena su no uso, sino más bien advertir que el Estado no tiene 
varios poderes sino uno y que, cuando se habla de poder como algo distinto al ele­
mento del Estado, debe entenderse que se hace referencia a un órgano del mismo. 

La idea primaria surgida de l'vIontesquieu, tuvo por miras considerar, que la 
función legislativa debía ser efectuada por el Poder Legislativo, la función adminis­
trativa por el Poder Ejecutivo y la Función Jurisdiccional por el Poder Judicial, 
pero esa idea, si bien se ha mantenido formalmente, resulta que en la esencia ha 
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perdido toda importancia y los distintos poderes realizan indistintamente las dife­
rentes funcion es, por supuesto dentro de sus respectivas competencias. 

El Art. 4 de la Constitución Política establece la independencia entre los po­
deres, lo cual tienc su ventajas y sus desventajas. Es ventajoso porque, siguiendo la 
tesis de Montesquieu, se evita que el Poder Estatal se concentre en un sólo órgano o 
en una sola persona y podría evitarse el despotismo; pero al mismo tiempo se corre 
el riesgo que cada uno de los poderes actúe por su lado, que tomen decisiones 
contradictorias y que la paz, la seguridad y el bien común, que constituyen el fun ­
damento de la existencia de todo Estado, no se logren. 

El Gobierno, formado por los tres poderes, tiene como misi6n cumplir los fines 
del Estado y se presenta la posibilidad que esos fin es no sean realizados, cuando 
existe disputa o falta de coordinación cntre los mismos. Es necesaria una verdadera 
labor coordinada para cumplir con eficacia los fin es del Estado. 

1.2.1. Función Legislativa. 

Desde un punto de vista formal la función Legislativa es la que realiza la 
Asamblea Legislativa o dicho en otras palabras, la función legislativa está consti­
tuida por todas las atribuciones que le confiere el Art. 47 de la Constitución Polí­
tica a la Asamblea Legislativa. 

Pero haciendo un análisis de esa función, desde el punto de vista material, re­
sulta que no todas las atribuciones contempladas en ese Art. 47 tienen el carácter 
legislativo. Si constituye función legislativa, realizada por la Asamblea Legislativa, 
todo lo concerniente a: Decretar, interpretar, reformar y derogar las leyes secun­
darias (129); Decretar su reglamento interior (49); Erigir jurisdicciones (139); ratifi­
car tratados o pactos que celebre el Ejecutivo con otros Estados (299); Determinar 
las atribuciones y competencia de los distintos funcionarios (149); Decretar contri­
buciones o impuestos sobre toda clase de bienes e ingresos (159); Decretar el presu­
puesto de ingrcsos y egresos (179); regular el sistema monetario nacional y sobre la 
admisión y circulación de la moneda extranjera (199); y fijar y unificar las l eyes 
de pesas y medidas, sobre la base del sistema métrico decimal (209) . Las demás atri­
buciones, algunas tienen carácter administrativo V otras carácter jurisdiccional. 

En nuestro país, no solamente la Asamblea Legislativa dicta disposiciones de 
carácter general y abstracto. También realiza función legislativa el Poder Ejecutivo 
cuando decreta su reglamento interior V todos los necesarios para facilitar y asegurar 
la aplicación de las leyes cuya ejecución le corresponde, es dccir, cuando ejercita la 
potestad reglamentaria (Art. 78 N9 15 Cn) V cuando suspende y restablece, en Con­
sejo de Ministros, las garantías constitucionales por encontrarse en receso la Asam· 
blea Legislativa (Arts. 78 Nos. 17, 175, 176 y 178 Cn) . 

El Poder Judicial, realiza función legislativa cuando declara la Inconstituciona­
lidad de las leyes, decretos y reglamentos, la cual, si bien no constituye una dero­
gatoria, debe ser acatada obligatoriamente por toda la población (Art. 96 Cn). 

También realiza función legislativa, cuando la Corte Suprema de Justicia, 
mediante circulares, se dirige a los tribunales inferiores indicándoles la forma como 
deben aplicar el derecho y manejar los asuntos correspondientes a la administra-
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ción de justicia, indicaciones que deben ser acatadas por todo el que ingrese a foro 
mar parte de dicho poder. 

1.2.2. Función Administrativa. 

Desde el punto de vista formal, la función administrativa es la efectuada por 
el Poder Ejecutivo. Diríamos que la función administrativa está constituida por 
todas las atribuciones que el Art. 78 de la Constitución Política, le confiere al Po· 
der E jecutivo. 

Pero desde el punto de vista material, resulta que no todas las atribuciones 
contempladas en e! artículo citado son de naturaleza administrativa. Constituyen 
función administrativa, realizada por el Poder Ejecutivo, todas las actividades re­
lativas a mantener ilesa la soberanía y la integridad del territorio (l9); conservar la 
paz y tranquilidad interior (29); presentar la memoria anual a la Asamblea Legisla· 
tiva y darle la información que le pida (49 y 69); elaborar e! proyecto de presupues· 
to (5°) ; auxiliar al Poder Judicial, para hacer efectivas sus resoluciones (19); dirigir 
las relaciones exteriores (89); nombrar, remover, aceptar renuncias V conceder licen­
cias a los funcionarios y empleados de la Administración y de! Ejército (99); organi· 
zar y mantener la Fuerza Armada y los Cuerpos de Seguridad Pública (109 y 149); 
convocar extraordinariamente a la Asamblea Legislativa (!l9); y Dirigir la gue· 
rra (139). 

Pero además del Poder Ejecutivo, que es el que en nuestro país tiene la res· 
ponsabilidad de todo lo atingente a la administración pública; también realizan ac· 
tividades que son propias de la función administrativa los otros poderes. El Poder 
Legislativo, realiza función administrativa, cuando acepta o desecha las credenciales 
de los diputados, recibe a és tos la protesta constitucional, conoce de sus renuncias 
y llama a los diputados suplentes (Art. 47 Nos. l0, 29 y 39); cuando en elecciones 
de segundo grado, elige al Presidente y Vice Presidente de la República, resuelve 
sobre las renuncias interpuestas y licencias solicitadas, recibe la protesta constitu­
cional del Presidente de la República, nombra los de,ignados a la presidencia, decla· 
ra la incapacidad física o mental del Presidente y Vicepresidente de la República y 
desconoce obligatoriamente al Presidente de la República o al que haga sus veces 
(Art. 47 Nos. 59, 69 79, 109, !l 9 Y 329 Cn); cuando elige por votación nominal y 
pública a los magistrados de la Corte Suprema de Justicia y de las cámaras de Se· 
glmda Instancia, miembros del Consejo Central de Elecciones y Presidente y Ma· 
gistrados de la Corte de Cuentas (Art. 47 N9 80 Cn); cuando nombra y destituye a 
sus empleados (Art. 47 N9 230 Cn); Cuando recibe y aprueba o imprueba la memo· 
ria de los Ministros del Poder Ejecutivo (Art. 47 N9 99 Cn); cuando decreta el 
Escudo de Armas, el pabellón y el Himno Nacional (Art. 47 No 189); cuando con· 
cede a personas o poblaciones títulos, distinciones o gratificaciones por servicios 
relevantes prestados, concede permiso a los salvadorefios para que acepten distin· 
ciones honoríficas otorgadas por gobiernos extranjeros o para que acepten cargos 
diplomáticos O consulares que deban ser ejercidos en El Salvador (Art. 47 Nos. 21 9, 
220 Y 309 Cn). 

El Poder Judicial, realiza función administrativa, cuando nombra, suspende, 
concede permiso, acepta renuncias o destituye a los funcionarios y empleados de su 
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nombramiento (Art. 89 Nos. 89, 99, 109); cuando practica recibimientos de aboga­
dos, notarios o procuradores, los autoriza para el ejercicio profesional, los suspende, 
los inhabilita o los rehabilita (Art. 89 N° 119) y especialmente, cuando conoce en 
diligencias que constituyen lo que se denomina la jurisdicción voluntaria_ 

De lo dicho se concluye, que la Administración del Estado no solamente in­
cumbe al Poder Ejecutivo, al Poder que tiene en sus manos lo relativo a los nego · 
cios públicos, sino que coadyuvan en ella, tanto el Poder Legislativo, como el Po­
der Judicial. 

1.2.3. Función Jurisdiccional. 

D esde un punto de vista formal, la función jurisdiccional es la realizada por el 
Poder Judicial. Estaría constituida por todas las atribuciones que le correspondcn 
al Poder Judicial de acuerdo con el Cap. III del Título IV de la Cn. 

Pero resulta que desde un punto de vista material, no toda la función juris­
diccional es realizada por el Poder Judicial. Constituye función jurisdiccional, rea­
lizada por el Poder Judicial, todo lo relativo a la potestad de administrar iusticia en 
materias constitucional, civil, penal, mercantil, laboral, inquilinato, tránsito, ha­
cienda y otras determinadas en las leyes respectivas (Art. 81); conocer de los juicios 
de amparo y de los recursos de casación (Art. 89 N9 19); Dirimir competencias 
(Art. 89 N9 29); conocer de la Responsabilidad de los funcionarios públicos (Art. 89 
NQ 3Q); conceder permiso para la ejecución de las sentencias pronunciadas por 
tribunales extranjeros (Art. 89 N9 69); conoccr de las causas de presas (Art. 89 N9 
59); Y conocer de los juicios contra el Estado (Art. 90). 

Pero también realizan función jurisdiccional los otros poderes. El Poder Legis­
lativo, realiza función jurisdiccional, cuando concede amnistías por delitos políticos 
o comunes conexos con políticos o por delitos com unes cometidos por un número 
de personas que no baje de veinte; v cuando concede indultos previo informe favo­
rable de la Corte Suprema de Justicia (Art. 47 N9 269 ) y también, en los casos de 
antejuicios (Arts. 45 y 211 Cn). 

El Poder Ejecutivo, por su parte, realiza función jurisdiccional, en los casos 
de conmutación de penas (Art. 78 N9 169); de iuicios de cuentas (Art. 128 N9 39); 
destitución de los funcionarios y empleados públicos (Art. 109) y cn los casos de 
imposición de multas (Art. 167). 

1.3. FUNCION EJECUTIVA O FUNCION ADMINISTRATIVA 

Estiman algunos autores que la función ejecutiva y la fun ción admin istrativa 
tienen contenido diverso. Sin embargo, para efectos de este trabajo, las vamos a 
considerar como una so11 y únicamente vamos a discutir en forma breve el proble­
ma terminológico. ¿Es preferible llamarle función ejecutiva o función adminis­
trativa? 

Función ejecutiva, da la idea del órgano que realiza la fun ción (El Poder Eje­
cutivo), y hace referencia o bien a la actividad del Estado que tiene por objeto 
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ejecutar la ley o bien a aquella actividad que proviene del Poder Ejecutivo. Nin­
guno de los dos criterios son totalmente satisfactorios, el primero, porque como ya 
se dijo anterionnente, no sólo esta función tiene por finalidad ejecutar la ley, sino 
que también la función jurisdiccional tiene dicha finalidad y el segundo, porque 
hace alusión a un criterio fonnalista que no representa la realidad, no sólo lo realiza 
el Poder Ejecutivo, sino también los otros poderes. 

Por eso creemos que lo adecuado es llamarle función administrativa, la cual 
hace referencia a la administración pública. La administración pública que consiste 
en el manejo de los negocios públicos, no solamente corresponde al Poder Ejecu­
tivo, sino también, en parte, a los otros poderes. En consecuencia, el nombre de 
función administrativa nos parece más adecuado para designar esta función del 
Estado. 

lA. FUNCION JUDICIAL O FUNCION JURISDICCIONAL 

También se pregunta sobre la conveniencia de llamar a esta actividad del Esta­
do función judicial o fun ción jurisdiccional. La expresión fun ción judicial hace 
referencia a un criterio formal: actividad del poder judicial. 

Pero, tal como ha quedado indicado anteriomlente, esta función no es realiza­
da únicamente por el Poder Judicial, sino también por los otros poderes, por lo que, 
en nuestro criterio, es más conveniente llamarle función jurisdiccional. 

Función jurisdiccional no hace referencia a un criterio formal, si no más bien 
a un criterio material. 

1.5. FUNCIONES DEL ESTADO SOCIALISTA ' 

En todo Estado socialista, indudablemente, existen leyes, porque siempre es 
necesario ordenar la conducta de los habitantes, a efecto de no caer en la anarquía; 
también existe un equipo encargado de llevar adelante todos los negocios públicos, 
eq uipo que, incluso, es. mucho más grande y complejo que el de los países capita­
listas, debido a que el Estado socialista interviene en casi todas las actividades de los 
particulares; y además, existen también tribunales porque siempre habrá necesidad. 
en detenninados casos, de declarar el derecho, de sancionar y de resolver los con· 
flictos que se presenten entre los particulares . 

En lo que difieren los dos sistemas es en el contenido que cada uno da a sus 
funciones: el contenido de las fun ciones de un estado capitalista (donde se trata de 
proteger la propiedad privada, la autonomía de la voluntad, la libre competencia, 
la libre empresa) es muy distinto al con tenido de las funcion es de un Estado so­
cialista (donde la propiedad de los bienes de producción corresponde al Estado, el 

• Este tema será abordado tomando como base las funciones del Estado en la URSS. 
Razón: porque, a pesar de algunas dificultades. es posible conseguir 1iteratura 
acerca de la organización y funcionamiento del Estado Soviético, en cambio es 
bien difícil la información sobre los demás estados que operan baj o el sistema so­
cialista. 
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Estado fija los precios, se produce en función de las necesidades sociales y no existe 
la libre competencia). 

En el Estado Socialista existen también los tres poderes ("órganos") al igual 
que en el estado capitalista, pero con enormes diferencias. En los estados capitalis­
tas ' se habla de tres poderes independientes que mediante un sistema de frenos y 
contrapesos llegan a establecer un equilibrio que evita el despotismo. En e! estado 
socialista, digamos en la URSS, únicamente se tiene un órgano superior: El Soviet 
Supremo, compuesto de diputados de todas las nacionalidades que integran la Fe­
deración, (Obreros e intelectuales) y encargado de dictar leyes aplicables a todo el 
estado soviético; los demás órganos se encuentran subordinados al Soviet Supremo. 
El Soviet Supremo, a su vez, no puede apartarse de los lineamientos establecidos 
por e! partido comunista, que es e! único que opera en Rusia, por lo que, en defini­
tiva, es e! partido comunista quien tiene el poder real. Al efecto Grigorián y Dolgo· 
pólov dicen: "El Partido debe aplicar sus decisiones a través de los órganos de los 
Soviets, dentro del marco de la Constitución Soviética. El Partido no trata de su­
plantar a los Soviets sino dirigir su actividad'" V agregan: "La dirección concrcta 
del partido se realiza en distintas formas elaboradas por la rica práctica de la cons­
trucción del socialismo y de! comunismo. Más todas estas formas puede ser reduci­
das a las tres variedades fundamentales que emplean todos los órganos del portido, 
o sea, todo el partido en conjunto". 

"En primer término, como se ha señalado ya, el Partido comunista determina 
la política del Estado soviético y, en consonancia con ésta, las tendencias funda­
mentales de la actividad de todos los órganos estatales y organizacioncs sociales de 
los trabajadores. Para ello el partido da directrices en sus acucrdos referentes a todas 
las cuestiones más importantes de la vida interior e internacional del país. Estas 
directrices se convierten en la práctica, en programa de la actividad de las organiza­
ciones estatales y sociales" ,3 

En conclusión, en la URSS, quien tiene el poder real es el partido comunista. 
Si en Rusia no existen los tres poderes independientes, si no existe ese sistema de 
frenos y contrapesos, ¿Será un estado despótico a la manera de! previsto por Mon­
tesquieu? Se trata indudablemente de una concentración de poder, pero no de un 
regreso a lo que Montesquieu trató de combatir. Montesquieu en su división de po­
deres trató de evitar la concentración del poder en una sola persona, que podría ser 
el monarca, e! rey, el príncipe, e! emperador o el señor feudal y en cambio, en la 
URSS, la concentración del poder se da en el partido comunista, que se considera 
representa los verdaderos intereses de todo el pueblo soviético. 

Al efecto, los autores citados, expresamente dicen: "Es del dominio público 
que los ideólogos de la burguesía, han tratado siempre de difundir la idea del poder 
estatal como de una categoría que está supuestamente por "encima" o Halmargen" 
de las clases. La teoría de la "división de los poderes" promovida en su tiempo 
por Montesquieu y considerada durante un largo período la base de desarrollo de 
la democracia burguesa, se apoyaba en esta afirmación, partiendo de una supuesta 

2 L. Grigorian y Y. Dolgopólov. Fundamentos del Derecho Estatal. Soviético Edit. 
Progreso, Moscú. pág. 104. 

3 Obra citada pág. !O5. 
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posibilidad de crear en el Estado tres poderes equilibrados: Legislativo, Ejecutivo y 
Judicial (o cuatro, incluyendo el llamado poder Municipal) que, según iVlontes­
quieu, eran capaces de ejercer una dirección " justa" de la sociedad en bien de to­
dos sus miembros. 

"Hace tiempo ya que el marxismo·leninismo probó la inconsistencia de esta 
teoría desde el punto de vista científico, al demostrar persuasivamente que el poder 
estatal en la sociedad dividida en clases antagónicas era un instrumento en 1113n05 

de la clase dominante, que no toleraría la existencia de cualquier otro poder que 
no fuera el suyo, ni el desmcmbmmiento de su poder cualquiera que sea su forma":' 

Consideran los marxistas, que la burguesía se valió del principio de la división 
de poderes, no tanto para luchar contra el absolutismo feudal, que fue contra quien 
se orientó originalmente la teoría V el cual fue vencido por la revolución burguesa, 
sin necesidad de la pretendida división de poderes, sino para afianzar su propia 
dominación y crear el sistema más cómodo de sojuzgamiento y opresión de las 
masas populares. 

También consideran los marxistas, que no es cierto que en los países capitalis­
tas el poder real se encuen tre en manos de los tres poderes. Estos tres poderes sólo 
son instrumento de la clase privilegiada, de la clase dominante, que es la que deten­
ta el poder real y los usa de acuerdo a sus conveniencias. Esta clase dominante está 
formada por los terratenientes, financistas, comerciantes e industriales. 

El socialismo, lo que pretende, es que el poder real pase de esa minoría privi­
legiada constituida por los terratenientes, financistas, comerciantes e industriales a la 
mayoría explotada constituida por los obreros y campesinos. Se trata, por lo menos 
en las primeras fases del socialismo, de subvertir el orden V hacer que pase la clase 
dominante a clase dominada V la clase dominada a clase dominante. 

En la URSS no se insiste en las funciones Legislativa, administrativa y juris· 
diccional, más bien se destacan otras actividades del estado soviético y se habla de 
distintas funciones en sus dos períodos dc transición: a) Del capitalismo al socialis­
mo; y b) del socialismo al comunismo. 

En cada una de estas etapas las tareas del Estado son distintas. Se estima que 
la misión fundamental del Estado socialista no residc en la violencia ni cn el so­
juzgamiento, aun cuando se produce en el primer período Dara aplastar la resistencia 
que oponen las clases explotadoras, sino en el trabajo creador.' 

1.5.1. Prímera Etapa. 

La primera etapa fundamental del desarrollo del Estado Socialista Soviético 
abarca el período que va desde la Gran Revolución Socialista de Octubre de 1917 
hasta la supresión de las clases explotadoras y la construcción del Socialismo.o 

La tarea principal del Estado Soviético durante la primera etapa básica del 
desarrollo es la edificación del socialismo en el país, la creación de una nueva eco-

,1 Obra citada, págs. 119-120. 
5 N. G. Alexandrow. HTeoría del Estado y del Derecho" Edit. Grijalbo. S. A. México. 

D. F. págs. 101-102. . 
o N. G. Alexandrow, Ob. citada pág. 102. 
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nomía, de unas nuevas relaciones sociales, de un nuevo reglmen. Ello determina 
las tareas concretas de este período: aplastar la resistencia de las clases derrocadas, 
organizar la producción y realizar un riguroso cálculo y control de la producción y 
consumo de productos para todos los miembros de la sociedad, defender la propie· 
dad socialista y el orden jurídico revolucionario, organizar la defensa del país contra 
los ataques de los imperialistas y asegurar las condiciones de su desenvolvimiento 
pacífico.7 

La tarea d~ la construcción del socialismo fue completada, en lo fundamental, 
durante e! período en que se realjza el segundo plan quinquenal (1933·1937) . Al 
concluir este período las clases explotadoras se encontraban totalmente suprimidas, 
se habían eliminado las causas que originaron la explotación del hombre por el 
hombre, as i como la división de la sociedad en explotadores y explotados. Se h abía 
logrado, también la colectivización de la agricultura. 

El aplastamiento de las clases explotadoras derrocadas en el interior de! país 
era necesario para dar cima a la revolución y pasar al trabajo práctico de construc· 
ció n de la sociedad socialista . Las medidas represivas del Estado se justificaban por 
el hecho de que las clases explotadoras derrocadas continuaban oponiéndo una re· 
sistencia desesperada al nuevo régimen, aún después del triunfo de la revolución: 

La función de aplastamiento de las clases derrocadas en el interior del país 
tenía para el Estado soviético un carácter temporal; sólo era una función propia en 
la primera etapa de su desarrollo. 

La realización de las funciones de organización económica y cultural educativa 
del Estado socialista significa, ante todo, la lucha de éste por elevar en escala na· 
cional la productividad de! trabajo. La primera condición para elevar la producti· 
vidad del trabaj o consiste en asegurar la base material de la gran industria, en incre· 
mentar la producción de combustible y hierro, la construcción de maquinaria, la 
industria química . Otra condición para aumentar la productividad del trabajo, es 
la de elevar la instrucción y la cultura de la masa de la población y, sobre esta base, 
elevar la disciplina de los trabajadores, perfeccionar los hábitos de trabajo y orga· 
nizar mejor el trabajo . 

Una de las fun ciones del Estado socialista es la de control de la medida del 
trabajo y el consumo en interés de los trabajadores. Lenin expresaba "sin un cálculo 
y control completos por parte del Estado de la producción y distribución de pro· 
ductos, el poder de los trabajadores, la libertad de los trabajadores no puede mano 
tenerse, y la vuelta al yugo del cap italismo es inevitableS Señalaba la idéntica obli· 
gación de los ciudadanos de trabajar en arreglo a su capacidad y el idéntico derecho 
de los trabajadores a percibir con arreglo a su trabajo de acuerdo con el principio 
del socialismo: de cada uno según su capacidad, a cada uno según su trabajo? 

La protección de la propiedad socialista sobre los instrum entos y medios bási· 
cos de producción ha sido preocupación del Estado soviético desde los primeros 

7 N. G. Alexandrow obra citada pág. 103. 

s V.I. LenÍn obras completas edic. rusa tomo 27 pág. 225. 

• V. I. Lenfn obras completas, tomo 25 pág. 441. 
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días de su existencia. La nacionalización de los instrumentos y medios de produc· 
ción básicos los convirtió en propiedad socialista y aseguró a la clase obrera los pues· 
tos de mando en la economía del país. 

También se destaca la función de velar por el cumplimiento de las normas de 
Derecho revolucionarias; se incluye, la defensa de los derechos e intereses legít imos 
de los ciudadanos. El Estado asegura la emancipación del hombre del yugo de la 
explotación capitalista y crea las bases para una verdadera expansión de la persa· 
nalidad. 

En el campo de la política exterior, la URSS se preocupó de su defen sa desde 
el primer día, puesto que estaba rodeada de estados imperialistas enemigos. Esto im· 
ponía, la necesidad de velar por la defensa del país contra los ataques organizados 
desde fuera. 

1.5.2. Segunda Etapa. 

La segunda etapa principal del estado soviético, abarca el período comprendido 
desde la construcción del socialismo hasta el comunismo. 

En esta etapa, cuando el socialismo ha triunfado y se pasa a la edificación del 
comunismo, el Estado no ejerce ya la fun ción de reprimir a las clases explotadoras 
derrocadas, puesto que estas clases ya han desaparecido. 

Se amplía el campo de acción de las fun ciones relativas a organizar la econo· 
mía, incrementar la cultura v educación, controlar la medida del trabajo y el con· 
Sumo y proteger la propiedad socialista. 

El Estado socialista vela por la defensa del país y lucha por la coexistencia pa · 
cífica con los Estados capitalistas. 

En esta etapa se trata de crear, en todos sus aspectos, la base material V teórica 
del comunismo, se trata de reforzar el potencial económico V defensivo de la URSS 
y de dar satisfacción cada vez más completa a las crecientes necesidades materiales 
y espirituales del pueblo soviético. 

En el sector económico, se trata de desarrollar en todos los sentidos las fuerzas 
productivas del país, aumentar la producción, incrementar la industria pesada, re~ 
forzar el potencial económico del país, el progreso tecnológico V el crecimicnto de 
la productividad del trabajo social para asegurar la elcvación del nivel de vida del 
pueblo. 

En el sector político, se trata de reforzar la unidad V cohesión del pueblo so· 
viético, el desenvolvimiento de la democracia, la ampliación de las funcion es de las 
organizaciones sociales en la resolución de las cuestiones del Estado, la elevación 
del papel organizador y educativo del partido y el reforzamiento por todos los me· 
dios de la alianza de los obreros y campesinos. 
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En el sector ideológico, se procura la educación ideológica al pueblo, la eleva­
ción de la conciencia comunista de los trabaiadores y ante todo en el caso de la nue­
va generación, su educación en el espíritu comunista del trabaio, el patriotismo so­
viético, el internacionalismo, la superación de las reminiscencias del capitalismo en 
la conciencia de los hombres y la lucha contra la ideología burguesa ." 

(Continuará en el próximo número) 

10 Alexandrow N. G. Y otros. Obra citada. pá~. 113. 
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LOS ORGANOS DEL ESTADO ENCARGADOS 
DE LAS RELACIONES INTERNACIONALES 

Por JOSE MAURICIO RODRIGUEZ ~ 

En la actualidad ninguna nación puede sobrevivir aislada. Una serie de facto­
res de tipo cultural, científicos, económicos, sociales y políticos hace que la carac­
terística de nuestro tiempo sea la interdependencia. 

En estas condiciones es lógico que, las relaciones internacionales se incremen­
tan, que los órganos del Estado encargados de ellas se multipliquen y que surjan 
nuevas modalidades de comunicación; sin embargo, en general, se reconoce que los 
órganos encargados de manejar las relaciones internacionales son de dos clases. 

1. Los órganos Interiores, entre los cuales encontramos. Los Jefes de Estado, 
Los Ministros de Relaciones Exteriores y los Funcionarios de Relaciones 
Exteriores, y 

2. Los órganos Exteriores entre los cuales vemos: Los Miembros del cuerpo 
Diplomático, Los Miembros del Cuerpo Consular y las Misiones Especiales. 

En este Trabajo nos ocuparemos únicamente de los primeros. 

JEFES DE ESTADO 

En general, podemos decir que Jefe de Estado es la persona a la cual la Consti­
tución y Leyes de un Estado encomienda la Dirección suprema de sus asuntos.1 

Si ello es así, es decir, si a los Jefes de Estado es a quienes se les encomienda 
la dirección suprema de los asuntos del Estado, ello quiere decir que en el campo 
de las relaciones Internacionales el órgano principal es el Jefe de Estado. 

Este carácter principal que ocupan los Jefes de Estado en las relaciones inter­
nacionales obedece a dos razones: la primera es que siendo los Estados personas 

Jurídicas requieren de personas naturales que los representen; por consiguiente, son 
los Jefes de Estado los que realizan esa función. 

• Profesor Auxiliar de Derecho Internacional Público. 

1 Morzone(h), Luis Antonio, Compendio de Derecho Internacional Público. Edit. 
Librería Jurídica. La Plata 1966. Pág. 116. 
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La segunda razón es que ellos constituyen la más alta autoridad del Estado 
en política exterior al extremo que se dice que la política exterior de un Estado 
no es más que la expresión de sus orientaciones. 

Ahora bien, esto no quiere decir que no tengan ninguna medida en sus decisio­
nes. La representación de los Estados ante los demás Estados, la realizan de acuerdo 
con la Constitución Política de cada país V de sus demás leyes secundarias atinentes 
a la materia. De consiguiente, si la política exterior de un Estado es la expresión 
del Jefe del mismo, por lo menos debe sujetarse a lo que dichos instrumentos lega­
les disponen. De excederse en los límites que las reglas del orden interno les impo­
nen, los Actos del Jefe de Estado no tendrían ningún valor. 

La representación del Jefe de Estado se diferencia de la del Agente Diplomá­
tico en que la representación que ejerce aquél es ante todos los demás Estados, 
mientras que el Agente Diplomático solamente ejerce representación ante el Estado 
en que desempeña sus funciones. 

Los Jefes de Estado suelen tener un tratamiento honorífico: así al emperador, 
se le llama "su Majestad Imperial"; al rey, "su Majestad Real"; al Papa, "Su 
Santidad" o "Santo Padre"; a los Presidentes de la República, "Excelentísimo 
Señor". 

Los Jefes de Estado durante su permanencia en países extranjeros gozan de 
ciertas inmunidades y privilegios. 

Estas inmunidades y privilegios se otorgan por razones, que podemos clasificar 
en dos grupos: en primer lugar razones jurídicas cuales son: 1 Q) SU función de re· 
presentación que desempeñan; 29) la alta dignidad de que están investidos; y 3Q) El 
hecho reconocido internacionalmente de la igualdad jurídica de los Estados. En 
segundo lugar razones de orden práctico entre las cuales mencionamos: la conve­
niencia, la reciprocidad,el deseo de evitar conflictos internacionales y básicamente 
el deseo de garantizar el desempeño de sus funciones. 

Actualmente, las inmunidades de Que gozan los Jefes de Estado son las mismas 
que se acuerdan a los Agentes Diplomáticos. Por consiguiente, durante su perma­
nencia en país extranjero los Jefes de Estado gozan de las siguientes inmunidades: 
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1. Inmunidad personal. Es de suponer que al encontrarse en un país extranjero 
están obligados a observar las leyes locales; sin embargo, en el caso de in­
fracción de alguna de estas leyes, no pueden ser objeto de ninguna forma de 
detención o arresto; por otro lado, el Estado Territorial, en razón de esta 
inmunidad, debe adoptar todas las medidas para impedir cualquier atentado 
contra su persona, su libertad o su dignidad. 

2. Inmunidad Jurisdiccional. Esto significa Que no pueden ser sometidos a la 
Jurisdicción civil penal o administrativa del Estado en que se encuentren, 
si cometen un delito en un Estado Extranjero sus autoridades tienen dere­
cho a adoptar todas las medidas que estimen convenientes: pueden protestar 
formalmente, formular reclamaciones de indemnización, exigir satisfacciones 
por el daño cometido, le pueden invitar a que abandone el país e incluso 
el Estado Territorial puede exigir la salida y acompañarlo hasta sus fronte­
ras pero jamás detenerlo o arrestarlo o someterlo a juicio. 



En cuanto a la Jurisdicción Civil la Convención de Viena hace algunas 
excepciones para los Diplomáticos. Ellas, gran parte de la doctrina las hace 
extensivas a: los Jefes de Estado al encontrarse en el extraniero, 10 cual a mi 
juicio es perfectamente aplicable. Por .consiguiente, en primer lugar, el iefe 
de Estado no goza de inmunidad cuando la acción entablada recae sobre 
negocios que como simple particular realiza sobre bienes inmuebles en el 
extranjero. En segundo lugar en el caso que el Jefe de Estado a título par­
ticular resulte ser eiecutor testamentario, administrador, heredero o legata­
rio y en tal calidad le entablen una acción sucesoria. Finalmente en tercer 
lugar, en el caso de una Acción referente a cualquier actividad profesional o 
comercial ejercida en el Estado anfitrión, fuera de sus funciones oficiales. 

Como puede verse estas excepciones corresponden también a los Diplomá­
ticos de conformidad a la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomá­
ticas (Art. 31) y sostenemos que operan para los Jefes de Estado dado que 
en estos casos no se trata de actos oficiales imputables al Estado que repre­
~enta sino que prácticamente estaría actuando como una persona cualquiera. 

Philippe Cahier2 señala que el Instituto de Derecho Internacional, en su 
período de sesiones de Hamburgo de 1891, propuso como excepciones: 

19 Las acciones reales incluidas las acciones posesorias, relativas a una cosa, 
inmueble o mueble, que se encuentre en el territorio; 

29 Las acciones fundadas en la calidad del soberano extraniero como here­
dero o legatario de un súbdito del territorio o con derecho a una sucesión 
abierta en el territorio; 

39 Las acciones que se refieran a un establecimiento de comercio o indus­
trial o a un ferrocarril explotados por el soberano extranjero en el te­
rritorio; 

49 Las acciones para las que el soberano haya expresamente reconocido la 
competencia del tribunal; 

59 Las acciones por daños V perjuicio nacidos de un delito o quasi delito 
que hubiere tenido lugar en el territorio". 

Agrega este autor que las excepciones señaladas le parecen inútiles V pe­
ligrosas y deben rechazarse cuando el Jefe de Estado se halla en territorio 
extranjero, pero que sin embargo, cuando el Jefe de Estado no se encuentre 
en dicho territorio, puesto que no goza de inmunidad de Jurisdicción para sus 
actos privados, las excepciones deben admitirse. 

No hay duda que el listado que nos da este autor citando al Instituto de 
Derecho Internacional no es el que nosotros hemos traído a cuenta, sin 
embargo nos llama la atención que diga que "deberá rechazarse cuando el 
Jefe de Estado se halla en territorio e~traniero" V admitirse cuando no se 
encuentre en dicho territorio, porque si aceptamos tal enfoque para los 
casos de excepción que hemos mencionado, lo que resultaría es que presente 
el J~fe de Estado sería inmune y ausente no; 10 cual sería extraño, pues la 

2 Cáhier, Philippe, Derecho Diplomático Contemporáneo. Ediciones RIALP. S. A. 
Madrid, 1965, Pág. 454. 
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inmunidad se otorgan en razón del cargo que obsten tan y funciones que 
desempeñan y todos los casos mencionados salen de esa esfera y perfecta­
mente pueden estar exceptuados de inmunidad estando presente o ausente 
y no sólo en este último caso. 

3. Una tercera clase de inmunidad de que goza el Jefe de Estado es la Inmu· 
nidad de domicilio. Esto significa que los locales en que se hospeda no 
pueden ser objeto de ningún registro o requisa. 

4. Por otra parte gozan de inmunidad de correspondencia, lo cual quiere decir 
que la correspondencia oficial no puede ser sometida a control, fiscalización 
u otro medio de revisión. 

Los privilegios de que gozan los Jefes de Estado cuando se encuentran en el 
extranjero podemos resumirlos así: 

1. Privilegio de inviolabilidad, consiste en que su persona, documentos, auto­
móvil y equipaje no pueder ser registrados, requisados, ni abiertos o reteni­
dos en su caso. 

2. Tiene privilegios fiscales pues puede importar, sin pago de derechos los 
objetos que necesite durante su estancia. Esto incluye regalos y todo lo que 
sea de utilidad en las recepciones que haya de ofrecer. Ahora bien en materia 
de impuestos nada justifica que esté exento, sin embargo, por cortesía gene­
ralmente se les exime del pago de impuestos indirectos sobre el precio de 
las compras que hace. 

3. Tiene el privilegio de libre comunicación con su Estado para tratar con el 
resto de colaboradores en su gobierno o con misiones del Estado en donde­
quiera que radiquen o se encuentren, para ello pueden emplear todos los 
medios de comunicación adecuados, entre ellos los correos Diplomáticos y 
los mensajes en clave o en cifras. 

Para que el Jefe de Estado goce de estas inmunidades y privilegios es necesario 
que no viaje de incógnito, es decir que debe viajar en carácter oficial, pues el ver­
dadero incógnito no existe, lo que ocurre es "una ficción que permite al Jefe del 
Estado viajar por placer sin tener que aceptar invitaciones oficiales". 

Una cuestión discutida en la doctrina es si estos privilegios e inmunidades que 
se otorgan a los Jefes de Estado se extienden a las personas familiares que lo acom­
pañan y a su comitiva oficial. Al respecto podemos afirmar que como solamente 
el Jefe de Estado tiene el carácter de representante de un Estado y estas prerroga­
tivas no se otorgan a la persona sino al funcionario en razón a las altas funciones 
de que está investido, únicamente los Jefes de Estado y miembros de su comitiva 
legalmente acreditados gozan de ellas. Sin embargo, por Cortesía Internacional 
todos los que lo acompañan se hacen acreedores a ellas en la práctica. 

Otro asunto que ha preocupado a la doctrina es saber si esas prerrogativas las 
tienen los que han dejado de ser Jefes de Estado, o sea los Exmonarcas, Ex-empe­
radores o Ex-presidentes. En cuanto a esto, la respuesta es negativa aunque en la 
práctica algunas veces son acreedores de trato especial. Es decir, pues que los Esta­
dos deben al Jefe de Estado dar esas prerrogativas en la medida que dicha persona sea 
Jefe de Estado. Al respecto Philippe Gahier dice "tan pronto como el Jefe de Esta-
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do cesa de serlo existe probabilidad de demandarlo por cuestiones que se remonten 
a la época en que desempeñaba dicha Jefatura, a condición de que el proceso no 
se refiera a actos realizados en el ejercicio de sus funciones, para los que siempre 
son incompetentes los tribunales locales. Este principio se deduce claramente 
-agrega- de una sentencia del Tribunal de apelación de París, de 1957, que negó 
la inmunidad de Jurisdicción al ex-rey de Egipto Farur perseguido por la Sociedad 
Christian Dior por falta de pago de diferentes abrigos y vestidos vendidos a la ex­
reina Narriman en tiempos de su reinado". 

A parte de las inmunidades y privilegios de que gozan los jefes de Estado en 
el extranjero es importante mencionar que es costumbre preparar un ceremonial 
ad-hoc para su recimiento y estadía. Para el caso entre nosotros, el ceremonial di­
plomático", del Art. 95 al lOO, dispone: 

"Art. 95.-Cuando algún Jefe de Estado visite el país, irá a recibirlo al puerto 
en donde desembarque, o a la frontera terrestre una comisión formada por el Sub­
secretario de Relaciones exteriores, el Jefe del Protocolo y dos Oficiales de alta 
graduación que servirán como ayudantes al Jefe de Estado visitante. 

Art. 96.-Esta comisión saludará en nombre del Presidente de la República al 
Mandatario que llega, quien desde ese instante será considerado cOIDP Huésped de 
Honor de la República. A su séquito corresponderá igual atención. 

Art. 97.-El presidente en compañía del gabinete, del Gobernador Departa­
mental, del Alcalde Municipal y de los miembros de su Plana Mayor, irá a encon­
trar al Mandatario visitante al Aeropuerto o a la Estación de llegada a la capital 
de la República. 

Art. 98.-Si el Jefe del Estado tuviere algún impedimento para ir a recibir al 
Mandatario visitante, lo representará el Ministro de Relaciones Exteriores. 

Art. 99.-El Jefe del Protocolo v los ayudantes designados acompañarán al Jefe 
del Estado extranjero durante su permanencia en la República. Al emprender este 
viaje de regreso, será despedido en la misma forma en que fue recibido. 

Art. 100.-Las cortesías V agasajos en honor del Jefe de Estado extranjero, serán 
motivo de un ceremonial de excepción, que con la debida anterioridad debe prepa­
rar la Secretaría de Relaciones Exteriores, de acuerdo con el Jefe de la Misión Di­
plomática respectiva. 

Asimismo cuando visite el país un Presidente Electo, legado ad-Iatere, cardenal 
de la Iglesia Romana, Príncipe Heredero de Soberano Reinante, Príncipe Consorte, 
Esposa del Jefe de alguna Nación extraniera, o su Ministro de Relaciones Exterio­
res o algún miembro de su Gobierno, o Personajes Prominentes de otras esferas, la 
Secretaría de Relaciones Exteriores prepará un Ceremonial Ad-hoc para su reci­
miento; y acordará las cortesías y agasajos que se efectúen durante su permanencia, 
todo lo cual se pondrá en conocimiento del diplomático que en El Salvador tenga 
la Representación del Estado correspondiente". 

Este Instrumento legal es un Decreto Ejecutivo del 22 de agosto de 1956, 
de ahí lo obsoleto de algunos términos. 

Siendo los Jefes de Estado, representantes máximos de sus Estados, el asumir 
sus altas funciones tiene interés para el orden internacional, de ahí la costumbre de 
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notificar oficialmente su acceso al poder a los demás Miembros de la comunidad 
Internacional. Esta comunicación normalmente contiene votos porque las relacio­
nes de amistad entre los dos Estados continúen y la respuesta es dada en los mismos 
términos, acompañando votos de felicidad y deseando éxitos al nuevo gobierno. 

Respecto a la Transmisión de la Presidencia de República el Ceremonial Di­
plomático de la República de El Salvador en los Arts. 1 a 4 dice: 

"Art. l.-Dos meses antes de la fecha fiiada para la transmisión de la Presiden­
cia de la República, el Ministerio de Relaciones Exteriores, lo participará a los 
Gobiernos con quienes El Salvador tenga relaciones diplomáticas para que, si lo 
tuvieren a bien, nombren Misiones Especiales para asistir a las ceremonias corres­
pondientes. 

Art. 2.-Para la Transmisión de la Presidencia de la República, el Protocolo 
del Ministerio de Relaciones Exteriores, preparará con la debida anticipación un 
Ceremonial Especial. 

Art. 3.-Para las Misiones Especiales que se acrediten ante el Gobierno para 
asistir a la Toma de Posesión de un nuevo Presidente de la República, el Ministerio 
de Relaciones Exteriores organizará un Protocolo especial. 

Art. 4.-Tan pronto como sea posible, después de la Toma de Posesión, el 
Presidente de la República v su señora esposa harán saber al Cuerpo Diplomático 
Permanente, por medio del Departamento de Protocolo, el día y la hora en que re­
cibirán a los miembros de dicho cuerpo y a sus señoras. 

Si el Presidente fuese soltero recibirá al Cuerpo Diplomático sin señoras. 
Asistirán al acto el Ministro y Subsecretario de Relaciones Exteriores Jefe del 

Protocolo, Jefe de la Plana Mayor de la Comandancia General de la Fuerza Arma­
da, 2Q Jefe v Agregados del Departamento de Protocolo, los Ayudantes Presiden­
ciales designados al efecto y a las respectivas señoras de los funcionarios menciona­
dos, en su caso". 

Las funciones de los Jefes de Estado no son uniformes en todos los países. 
Durante la edad media poseían todos los poderes incluso llegando por sí a vincular 
internacionalmente al Estado que representaban, luego pasaron a tener muchos 
"un papel honorífico y dotado de escasos poderes efectivos". En la actualidad to­
davía hay casos con esa característica, pero la tendencia es dotarlos de poderes rea­
les que comparte con una o varias asambleas elegidas8 dándoles de este modo gran 
participación en la Política Internacional 

Con todo podemos indicar que son funciones de los Jefes de Estado, por lo me-
nos de los que tienen facultades reales: . 

l. Declarar la guerra. 
2. Concluir la paz. 
3. Recibir y nombrar agentes diplomáticos. 
4. Otorgar credenciales para la conclusión de tratados y acuerdos internacio­

nales. 

8 Philippe Cahier, Derecho Diplomático Contemporáneo. Edic. Rialp. S. A. Madrid. 
1965, Pág. 444. . . 
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5. Aprobar o ratificar los tratados y acuerdos internacionales concertados; V 
6. Orientar la Política exterior del Estado. 

En el caso nuestro, de conformidad al Art. 78 C. P. corresponde al Poder 
Ejecutivo: ' 

"89 Dirigir las relaciones exteriores. 

129 Celebrar tratados y Convenciones internacionales, someterlos a la ratifi­
cación de la Asamblea Legislativa y vigilar su cumplimiento. 

139 Dirigir la guerra V hacer la Paz"; 

Como el Poder Ejecutivo tiene su máxima expresión en el Jefe de Estado, 
de acuerdo a nuestro Derecho Constitucional, esas son sus funciones. 

LOS MINISTERIOS DE RELACIONES EXTERIORES Y 
SUS FUNCIONARIOS 

Como los Jefes de Estado, por sus múltiples ocupaciones, se les imposibilita 
atender en forma personal y diaria las relaciones internacionales, tienen un órgano 
que lo asiste. Este órgano que asiste al Jefe de Estado en asuntos internacionales es 
el Ministerio de Relaciones Exteriores el cual está a cargo del Ministro de Re­
laciones Exteriores, de un Sub-Secretario de Relaciones Exteriores y de un equipo 
de funcionarios. 

Por consiguiente, el Ministro de Relaciones Exteriores es el funcionario Jefe 
del Ministerio de Relaciones Exteriores y éste, es el órgano interno del Estado 
encargado de las relaciones exteriores. 

Vamos a referirnos en primer lugar al funcionario o sea al Ministro de Rela­
ciones Exteriores y luego al organismo, o sea a los Ministerios de Relaciones Ex­
teriores. 

EL MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES 

Es el funcionario que asiste al Jefe del Estado en la dirección de las relaciones 
internacionales. 

Prácticamente es el ejecutor de las orientaciones que señala el Jefe del Estado, 
pues dirije los asuntos internacionales a nombre del Jefe de Estado y con acuerdo 
de éste y viene a ser un intermediario entre el Jefe del E1ecutivo y otros Estados. 
No obstante en la actualidad los Ministros adquieren importancia creciente, espe­
cialmente si son personalidades reconocidas pues incluso llegan a determinar la 
política exterior de un país. Caso típico al respecto los Estados Unidos de Amé­
rica en nuestros días. 

, Los' autores señalan que p~ra desempeñar el cargo de Ministro de Relaciones 
Exteriores se requieren ciertas condiciones. . 

Daniel Antokolets exige que tenga: habilidad, agilidad mental, profundidad 
de miras, serenidad, firmeza4 este mismo autor cita a Talleyrand quien decía que 

4 Antokoletz, Daniel Tratado de Derecho Internacional Público Librería y Edit. 
"La Facultad", Buenos Aires, 1951, 5Q. Edic. Pág. 535. 
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un Ministro de Relaciones Exteriores debe poseer una especie de Instinto que, ad­
virtiéndole prontamente, le impida comprometerse en cualquier discusión; que debe 
tener la facultad de mostrarse abierto quedando impenetrable; que debe ser reser­
vado con la forma del abandono; que debe ser hábil hasta' en la selección de sus 
diversiones; que su conversación debe ser simple, variada, inesperada, siempre na­
tural y a veces ingenua; que en una palabra,. no debe olyidar ni por un nlomento, 
en las 24 horas que es Ministro de Relaciones Exteriores. 

El maestro Ramón López Jiménez (glosando a M. J. Sierra, Pág. 357 de su 
obra Derecho Internacional Público) al respecto señala que "hallándose en parte 
bajo la responsabilidad directa del Secretario de Relaciones Exteriores la posibili­
dad de crear un estado de cosas que mantenga la Paz u origine la guerra, la persona 
encargada de misión trascendental deberá. tener experiencia, conocimiento de los 
asuntos internacionales, sentido de la negociación, las mejores cualidades de inteli­
gencia y cultura y un alto concepto de la dignidad nacional".5 

Al asumir su cargo los Ministros de Relaciones Exteriores, es nomla de Dere­
cho Internacional, que deben comunicarlo a los gobiernos de los países que tienen 
representantes Diplomáticos acreditado en el país; generalmente se hace expresando 
sus deseos de que las relaciones entre su país y el Estado representado por el Jefe 
de misión, sean las mejores posibles. Al mismo tiempo, escribe a los J efes de 
misión destinados en el extranjero notificándoles el nombramiento y manifestán­
doles su satisfacción por las relaciones directas que van a mantener. 

Ahora bien, cuando el Ministro de Relaciones Exteriores cesa en sus funciones 
es costumbre también dirigirse por carta al Cuerpo Diplomático extranjero y a los 
Agentes Diplomáticos de su País informándoles de ello, generalmente agradecien­
do la colaboración que se le ha prestado y expresando su sentimiento por tener que 
interrumpir dichas relaciones. 

Lo dicho, en el caso de nuestro país se encuentra consagrado como Ley de la 
República en el Art. 5 y siguientes del Ceremonial Diplomático, a que ya hemos 
hecho referencia, en los siguientes términos: "Art. 5. Tan pronto como un nuevo 
Ministro de Relaciones Exteriores tome posesión de su cargo, lo participará a las 
demás cancillerías de Centro América en telegrama circular, el cual confirnlará por 
nota. Igual nota hará a las Cancillerías de los demás países amigos. 

Tanto por la vía cablegráfica, como por la vía postal, notificará su nombra­
miento a los jefes de Misiones Diplomáticas Salvadoreñas en el extranjero, quienes 
a su vez, lo comunicarán a los Cónsules Salvadoreños de su jurisdicción. 

Art. 6.-El nuevo Ministro de Relaciones Exteriores fijará el día y la hora para 
recibir con su señora, si es casado, al Cuerpo Diplomático Permanente, con sus 
respectivas señoras. 

Art. 7.-AI tomar posesión de su cargo un nuevo Subsecretario de Relaciones 
Exteriores o un nuevo Jefe de Protocolo, el Ministro del Ramo lo comunicará por 
nota· circular a los Jefes de Misiones Diplomáticas acreditadas en El Salvador, al 

5 López Jiménez Ramón, Tratado del Derecho Internacional Público Tomo I Mi­
nisterio de Educ. Dirección de Publicaciones, San Salvador, 1969, P'ág. 185. • 
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Cuerpo Diplomático y al Consular salvadoreño y al Decano del Cuerpo Consular 
residente en el país. 

El nuevo Subsecretario visitará por tarjeta, y el nuevo Jefe de Protocolo per~ 
sonalmente, lo más pronto que les sea posible, a los Jefes de Misiones extranjeros". 

Los Ministros de Relaciones Exteriores cuando se encuentran en territorio ex~ 
tranjero, al igual que los Jefes de Estado, gozan de inmunidades y privilegios, y como 
es el Jefe de los Agentes Diplomáticos de su país dichas inmunidades y privilegios 
son los mismos que se le conceden a los Diplomáticos. Sin embargo, en cuanto al 
recimiento V estadía del Ministro de Relaciones Exteriores las cosas cambian en 
relación a los Jefes de Estado, pues no están revestidos de especial solemnidad. 

LOS MINISTERIOS DE RELACIONES EXTERIORES 

Debemos señalar en primer lugar que tienen distintas denominaciones según 
los países; las más conocidas son las siguientes: en nuestro país y mayoría de países: 
Ministerio de Relaciones Exteriores, en Guatemala y México; Secretaría de Relacio­
nes Exteriores, República Dominicana; Secretaría de Estado de Relaciones Exterio~ 
res, en Francia; Ministere D' Affairs Extrangeres o sea Ministerio de Negocios Ex~ 
tranjeros; en Estados Unidos de Norte América, Departament of State o sea Depar­
tamento de Estado; en España, Ministerio de Asuntos Exteriores; en Inglaterra, 
Foreing Office, o sea Oficina del Exterior; en la URSS, Comisaría del Pueblo para 
los negocios Extranjeros. 

En general, podemos decir que las atribuciones de los Ministerios de Relacio­
nes Exteriores son los siguientes: 

l.-Escuchar propuestas o reclamaciones y negociar con los Diplomáticos en­
viados por otros países diversos tratados y acuerdos, ejecutar las decisiones referen­
tes a la conclusión de tratados V controlar el cumplimiento de los concluidos con 
otros Estados u organismos internacionales. 

2.-Intervenir en la designación y notificar a los Estados Extranjeros el nom­
bramiento o retirada de los agentes diplomáticos V consulares acreditados en el ex­
terior, tenerlos bajo su control y orientarles su trabajo. 

l-Someter a consideración del Jefe de Estado las cuestiones trascendentales 
de la política exterior. 

4.-Defender los intereses del Estado y de sus ciudadanos fuera del territorio 
nacional. 

En nuestro país las atribuciones de] Ministerio de Relaciones Exteriores son 
señaladas por el Art. 27 del Reglamento Interior del Poder Ejecutivo, el cual dice: 

4'1.-Relaciones con los gobiernos de otros países, organismos y personas Jurí­
dicas Internacionales. 

2.-Tratados, convenciones y Acuerdos Internacionales, oyendo siempre la opi­
nión de la Secretaría interesada por razón de la materia. 
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3.-Cuerpo Diplomático y Consular, Salvadoreño y extranjero. 

4.-Suspensión, ruptura y restablecimiento de relaciones Diplomáticas y Con-
sulaú:s.· , 

5.-MisioneS 'Diplomáticas y Consulares. 
. . . . ' ... 

6.-Propaganda Exterior en favor del país,en todos los aspectos, que puedan 
acarrear beneficios al mismo. 

7.-Demarcación y conservación de los límites nacionales. 

S.-Expedición de Pasaportes para el Exterior. 

9.-Delegaciones a Congresos y Conferencias Internacionales. 

IO.-Auténticas" . 

En cuanto a la organización de los Ministerios de Relaciones Exteriores debe 
decirse que ella es muy variada; sin embargo, podemos agruparlos en tres categorías: 

l.-Los que responden a una organización por materias o asuntos. 

2.-Los que responden a una organizaci6n por áreas geográficas. 

3.-Los que responden a una organización mixta es decir, por áreas V por mate­
rias. 

Pertenecen al primer grupo aquellos Ministerios de Relaciones Esteriores cuya 
organización, principalmente, responde a diversas áreas geográficas en que dividen 
el mundo. Es el caso por ejemplo del Departamento de estado de los E.U. de Amé­
rica en donde, seg4n la infon~nación que tenem,os, a mano, en 1970 lo dirigía el 
Secretario de Estado a quien auxiliaba un subsecretario para lºs asuntos pol~ticos, 
un Director Ejecutivo, un Inspector General de Ayuda Extranjera, la Agencia de 
Control de Armamentos V Desarme V el Cuerpo de Paz. Haciendo depender' del 
Subsecretario para asuntos políticos las siguientes oficinas y secciones: 

"Oficina de Asuntos Interamericanos que comprende las secciones siguientes: 

a) Asuntos de Centro América y de Panamá 

b) Asuntos del Caribe y México 

c) Asuntos de los países de la Costa del Oeste, 

d) Asuntos de los países de la Costa Este 

e) Asuntos. Políticos regionales interamericanos 

'f) Asuntos Económicos regionales interamericanos 

Oficina de Asuntos Europeos que comprende las secciones siguientes: 

a) Asuntos del Commo~wealth Británico V del. Norte de EU,ropa 

b) Asuntos de la Europa Oriental 
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e) Asuntos Alemanes 

d) Asuntos de Europa Occidental 

e) Asuntos de la Unión Soviética 

f) Asuntos de la Europa Regional 

Oficina de Asuntos Africanos que comprende las secciones siguientes: 

a) Asuntos del Africa del N<?rte 

b) Asuntos del Africa del Oeste 

e) Asuntos del Africa Oriental V Meridional 

Oficina d.e Asuntos del Lejano Oriente que comprende las secciones siguientes: 

a) Asuntos de China 

b) Asuntos del Noroeste de Asia 

e) Asuntos del Sureste de Asia 

d) Asuntos del Suroeste del Pacífico 

Oficina de Asuntos del Cercano Oriente V del Sur de Asia que comprende las 
secciones siguientes: -

a) Asuntos del Cercano Oriente 

b) Asuntos Griegos, Turcos e Iranios 

e) Asuntos del Sur de Asia 

d) Asuntos Regionales del Cercano Oriente V del Sur de Asia 

Oficina de Asuntos de las Organizaciones Internacionales que cuenta con 
las siguientes secciones: 

a) Asuntos de las Areas Dependientes 

b) Asuntos Económicos V Sociales Internacionales 

c) Asuntos Políticos V de Seguridad de las Naciones Unidas 

d) Asuntos de Administración Internacional 

e) Conferencias Internacionales 

Oficina de Asuntos Educacionales V Culturales que incluye las siguientes secciones: 

a) Oficina de Asuntos EduC"acionales V Culturales 

b) Oficina de Intercambio Educacional 

e) Oficina de Intercambio Cultural 
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Oficina de los Servicios Secretos y de Investigación que cuenta con las 
secciones siguientes: 

a) Oficina de Indicios generales 
(Office of Current Indications) 

b) Oficina de Investigación Funcional 
(Office of Functional Research) 

c) Oficina de Investigación y Análisis para Africa 

d) Oficina de Investigación y Análisis para las Repúblicas Americanas 

e) Oficina de Investigación y Análisis para el Lejano Oriente 

f) Oficina de Investigación y Análisis para la Europa Occidental 

g) Oficina' de Investigación y Análisis para el Cercano Orient~ y el Sur de 
Asia 

h) Oficina de Investigación y Análisis para. el Bloque Chino·Soviético 

Dependen también de la Subsecretaría las siguientes secciones: 

a) El Consejero y Presidente del Consejo de Planeamiento de Política 
(Counselor and Chairman of Policy Planning Council) . 

b) La Oficina de Asuntos Económicos 

c) La Oficina de Relaciones Parlamentarias 

d) El Consejero Legal 

e) La Oficina de Asuntos Públicos 

f) La Oficina Administrativa 

De la Oficina de Asuntos Económicos dependen las siguientes secciones: 

a) Cuerpo de Control de la Defensa Mutua 
(Mutual Defense Control Staff) 

b) Cuerpo de Relatores Extranjeros 
(Foreing Reporting Staff) 

c) Oficina de Asuntos Financieros y de Fomento Internacionales 

d) Oficina de Comercio Internacional 

e) Oficina de Recursos Internacionales 
(Office of International Resources) 

De la Oficina Administrativa dependen las divisiones siguientes: 

a) Oficina de Administración 

b) Oficina de Seguridad y Asuntos Consulares 
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c) Servicio Exterior 

d) El Instituto de Servicio Exterior 

e) El Inspector del Servicio Exterior 

Pertenecen al segundo grupo, o sea a los que su organización responde a la 
materia de que tratan, aquéllos en que es en base a distribución de asuntos por los 
que se organizan, así por ejemplo es de este tipo la organización que rige la Secre­
taría de Relaciones Exteriores de México que según la Ley de Secretaría y Depar­
tamento de Estado, del 23 de Diciembre de 1958 está formada: "por la Secretaría, 
dos Subsecretarías, Oficialía Mayor, Dirección General de Asuntos Jurídicos, Di­
rección General de Ceremonial, Dirección General de Relaciones Culturales, y una 
Oficina de promoción Internacional de Cultura; Dirección General del Servicio 
Diplomático, Dirección General del Servicio Consular, Dirección General de Cuen­
ta y Administración; Dirección General de Límites y Aguas Internacionales; Di­
rección General de Asuntos de Trabajadores Migratorios; y por un Consejo Supe-
rior Ejecutivo de Comercio Exterior. ' 

La Secretaría tiene a su cargo la dirección de la política exterior y de las rela­
ciones internacionales. 

La Subsecretaría lleva la dirección técnica de todos los asuntos que tramita 
la Secretaría con especialidad de los de carácter jurídico, político y comercial. Pre­
side, por delegación del Secretario, las comisiones técnicas o intersecretariales en 
las que tome parte la Secretaría. Substituye al titular en sus faltas temporales. Exis­
te además una segunda Subsecretaría. 

A la Oficialía Mayor le corresponde la dirección y coordinación general de los 
servicios administrativos de la Secretaría y de sus dependencias en el extranjero. 
Preside, por delegación del S. ~residente de la República, la Comisión de Inter­
cambio Comercial y Créditos Bilaterales y el Comité Nacional de Enlace de la 
Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación. 

La Dirección General de Asuntos Jurídicos cuenta con tres oficinas y cuatro 
Secciones que son: Oficina de Extradiciones y Naturalizaciones; Oficina de Legis­
lación, Permisos y Reglamentos; y Oficina de la Comisión Demográfica Inte~ecre­
tarial; Sección de Nacionalidad y Naturalización, Sección de exhortos V Extradicio­
nes, Sección de Reclamaciones y Sección del Artículo 27 Constitucional. 

La Dirección General de Ceremonial tiene a su cargo todo lo concerniente al 
protocolo. 

La Dirección General de Relaciones Culturales, y la Oficina de Promoción In­
ternacional de Cultura, tienen a su cargo la difusión cultural y el servicio de publi­
cidad, propaganda e información de México en el extranjero. 

La.Dirección General del Servicio Diplomático para cumplir con sus funciones, 
en lo económico, cuenta con una Subdirección General y tres Departamentos que 
son los siguientes: 

a) El Departamento de Organismos Internacionales, que tiene las secciones 
siguientes: de Organismos V conferencias americanas; de las Naciones Unidas; de la 
Organización de Aviación Civil Internacional; de la Organización Internacional del 
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Trabajo; de la Organización de las Naciones Unidas para la alimentación y la 
Agricultura; de la Organización Mundial de la Salud; y conferencias y organismos 
diversos. 

b) Departamento de Cancillería, que está integrado por las secciones de Perso­
nal, 'Tratados y Convenios. 

c) El Departamento de Asuntos Políticos, que cuenta con la Sección de Esta­
dos Unidos V Canadá; la de Centroamérica y las Antillas; la de Suramérica; la de 
Europa y Asia V la de Asuntos de Postguerra. Las Embajadas y Legaciones depen­
den también de esta Dirección. 

La Dirección General del Servicio Consular, cuenta con una subdirección y 
cinco oficinas; Oficina de Información Consular, Oficina de Protección, Oficina de 
Trámite Consular, Oficina de Pasaportes y Oficina de Consulados. 

La Dirección General de Cuenta V Administración. se auxilia de una subdirec­
ción V cinco oficinas que son: Oficina de Asuntos Administrativos, dividida en Sec­
ción de Personal, Sección de Traductores y Sección de Servicio Médico; Oficina de 
Contabilidad y Revisión de Cuentas V Sección de Compras; Oficina de Inventarios 
y Almacenes y Aprovechamiento; Talleres e Intendencia; Oficina Central de Archi­
vo, compuesta de tres secciones: Catalogación y Registro. Archivo General y Dele­
gaciones en dependencias; Oficina de correspondencia, con tres secciones: de Re­
cepción V Despacho, de Control y de Correo y Empaque. 

La Dirección General de Límites V Aguas Internacionales, tiene dos secciones, 
la sección Mexicana de la Comisión Internacional de Límites v Aguas que funciona 
entre México y los Estados Unidos de América; y las dos Comisiones Mixtas de 
Ingenieros que funcionan entre México V Guatemala. 

La Dirección General de Asuntos de Trabajadores Migratorios, fue creada 
especialmente para atender a los problemas que surgen con las emigraciones de 
obreros. 

Finalmente el Consejo Superior Ejecutivo del Comercio Exterior, está a cargo 
de una Secretaría General y cuenta con una Oficina Técnica y una Oficina de 
Trámite. 

Finalmente responden a una organización de tipo mixta aquellos Ministerios 
que se organizan atendiendo en ciertos aspectos a áreas geográficas y en otros aten­
diendo a la naturaleza de ciertos asuntos. Los ejemplos son semejantes en el caso 
de Brasil y El Salvador. En efecto, veamos cómo está organizado el Ministerio de 
Relaciones Exteriores de Brasil V como está organizado el nuestro. 

En Brasil (según nos informa Celso D. de Albuquerque Mello en su obra 
Curso de Direito Internacional Público, Volumen 2) de conformidad a la Ley 3917 
del 14 de julio de 1961 el Ministerio de Relaciones Exteriores, tiene la organización 
siguiente: se encuentra presidido por el Ministro de Relaciones Exteriores, quien 
se encuentra auxiliado por una Secretaría de Estado la cual es el órgano medular del 
Ministerio. Dicha Secretaría está bajo la Dirección de un Secretario General y está 
compuesta de las siguientes divisiones: Secretaría General de Política Exterior; De­
partamento de Administración; Departamento Consular y de Inmigración; Depar­
tamento de Asuntos Jurídicos; Ceremonial, Sección de Seguridad Nacional, Comi-
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sión de Coordinación, Comisión de Promociones, Oficina de Relaciones con el 
Congreso, Oficina de Demarcación de Fronteras. De estas unidades la más impor­
tante es la Secretaría General de Política Exterior que se encuentra dirigida por un 
Secretario General. Es la más importante porque a ella están adscritos los siguientes 
Secretarios generales adjuntos: Secretario General adjunto para Asuntos Americanos, 
Secretario General Adjunto para asuntos de Europa Occidental, Secretario Generál 
Adjunto para Asuntos de Africa V de Oriente Medio, Secretario General Adjunto 
para asuntos de Europa Oriental, Asia V Oceanía, Secretario General Adjunto para 
Organismos Internacionales; Secretario General adjunto para asuntos Económicos; 
Secretario General adjunto para Asuntos de Planeamiento Político, Secretario Ge­
neral adjunto para las Relaciones Exteriores. 

En el caso de El Salvador ocurre algo,· en cierto modo parecido, pues encontra­
mos que el Ministerio de Relaciones Exteriores está dirigido por un Ministro V un 
Subsecretario de Relaciones Exteriores V dependiendo de ellos encontramos tres di­
recciones generales: la Dirección de Protocolo V Ordenes, la Dirección general de 
Política Exterior y la Dirección de Servicios Generales. 

La Dirección de Protocolo y órdenes es el organismo que sirve de enlace entre 
las Misiones Diplomáticas y Consulares extranjeras y las autoridades Nacionales. 
Se llama de Protocolo y Ordenes por un lado porque es el organismo encargado del 
Ceremonial Diplomático y por otro porque es la sede de las dos órdenes nacionales 
que existen en el país como distinciones honoríficas para recompensar a personas 
que han prestado servicios relevantes a la patria; ellas son: la Orden José Matías 
Delgado y la Orden José Simeón Cañas. 

Las atribuciones de esta Dirección las señala el Ceremonial Diplomático del 
Art. 113 en adelante y dice: ' 

"Art. 113.-EI Protocolo del Ministerio de Relaciones Exteriores de la Repú­
blica, estará a cargo de un Jefe, un Segundo Jefe V los Agregados que la Cancillería 
crea conveniente nombrar. 

El segundo Jefe asumirá la dirección del Servicio en defecto del Jefe. 

Art. l14.-Este Departamento se ocupará especialmente: a) En la tramitación 
de Suplicatorios; b) En la tramitación de la admisión de Cónsules Extranjeros en 
El Salvador; c) En la correspondencia relativa a Privilegios, Inmunidades y Fran­
quicias Diplomáticas; d) En el cumplimiento del Ceremonial Diplomático; e) En 
las Audiencias Diplomáticas; f) En las cuestiones de etiqueta y precedencia; g) En 
la Recepción V la Presentación de los Diplomáticos V Extranjeros prominentes que 
lleguen al país; h) En el recibo V despacho de las Valijas Diplomátic~s; i) En la 
expedición y Visa de Pasaportes Diplomáticos V Oficiales; j) En la tramitación e 
inscripción en el Escalafón Diplomático y todo lo concerniente a condecoraciones. 

Art. lI5.-El Protocolo se entenderá en todos los pormenores relativos a la 
llegada y partida de los enviados Diplomáticos. 

Art. 116.-Este mismo Departamento dispondrá cuanto sea necesario para el 
mejor éxito de las Ceremonias y Fiestas Oficiales a que asistan el Jefe de Estado, 
el Ministro de Relaciones Exteriores y el Cuerpo Diplomático. 
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Recibirán a los .invitados el Jefe y Segundo Jefe del Protocolo y sus auxiliares, 
quienes siendo necesario, harán las presentaciones de estilo. 

Art. 117.-Los casos dudosos relativos a Ceremonial V Etiqueta que se presen­
ten en la práctica, serán resueltos por el Jefe del Protocolo. 

Art. lI8.-Tendrá presentes el Protocolo los días en que deba izarse la Bandera 
Nacional y aquéllos en que haya que complementar en persona o por tarjeta a los 
miembros del Cuerpo Diplomático. 

Art. 119.-Llevará este Departamento un registro donde anotará todos los 
cambios que ocurran tanto en el Cuerpo Diplomático acreditado como en el Cuer­
po Diplomático de El Salvador en el extranjero, V cuidará de que se publiquen con 
la frecuencia debida las Listas Diplomáticas. 

Art. IZO.-Cuidará de que las autoridades respectivas presten las atenciones 
debidas a los Diplomáticos que viajen por el territorio de la Rep(lblica. 

Art. lZl.-El Protocolo es la fuente de Información y de consulta para los 
Diplomáticos y para las Autoridades Nacionales en todo lo que se refiere al Cere­
monial y Etiqueta, V a él comunicarán Embajadas, Legaciones V Consulados los 
cambios de personal y residencia y otros que interesa a la Cancillería conocer". 

La otra Dirección General que hemos mencionado es la de Política Exterior. 
Como en el caso del Brasil es la más importante desde el punto de vista del manejo 
de las Relaciones Internacionales pues es la que tiene bajo su cargo la elaboración 
de la Política Internacional del país. Está integrada por los siguientes organismos: 
1) Dirección de Organismos Conferencias y Tratados Internacionales; 2) Dirección 
de Asuntos Americanos; 3) Dirección de Asuntos de Centroamérica V ODECA; 
4) Dirección (ad-honorem) de asuntos del Caribe; 5) Dirección de Asuntos de Ul­
tramar; 6) Dirección de Asuntos Limítrofes; 7) Dirección de Estudios e Investigacio­
nes; 8) Asesoría Técnica; V 9) Asesoría Jurídica (ad-honorem). 

Finalmente en lo que se refiere a la Dirección de Servicios Generales encontra­
mos la Dirección de Personal, la Dirección de Finanzas, la Dirección de Servicios 
Generales, la Sección de Control Consular, la Sección de Pasaportes, la Sección de 
Correspondencia, Archivo, Biblioteca y Traducciones, y la Intendencia. 

Como puede observarse, la organización que ha adoptado nuestro Ministerio 
de Relaciones Exteriores, es mixto pues a la vez que tiene organismos que se encar­
gan de determinados asuntos hay otros que se supone se encargan de muchas cosas 
que ocurren en determinada área geográfica. Esto desde luego es probable que 
acarree dualidad V despersión de esfuerzos por lo que la crítica que podría formu­
Iársele es ésa. 

Para tener un mayor campo de referencia sobre la organización de ciertos Mi­
nisterios de Relaciones Exteriores reproducimos a continuación la organización del 
Ministerio de Asuntos Exteriores de España según lo explica Philippe eahiero V 
por otro lado la organización del Ministerio de Relaciones Exteriores y Cultos de 
Argentina, según Diagrama del autor Lucio M. Moreno Quintana:7 

6 ~hilippe Cahier, Ob. Cit., Pág. 479 a 481. 

'1 Moreno Quintana, Lucio M. "Tratado de Derecho Internacional. Edit. Sudameri­
cana, Buenos Aires, 1963, Pág. 465. 
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ORGANIZACION DEL MINISTERIO DE ASUNTOS 
EXTERIORES DE ESPAFlA 

La organización de este Ministerio fue establecida mediante la Ley del 31 de 
diciembre de 1945 con sucesivas modificaciones a que se hará mención posterior­
mente. Está constituido por la Dirección Superior a cargo del Ministro de Asuntos 
Exteriores, una Subsecretaría y siete Direcciones Generales. Directamente del Mi­
nistro dependen los siguientes organismos: El Gabinete Diplomático, el Gabinete 
Técnico, la Oficina de Información Diplomática con sus dos Direcciones: de In­
formación y de documentación; la Escuela Diplomática y la Inspección de Ser­
vicios en el Exterior. 

En dependencia directa del Subsecretario encontramos la Asesoría Jurídica In­
ternacional, la Junta de Personal y la Asesoría Jurídica. Además, bajo la dirección 
inmediata de la Subsecretaría se encuentran las Direcciones Generales siguientes: 

l.-Dirección General de Política Exterior integrada por la Dirección de Asun­
tos Políticos de Europa, de Africa, de Próximo y l\tIedio Oriente, de Filipinas y 
Extremo Oriente, de Centro y Suramérica, de Europa Oriental de Relaciones con 
la Santa Sede y la Dirección de Convenios y Conferencias Político Internacionales 
y Registros de Tratados. 

2.-La Dirección General de Relaciones con los Estados Unidos de Norte 
América que fue creada por Decreto del 8 de marzo de 1964. 

3.-La Dirección General de Organismos Internacionales que fue creada por 
Decreto del 18 de octubre de 1957 y está compuesta de cuatro Direcciones: la de 
Naciones Unidas, la de Organismos Especializados, la de Organismos de Coopera­
ción Económica y la de las Comunidades Europeas, Además tiene una sección de 
Asistencia Técnica. 

4.-La Dirección General de Relaciones Económicas también creada el 18 de 
octubre de 1957 es la encargada de preparar, negocios y comprobar el cumplimien­
to de los Acuerdos económicos, comerciales, financieros V similares concertados con 
países extranjeros. Está integrada por la Dirección de Relaciones Económicas Multi­
laterales, Dirección de Relaciones Económicas Bilaterales y la Dirección de Asun­
tos Técnicos. 

5.-La Dirección General de Relaciones Culturales que a través de sucesivas 
modificaciones de su estructura, ha llegado al momento presente organizada de la 
siguiente manera: a) La Dirección adjunta, de la cual depende la Sección de Asun­
tos Administrativos, que entiende en materia de presupuestos, contabilidad, perso­
nal, información, coordinación, interior y archivo; b) La Dirección de Acción cul­
t'ural, de la que dependen cuatro secciones: de Instituciones Culturales, de Publi­
caciones y Material Cultural, de Intercambio Cultural y de Actividades Artísticas; 
c) La Dirección de Cooperación Intelectual que tiene a su cargo las Secciones de 
Relaciones Bilaterales y Convenios, de Relaciones Multilaterales y de Cooperación 
Cultural con Marruecos. 

6.-La Dirección General de Asuntos Consulares, creada por Ley de 16 de 
julio de 1949, tiene la misión de orientar la función de los cónsules y, en general, 
ordenar la tramitación de aquellos asuntos de carácter privado, civil y administra-
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tivo que cOQstituyen la función principal de los Consulados. Se subdivide en tres 
Direcciones V dos Secciones: Direcciones de Emigración V Asuntos Sociales, de 
Asuntos Jurídicos Consulares V de Acción Consular; Secciones de Legalizaciones V 
~ Pasaport~. 

7.-La.Dirección General de Régimen Interior se subdivide en tres Direcciones: 
de Personal, .de Material V Servicios Centrales a la Dirección de Personal correspon­
de la provisión de los puestos en el extranjero V en el Ministerio. La Dirección de 
Material está encargada de evaluar el total de los recursos materiales que precisa 
el servicio exterior, asignarlos a los diferentes sectores de aquél V velar por su correc­
ta' inversi6:n a.1osfines previstos; también están confiadas a esta Dirección las pro­
piedades del Estado en el extranjero adscritas al servicio exterior. La Dirección de 
Servicios Centrales tiene a su cargo el Gabinete de Cifra, Registro General de Vali­
jas. De esta Dirección General dependen también el Archivo General y Biblioteca, 
la Oficina' de Interpretación de Lenguas, la Oficina de Información V la Oficina 
de Iniciativas y Reclamaciones. 

Al Servicio de Cancillería, Protocolo y Ordenes, entre otras funciones corres­
ponde, la ordenación de protocolo oficial con las misiones extranjeras, establecí­
miento de precedencias V relaciones formales con los miembros del Cuerpo Diplo­
mático acreditado en España, organización de viajes a España realizados por Jefes 
de Estado V personalidades extranjeras V la Cancillería de las Ordenes de Carlos 
111, Isabel la Católica y Mérito Civil. 

Otros organismos dependientes de este Ministerio son la Junta Consultiva, la 
Junta de Relaciones Culturales, la Junta de Patronato de la ObtaPÍa, el Consejo 
~uperio¡' de Asuntos Exteriores y el Protectorado de los Establecimientos Benéficos 
Españoles en el extranjero. 

En calidad de entidades estatales autónomas además: la Administración de 
Bienes del Estado Español (Tánger), el Instituto de Cultura Hispánica, el Consejo 
Superior de Misiones, el Instituto Politécnico Español de Tánger, el Patronato de 
Casas de Funcionarios del Ministerio V el Instituto Hispano-árabe de Cultura. 

QRGANIZACION D~L MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
DE ARGENTINA 

La. estructura actual del Ministerio de Relaciones Exteriores de Argentina, se­
gún el autor que hemos mencionado se compone del Despacho del Ministro V 
dependiendo de él dos Subsecretarías, la Subsecretaría de Relaciones Exteriores y 
La' Subsecretaría de Culto; además el Gabinete V el Ceremonial y la Secretaría del 
Ministro. y órgano de enlace con los siguientes organismos: Comisión de Admi­
nistración de la Ley 13891, Dirección de Coordinación y Enlace, Dirección de 
Defensa Na~ional y Prensa. De las dos Subsecretarías la más importante es la 
Subsecretaría de Relaciones Exteriores. Bajo dicha Subsecretaría encontramos dos 
Direcciones Generales: la Dirección General de Política y la Dirección General de 
Relaciones Culturales; además la Subsecretaría de Relaciones Exteriores maneja 
la Dirección Económica Social, la Dirección de Soberanía Territorial, la Dirección 
de Personal, ,la Dirección de Asuntos Consulares, la Dirección de Administración 
y.la :Direcci6n de Obra Social; por otro lado dependen de la Subsecretaría de Rela· 
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ciones Exteriores los Departamentos de Clave V C. Cablegráfica, Departamento de 
Correo Diplomático, el Departamento de Relaciones Internas, el Departamento 
de Traducciones, el Departamento de Biblioteca V el Departamento de Archivo 
General de la Dirección General de Política se hacen depender seis Direcciones 
más; La Dirección de América del Norte V Central, la Dirección de Europa Occi­
dental, la Dirección de Europa Oriental V Cercano Oriente, la Dirección de la Co­
munidad Británica, Asia V Africa V la Dirección de Organismos V Tratados. Estas 
seis Direcciones más la Dirección Económico Social V la de Soberanía Territorial 
constituye bajo la Dirección de la Dirección General de Política, la Comisión de 
Política. 

Finalmente, de la Subsecretaría de Culto se hace depender tres Direcciones: 
la Dirección de Patronato Nacional, la Dirección de Cultos no Católicos V la Di­
rección de Asuntos Administrativos de Culto. 
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